
  
    
      [image: Portada]

    

  


  
    
      


      [image: Página de título]

    

  


  
    
      INTRODUCCIÓN


      La triple epidemia de México


      Los servicios de salud colapsaron. Cada hora 23 mexicanos fallecían a causa de la epidemia y el problema, en vez de contenerse, seguía evolucionando, imparable. El presupuesto disponible era insuficiente para atender a tantos enfermos, que al año sumaban millones. La declaratoria de emergencia de salud no había servido de nada. Ni pacientes ni autoridades respetaban las medidas de contención y la enfermedad se propagaba, incontenible. El escenario era devastador y ya afectaba a uno de cada tres niños y a siete de cada 10 adultos. Los decesos sumaban 200 mil al año y el gasto en atención médica superaba los 150 mil millones de pesos. El problema de salud también impactaba a la economía, con el equivalente a la pérdida de 400 millones de horas laborales o 184 mil empleos. La epidemia se había expandido, silenciosa pero constante, hasta aquejar a la mayoría de los mexicanos. Había alternativas para frenar su avance y revertir paulatinamente el daño, principalmente para la población infantil. Las autoridades habían ordenado alertar de la fuente de “contagio”, para evitar que la enfermedad siguiera propagándose. Pero grandes corporaciones intentaban, por todos los medios legales, frenar el acceso a ese remedio simple y barato. Aplicar medidas preventivas les implicaba pérdidas millonarias. Privilegiaban sus utilidades por encima de la salud pública. Finalmente, eran ellas las que —de alguna forma— habían contribuido a la multiplicación de casos mediante una engañosa estrategia publicitaria y la comercialización, durante décadas, de productos altamente nocivos.


      La epidemia de la que hablo no es la del covid-19. Es una más funesta y de mayor expansión que fue declarada cuatro años antes, mediante la emergencia epidemiológica EE-4-2016. El motivo de esa alerta fue la inquietante expansión del sobrepeso y la obesidad que, en ese momento, aquejaba a 70% de la población adulta y que, junto con enfermedades asociadas como la diabetes e insuficiencia renal, absorbía el equivalente a 34% del gasto público en salud. México ocupa desde entonces el deshonroso primer lugar mundial en obesidad infantil y el segundo en adultos. La curva de crecimiento de casos no logró frenarse, lo que obligó a las autoridades a ratificar la emergencia en febrero de 2018 y, dada la gravedad, tiene plena vigencia actual.


      Así que cuando en marzo de 2020 se declaró la contingencia sanitaria por el covid-19, confluyeron en México dos epidemias. Lo peor: esa confluencia provocaba el riesgo de que se multiplicara el número de decesos porque las personas obesas o con sobrepeso son más susceptibles a padecer enfermedades respiratorias y los diabéticos tiene un sistema inmunitario debilitado.


      Las dos epidemias se han agravado con una peste que, desde hace décadas, ha infestado todos los ámbitos de nuestra sociedad: la de la corrupción. La complicidad del poder político y económico facilitó el saqueo de fondos públicos. Los sobrecostos, que se han vuelto costumbre en prácticamente todos los contratos gubernamentales, han encubierto con frecuencia el pago de propinas, dádivas o sobornos a funcionarios. Y cada vez que un gobierno paga productos a precios inflados, quita dinero a servicios públicos, como la atención a la salud.


      Cuando una proveedora de medicinas paga una propina para obtener un contrato en un hospital, suele incrementar el precio del producto para poder cubrir el costo del soborno. El gobierno, a su vez, debe pagar más por cada fármaco y su presupuesto se reduce para adquirir otros bienes o para atender a más enfermos. Y la desatención a pacientes graves puede derivar en la muerte.


      Para ilustrar lo anterior de manera simple, va el siguiente ejemplo hipotético: la administración de un hospital tiene un presupuesto mensual de un millón de pesos para atender a pacientes con cáncer; un directivo contacta a una farmacéutica y le pide una propina de 100 mil pesos al mes para darle el contrato de los medicamentos; el proveedor acepta, pero a sus productos les debe aplicar un incremento de 10% para cubrir el soborno. Cada medicina, que solía venderla en mil pesos, ahora la vende en mil 100 pesos. Al precio original, al hospital le alcanzaba para comprar mil dosis para igual número de pacientes, pero con el sobreprecio sólo puede comprar 900. Habrá 100 enfermos que se quedarán sin tratamiento, y eso seguramente les ocasionará el deterioro de su salud o la muerte.


      Otro caso, pero éste real: en un contrato asignado en abril de 2020 en la emergencia sanitaria por covid-19, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) compró 20 ventiladores respiratorios con el dinero que alcanzaba para adquirir 40. Los sobrecostos pusieron en peligro la vida de pacientes que requerían con urgencia el equipo de respiración asistida.


      Ésta es la realidad cotidiana que se vive en México. Durante décadas, los hospitales públicos, en particular los del IMSS, han disminuido la calidad de sus servicios o han dejado de atender a sus enfermos a causa de la corrupción. Grandes multinacionales han inflado el precio de sus medicamentos, implantes y equipos médicos para cubrir el costo de los sobornos. Historias de corrupción corporativa, en complicidad con el poder político, son las que nutren este libro.


      ***


      La noche del miércoles 18 de marzo de 2020 un hombre de 41 años, originario del Estado de México, falleció en el Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias, por una neumonía provocada por el coronavirus. México estaba en la fase 1 de la emergencia sanitaria, en la que los contagios eran importados, es decir, provenían de otros países; sin embargo, aquella que fue la primera víctima mortal de la epidemia no había viajado al extranjero. Su esposa sospecha que la infección ocurrió en un concierto al que acudieron dos semanas antes, en el Palacio de los Deportes, de la banda sueca de heavy metal Ghost. Al día siguiente de ese primer deceso, un hombre que había llegado procedente de California falleció tras acudir a recibir atención médica de urgencia en la clínica 46 del IMSS, en Gómez Palacio, Durango. La tercera y cuarta muerte de la epidemia del covid-19 ocurrieron el 23 de marzo; un caso se registró en la clínica 11 del IMSS en Jalisco y el otro, en la Ciudad de México. Contra la creencia popular de que el virus no afectaba a los jóvenes, el 30 de marzo un joven de 29 años de edad, originario de Bahía de Kino, murió en una clínica del IMSS en Nogales, Sonora. En las siguientes semanas los casos se multiplicaron hasta sumar cientos por día. Colima, que fue la última entidad mexicana en ser afectada por el coronavirus, reportó la noche del 16 de abril de 2020 su primer deceso: una mujer de 52 años de edad.


      Todas las muertes anteriores tuvieron una característica en común: ocurrieron por insuficiencia respiratoria complicada por enfermedades vinculadas con el sobrepeso. Las primeras víctimas del covid-19 fueron, a la vez, víctimas de la epidemia de obesidad y diabetes.


      Este patrón de confluencia de las dos epidemias se ha mantenido a lo largo de la emergencia sanitaria. El 44% de los decesos atribuidos en México al coronavirus han sido de personas que padecían hipertensión; 43%, diabetes; y 40%, obesidad. La suma supera el 100% porque, con frecuencia, un mismo paciente padecía dos o más enfermedades.1


      Las autoridades de salud habían identificado, desde hacía una década, una correlación entre la obesidad y el agravamiento de enfermedades respiratorias. El 95% de las defunciones atribuibles a la influenza H1N1, en 2009, se habían registrado en pacientes que presentaban una o varias enfermedades crónicas, como sobrepeso, obesidad y diabetes.


      Las personas con diabetes enferman gravemente con el covid-19 porque tienen un sistema inmunitario débil y, por tanto, cualquier complicación pulmonar puede convertirse en una neumonía mortal.


      La mano de las corporaciones


      ¿Cómo es que la obesidad alcanzó niveles de epidemia en México? Investigadores del Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) atribuyen el fenómeno a los cambios en los hábitos alimenticios ocurridos a partir de la década de los ochenta, con una suma de factores que facilitaron el acceso a alimentos de alto contenido calórico: la popularización del horno de microondas, que permitía servir a la mesa, en pocos minutos, comida precocida o congelada; la sustitución de los envases de vidrio por los de plástico, que facilitó el acceso a volúmenes cada vez mayores de bebidas gaseosas y azucaradas; la costumbre de la población —alentada por las grandes embotelladoras— de saciar la sed con refrescos ante la carencia de fuentes confiables de agua potable en amplias regiones del país; la multiplicación de alimentos chatarra de bajo costo y el arribo al país de grandes cadenas de comida rápida (el primer McDonald’s, llegó en octubre de 1985; Domino’s, en 1989; Wendy’s, en 1990; Carl’s y Burger King, en 1991).


      Desde finales de la década de los noventa, el INSP documentó el rápido aumento de la obesidad, con lo que se logró por primera vez incluir en el Plan Nacional de Salud estrategias para enfrentarla y combatirla. En 2006 los investigadores demostraron un preocupante incremento en el consumo de bebidas azucaradas y, con ello, del sobrepeso, que ya para entonces se había convertido en un problema de salud pública. La prevalencia de la epidemia en mujeres adultas (en el rango de 20 a 49 años) se duplicó en menos de dos décadas, al pasar de 34.6% en 1988 a 70.1% en 2006. En otros segmentos de edad también hubo un continuo incremento, lo que llevó a los especialistas a plantear políticas públicas encaminadas a contener la expansión de la obesidad. Una de esas acciones fue crear un Comité de Expertos —académicos, científicos— que analizó el problema y presentó, a mediados de 2008, una serie de recomendaciones a la Secretaría de Salud, entre ellas garantizar el acceso a agua potable en todas las escuelas para evitar el consumo de refrescos, intervenir en las cooperativas y tiendas escolares para restringir la disponibilidad de bebidas azucaradas, aplicar un gravamen al contenido de grasa saturada en la leche envasada e impuestos por cada gramo de azúcar agregado a todas las bebidas embotelladas, además de prohibir anuncios en radio, televisión e internet de productos azucarados.


      Desde entonces, los expertos han recomendado colocar en las bebidas con alto contenido de azúcar etiquetas de advertencia de que su consumo aumentaba el riesgo de obesidad, diabetes y otros efectos adversos para la salud.


      Pero todas esas recomendaciones se han topado con la feroz oposición de corporaciones multinacionales, en particular las refresqueras, que han cabildeado ante las autoridades para impedir su aplicación, porque van contra sus intereses económicos.


      ¿Las consecuencias? Que la obesidad se expandió sin control, hasta ser declarada oficialmente epidemia nacional en 2016. La diabetes —enfermedad asociada al sobrepeso— se volvió la primera causa de muerte en México y la segunda de ceguera, insuficiencia renal y amputación.


      ***


      El alto costo de atención de la diabetes ya ha puesto en aprietos financieros a las autoridades de salud. En 2019 el IMSS tuvo que desembolsar casi 49 mil millones de pesos para atender a 3 millones de derechohabientes diabéticos, y más de la mitad de ese monto fue por complicaciones como la insuficiencia renal crónica. Dicho gasto equivale al valor de al menos 60 mil ventiladores respiratorios como los que urgía adquirir al principio de la contingencia sanitaria por el covid-19. Con sólo una tercera parte del gasto del IMSS en enfermedades derivadas de la obesidad se podría haber cubierto la demanda de equipos para atender a enfermos graves de coronavirus.


      El desembolso derivado de la obesidad y de la diabetes sería al menos del triple si se sumara a la población sin seguridad social o que no ha sido diagnosticada.


      Para reducir el impacto a futuro, la Secretaría de Salud desarrolló, durante el gobierno de Enrique Peña Nieto, una estrategia para prevenir y controlar el sobrepeso y la obesidad en la que —una vez más— apareció la mano de las multinacionales que buscan defender sus intereses.


      El órgano que da seguimiento a esta estrategia es el Observatorio Mexicano de Enfermedades no Transmisibles, en el que participa el Consejo Mexicano de la Industria de Productos de Consumo (ConMéxico), que agrupa a algunas de las principales empresas fabricantes de alimentos y bebidas de alto contenido calórico, como Barcel, Bimbo, las refresqueras Pepsico, Coca-Cola, Peñafiel, GEPP, Arca Continental y Femsa (dueña además de la cadena Oxxo, una de las principales expendedoras de productos chatarra).


      También participan en ese consejo las chocolateras Ferrero, Hershey y Mars (que comercializa las marcas M&M’s, Snickers, Milky Way, entre otros); Gruma, Kellogg’s, Sigma y Qualtia (fabricantes de jamones), Unilever (que entre sus productos tiene Hellmann’s, los helados Magnum y Holanda), Nestlé (con su línea de chocolates, helados y galletas), La Moderna (pastas), Bacardí, Sauza, Diageo (que comercializa vodka Smirnoff, whisky Johnnie Walker y J&B, ron Captain Morgan, entre otros) y la cervecera Heineken.


      Para la mayoría de estas compañías, el combate a la obesidad equivale a sacrificar utilidades. Por ello, resulta absurda y contradictoria —y representa un conflicto de interés— su participación en el órgano que da seguimiento a las políticas públicas de prevención y control del sobrepeso.


      Esta organización defiende los intereses de las corporaciones de alimentos “chatarra” y año con año ha cabildeado con legisladores para eliminar el impuesto a las bebidas azucaradas, el cual se impuso en 2014, después de una larga batalla iniciada en 2008, para tratar de reducir su consumo y con ello contener la explosión de diabetes.


      Las autoridades se habían comprometido a que el impuesto se destinaría a atender la enfermedad. Pero el problema de salud pública es tan grave que la recaudación apenas representa una sexta parte del costo anual de atención médica y pérdidas económicas que conlleva el padecimiento. En 2019 se captaron por ese gravamen 27 mil 401 millones de pesos, mientras que el costo estimado de la diabetes y otras enfermedades derivadas del sobrepeso supera con facilidad los 150 mil millones anualmente. El daño que han causado las multinacionales enfocadas al negocio de la obesidad no se compensa con sus contribuciones.
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      La más reciente cruzada de estas corporaciones fue contra el etiquetado frontal para alimentos y bebidas aprobado en 2019 por el Congreso mexicano. Esta medida obliga a los fabricantes a colocar en sus productos advertencias sobre el excesivo contenido calórico, de azúcar, sodio, grasas saturadas y grasas trans. Además, se debe alertar de la presencia de cafeína y edulcorantes en alimentos, para evitar que los consuman niños.


      El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), la Organización Panamericana de la Salud y el INSP impulsaron el etiquetado, el cual consideraron un paso fundamental en la lucha contra el sobrepeso y la obesidad, sobre todo porque protege a niñas, niños y adolescentes.


      A contracorriente de las opiniones de los expertos, multinacionales de los alimentos, como Nestlé, han luchado por frenar la aplicación del nuevo etiquetado, porque les representará menos ventas.


      “Se plantea calificar a distintos productos preenvasados como dañinos para la salud, al agregarles una advertencia de ‘exceso en’ como parte de su envoltura, con la intención de desincentivar su consumo”, alertó Fausto Costa, presidente ejecutivo de Nestlé México, en una carta enviada el 13 de noviembre de 2019 a sus proveedores, en la que los exhortaba a manifestarse contra el etiquetado frontal. “Esta disposición viola tratados internacionales en materia de protección a los derechos de propiedad intelectual e industrial, ya que implica la modificación de los empaques de los propios productos.” En su carta anticipó lo que será la siguiente batalla de la multinacional para defender sus intereses: un litigio en tribunales internacionales.


      A mediados de marzo de 2020, cuando el país entró en contingencia sanitaria por el covid-19, hubo una nueva acometida de las grandes corporaciones para frenar el etiquetado. A través de la Confederación de Cámaras Industriales solicitaron al gobierno federal aplazar por lo menos tres años la medida, como un apoyo a las empresas para enfrentar la inevitable crisis económica que ya se veía venir. Lo paradójico es que es precisamente la epidemia de obesidad —propiciada en gran medida por los alimentos y bebidas chatarra que producen— lo que ha agravado la emergencia sanitaria del covid-19.


      Los intentos de frenar el etiquetado fracasaron, pues el 27 de marzo de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la modificación a la Norma Oficial Mexicana 051 que establece que a partir del 1 de octubre la industria está obligada a colocar sellos negros, en forma hexagonal, en los que advierta si los alimentos o bebidas exceden los límites saludables de azúcares, grasas, sales y calorías.


      Esta vez las corporaciones perdieron una batalla y prevaleció el interés colectivo de combate a la epidemia más letal que aqueja a México. Pronto, no lo dude, habrá una contraofensiva del poder económico.


      El negocio de la sed


      Antes de acostarse a dormir, Juana Cruz pone palanganas y cubetas bajo los grifos con la esperanza de que al despertar encuentre los recipientes llenos con el goteo que cada noche recibe en su vivienda en la calle Las Lajas, en Santa María Aztahuacan, un pueblo ubicado en la periferia de la Ciudad de México. El agua que logra captar la utiliza para trapear, lavar los trastes y asear el baño. Ella por lo menos recibe un chorrito todos los días, pero hay miles de familias que ni eso. En la alcaldía de Iztapalapa, donde vive, más de 400 mil personas carecen de agua. Como el chorrito nocturno no alcanza para todo, la familia de Juana ha tenido que tomar medidas extremas: todos evitan usar el escusado para no ensuciarlo; ella y su esposo, Pedro Jiménez, ya se han acostumbrado a hacer sus necesidades en su trabajo, antes de regresar a casa, y sus hijos también procuran hacer en su escuela. Para preparar la comida compra garrafones, y para bañarse y lavar la ropa paga cada semana a una pipa que le llena los tambos que tiene en el patio. Antes de morir de insuficiencia renal, su papá los había acostumbrado a que siempre debía haber en la mesa una botella grande de Coca-Cola. Una comida sin Coca no sabe buena y aparte hace falta para “repetir sabroso”, solía decir. Esa costumbre se arraigó y se volvió una forma de saciar la sed. “El agua de la llave no sirve para tomar, sale como café, y la de garrafón ni te quita la sed. Aparte pues la Coca te da energía para trabajar”, dice convencida Juana. Entre la pipa, garrafones y su dotación de refrescos, gasta cada semana hasta 600 pesos. Y más de la mitad es por sus cocas, porque compra al día al menos una botella de tres litros, que cuesta 40 pesos, y los domingos compra dos o hasta tres, porque “es día familiar” y recibe la visita de sus suegros.


      El caso de Juana se replica en miles de familias en todo el país. Y ese patrón de consumo, tan típico, ha sido alentado y aprovechado por las grandes corporaciones refresqueras que han convertido a México en su principal mercado.


      Un estudio de la Universidad de Yale estima que, en promedio, cada mexicano ingiere 163 litros de refresco al año, mientras que en Estados Unidos —el segundo lugar mundial— el consumo es de 118 litros por persona. Aunque los informes corporativos realizados por las propias refresqueras revelan que su mercado en México es todavía mayor. Al año, las embotelladoras de Pepsi y Coca-Cola venden cada año el equivalente a 93 mil millones de botellas o latas de refrescos de 235 mililitros que, divididos entre la población mexicana, da un promedio de 173.6 litros por persona al año. Tan elevado consumo explica, en parte, la epidemia de diabetes e insuficiencia renal que aqueja a nuestro país.


      El refresco se ha vuelto tan adictivo que muchos mexicanos lo toman desde que despiertan. Una investigación de la consultora Kantar, con sede en Londres, reveló que 17% de los mexicanos incluye Coca-Cola en su desayuno y que sólo tres de cada 10 personas han conservado lo que era una sana tradición de consumir por la mañana los jugos naturales o licuados preparados en casa antes de salir al trabajo o a la escuela. Ahora, casi 70% prefiere comprar bebidas envasadas y preparadas, con altos niveles de azúcar, para desayunar. Y entre esas bebidas está, de nuevo, la mano de las multinacionales.2


      ***


      El párrafo sexto del artículo 4 de la Constitución mexicana reconoce: “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”.


      En los hechos, este precepto constitucional no se respeta ni el Estado hace lo necesario para garantizarlo. De ahí que el agua insalubre haya sido un factor que permitió a las refresqueras catapultar su expansión hasta convertir a México en su principal mercado a nivel mundial.


      En un informe rendido a sus inversionistas, Arca Continental, que integra a tres de los grupos embotelladores más antiguos de Coca-Cola en México, enfatizó que el desarrollo de la industria refresquera ha sido posible —entre otros factores— porque hay “mayor confianza de los consumidores a la pureza del agua con la que se elaboran los refrescos”.3 Organización Cultiba, el principal productor de Pepsi en México, fue más allá y en un reporte bursátil ponderó “la mala calidad del agua de la llave” como el elemento central que permitió el crecimiento de su negocio de garrafones.4


      El negocio de la sed no se limita a los refrescos. Se ha expandido al agua embotellada, cuyas ventas anuales en México superan los mil 500 millones de dólares (unos 30 mil millones de pesos) y un volumen de 35 mil 821 millones de litros. Este mercado lo acaparan cuatro multinacionales: Coca-Cola con su marca líder Ciel; Pepsi con Santorini y E-Pura; la compañía francesa Danone con Bonafont y Evián, y la suiza Nestlé con una amplia variedad de productos para distintos mercados, como Perrier, Pellegrino, Santa María, Pureza Vital y Gerber.


      Cada vez más mexicanos sacian su sed con agua envasada; en 2013 cada persona tomaba en promedio 244 litros y en 2018 el consumo superó los 274 litros, con lo que el país se colocó como el líder mundial en venta per cápita de garrafones y recipientes plásticos de distintos tamaños.5


      A nivel global, el consumo de agua embotellada ha crecido 50% en una década, al pasar de 106 litros per cápita en 2008 a 160 litros en 2018. México supera con creces ese promedio, con lo que se ha convertido en el mercado estelar de las multinacionales de las bebidas; Italia está en segundo lugar con 190 litros por persona, y siguen Estados Unidos con 160, Francia con 145 y Alemania con 144.


      Para cubrir tan alta demanda de agua —tanto para producir refrescos como para su negocio de garrafones—, estas corporaciones han recibido cientos de títulos para la extracción de agua. Tan sólo las embotelladoras de Coca-Cola, Pepsi y Danone acumulan, juntas, casi 260 concesiones incluso en zonas de escasez crítica.6


      Los pagos anuales por concesiones son extremadamente bajos. Un ejemplo es el de Femsa, la principal productora de Coca-Cola en México, que paga al año 2 mil 600 pesos por cada una de las 46 concesiones de explotación de aguas subterráneas,7 cantidad que contrasta con sus ingresos, que en 2019 superaron los 500 mil millones de pesos, de los cuales 194 mil millones correspondieron a su división refresquera.8


      Como el consumo de refrescos y garrafones ha seguido creciendo, las refresqueras recibieron en 2018 y 2019 nuevas concesiones en las cuencas Noroeste y Lerma Santiago, que tienen baja disponibilidad de agua. También obtuvieron permiso para explotar la cuenca Río Bravo, que sufre escasez crítica, con un promedio de entre mil y mil 700 metros cúbicos por habitante por año; esto es menos de la mitad de la disponibilidad a nivel nacional, que es de 3 mil 500 metros cúbicos per cápita.


      Coca-Cola y Pepsi han advertido a sus inversionistas que la falta de abastecimiento de agua podría afectar a futuro la producción de bebidas.9 Ante la escasez en algunas regiones del país, hay plantas embotelladoras que han recurrido a pipas; otras obtienen el agua de organismos operadores municipales, aunque la mayoría todavía la extrae de sus propios pozos.


      Pero la principal preocupación a futuro de las refresqueras no es la disponibilidad de agua, sino la cruzada que han emprendido académicos, activistas y autoridades de salud para impulsar políticas públicas que promuevan hábitos alimenticios más saludables en la población.


      Arca Continental, uno de los embotelladores de Coca-Cola en México, alertó así el riesgo a sus inversionistas: “La demanda de productos podría verse afectada por la popularidad de ciertas tendencias, tales como dietas bajas en carbohidratos y por preocupaciones respecto de los efectos en la salud de grasas, contenido de azúcar y harina refinada. La disminución en el consumo de los productos comercializados por la compañía como consecuencia de preocupaciones en materia de salud podría tener un impacto negativo adverso en sus resultados de operaciones”.


      ***


      La influencia de estas multinacionales para obtener beneficios del poder político se manifiesta de distintas formas: obtienen concesiones de agua incluso donde la disponibilidad es escasa; la autoridad tolera que comercialicen y publiciten productos que dañan la salud y reciben multimillonarios beneficios fiscales.


      Va a continuación un caso de este último beneficio: en 2013, en el primer año de Enrique Peña Nieto, dos subsidiarias de Pepsico. obtuvieron el perdón fiscal por más de mil 79 millones de pesos. Una auditoría determinó que dicha condonación fue irregular, porque estuvo soportada en criterios emitidos por servidores públicos que carecían de facultades, además de que el monto correspondía a recargos y multas derivados de contribuciones federales que la multinacional debió retener, trasladar o recaudar, por lo que se ocasionó un daño al erario.10


      Según la auditoría, Sabritas —la división de botanas de Pepsi— obtuvo una condonación de 929.4 millones de pesos, mientras que Gamesa —también perteneciente a la multinacional— obtuvo beneficios por 150.4 millones.


      No obstante, el monto reportado por los auditores se quedó corto, porque en realidad ambas empresas, en conjunto, recibieron aquel año un perdón fiscal de mil 733 millones de pesos, es decir, 60% más, según documentos del Servicio de Administración Tributaria (SAT) consultados para esta investigación.11


      Los beneficios fiscales se habían otorgado desde el sexenio de Felipe Calderón. En 2007, por ejemplo, la compañía The Pepsi Bottling Group México obtuvo una condonación de impuestos por 160 millones de pesos.


      ***


      Con frecuencia, los beneficios indebidos otorgados a grandes corporaciones han encubierto actos de corrupción. Un trato preferencial suele ser retribuido. Quid pro quo es la expresión latina utilizada por siniestros hombres de negocios que, convertida al lenguaje coloquial, significa “dando y dando”. Ésa es una práctica frecuente en México. Las asignaciones de obras por “dedazo”, los permisos para abrir tiendas en sitios prohibidos, las concesiones para extraer agua en zonas con escasez, las recomendaciones para vender determinadas medicinas a pacientes, el dejar pasar el cumplimiento de leyes y normas, entre muchos otros actos de favoritismo, suelen ser recompensados en efectivo o en especie (como regalos y viajes).


      Sobornos, propinas, moches, cochupos, son algunos de los nombres dados a esas compensaciones ilegales que involucran desde funcionarios menores hasta encumbrados políticos. Del tamaño del sapo es la pedrada, reza un refrán popular.


      La corrupción, decía al inicio de esta introdución, se ha convertido en la tercera epidemia. Es la peste que infesta a nuestra sociedad. Este libro aborda, en particular, la corrupción corporativa, que no puede entenderse sin la complicidad política y gubernamental. Casi siempre se señala al que recibe un soborno, pero también hay que voltear a ver al que lo da, y ese papel corresponde, casi siempre, al poder económico.


      México ocupa el deshonroso tercer lugar mundial en corrupción corporativa, de acuerdo con una recopilación realizada por la Universidad de Stanford de los casos en que grandes multinacionales han sido sancionadas por violaciones a la Ley contra Prácticas Corruptas en el Extranjero (FCPA, por sus siglas en inglés).


      Dicha ley federal prohíbe a corporaciones que cotizan u operan en Estados Unidos pagar sobornos a funcionarios en el extranjero. De 170 casos de corrupción corporativa sancionados entre 2010 y 2019 por la FCPA, 50 involucran a China; en segunda posición está Brasil con 15 y el tercer sitio lo comparten México, India y Rusia con 14. No son, por supuesto, todos los casos, pero es un indicador que da referencia de la gravedad del problema.


      En 2016 el mundo se sorprendió al conocer la trama internacional de sobornos de Odebrecht, la compañía brasileña que corrompió a políticos y funcionarios en 12 países —incluido, por supuesto, México— para, a cambio, obtener contratos de obra ventajosos que le redituaron multimillonarias utilidades.


      Pues bien, antes de Odebrecht hubo otras redes transnacionales de corrupción que también tocaron a México: en el sector salud, el campo, la industria petrolera, la construcción, el desarrollo de infraestructura… En fin, extendieron sus tentáculos a distintos ámbitos de la vida pública, para obtener beneficios económicos ilícitos y saquear los recursos de la nación.


      Esas historias oscuras componen este libro; se trata de conocer los antecedentes para entender cómo es que México llegó al punto de ubicarse en el tercer sitio mundial de corrupción corporativa. Además, en las siguientes páginas el lector encontrará datos y evidencias de actividades ilegales, antiéticas y en ocasiones hipócritas de algunas de las multinacionales que operan —o han operado— en nuestro país, las cuales, sin recato, han fijado como su único objetivo la generación de utilidades, sin importar que para ello deban atropellar los derechos de otros. Con su voracidad, han contribuido a afianzar la tercera epidemia que aqueja a México.
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      Sobornos en hospitales


      Historias de corrupción en el sector salud


      Maletines con dinero, viajes, regalos…


      Préstamos que nunca son reembolsados, gastos personales, viajes, regalos, comidas y comisiones son prácticas a las que han recurrido algunas compañías farmacéuticas para ganarse el favor de los doctores y de los administradores de hospitales.


      Estas formas de corrupción no son recientes. Están muy arraigadas e incluso normalizadas entre el gremio médico.


      Syncor, una compañía con sede en Woodland Hills, California, fue castigada hace casi dos décadas porque se descubrió que había establecido un sistemático esquema de pagos ilegales a doctores de México, Taiwán, Bélgica, Luxemburgo y Francia.


      El hallazgo de ese esquema pudo dar pie a que las autoridades establecieran estrictas reglas anticorrupción en la relación entre farmacéuticas y médicos. Pero en vez de eso han tolerado que continúen esas prácticas al no aplicar sanciones de ningún tipo.


      Syncor introdujo en México su método de sobornos encubiertos el mismo año en que Vicente Fox asumió la Presidencia, quien en su campaña había prometido que acabaría con siete décadas de corrupción del Partido Revolucionario Institucional (PRI).


      En los dos primeros años del foxismo la compañía repartió 200 mil dólares a médicos y disimuló los sobornos como préstamos personales, “apoyos” económicos que los representantes de ventas —“los hombres del maletín”— entregaban en efectivo en los consultorios y en patrocinios para asistir a seminarios, incluidos el pago de cuotas de inscripción, transportación aérea, alojamiento y alimentos. Además, les obsequiaba equipos informáticos, muebles de oficina y suministros médicos.1


      En al menos dos casos, la empresa estableció acuerdos de sobrefacturación de equipos, y la diferencia entre el precio real y el precio inflado era una comisión de venta para los doctores.


      La división latinoamericana de la compañía japonesa Olympus perfeccionó el esquema de corrupción y diseñó un plan para aumentar las ventas de sus equipos mediante el reparto de dinero, viajes y obsequios a médicos y empleados de hospitales públicos en México, Brasil, Bolivia, Colombia, Argentina, Costa Rica y Honduras. Este plan lo aplicó de inicios de 2006 a agosto de 2011, periodo en el cual repartió al menos 2 millones 999 mil dólares para inducir la compra de productos Olympus, influir en licitaciones públicas o evitar que las instituciones públicas adquirieran tecnología de sus competidores. La inversión en sobornos le redituó a la compañía ganancias millonarias.2


      El plan estaba tan bien articulado que Olympus Latin America Inc., una filial afincada en Miami, abrió 13 “centros de capacitación” a través de los cuales otorgaba beneficios excesivos a médicos y a funcionarios que tenían la capacidad de influir en las decisiones de compra de equipos para hospitales de gobierno.


      Si bien uno de los propósitos de estos centros era proporcionar educación y alentar el desarrollo y uso de tecnología médica, también se utilizaban para repartir prebendas a funcionarios, previamente seleccionados, que eran calificados como “líderes clave de opinión”.


      En febrero de 2007 la compañía estableció un plan para proporcionar anualmente a algunos de estos “líderes” un pago de 65 mil dólares y un presupuesto de 130 mil dólares para lo que se denominó “gestiones VIP”, así como un “programa de millas” para gozar de viajes gratis hasta por 30 mil dólares.


      Olympus alentaba a sus empleados a seleccionar líderes en función de las ventas que estos funcionarios les pudieran ayudar a concretar.


      Una prueba de que los apoyos económicos estaban condicionados a cambio de contratos es el siguiente correo enviado por un empleado de Olympus en Miami a un distribuidor; el mensaje fue interceptado por el Departamento de Justicia e integrado al expediente como evidencia de corrupción: “Es importante que el funcionario entienda que lo que estamos haciendo no es porque seamos monjas de la orden de la Madre Teresa de Calcuta. Más bien, esperamos reciprocidad de su parte”.3


      Este otro correo electrónico muestra la presión que los directivos de Olympus ejercían sobre sus empleados, para que los funcionarios sobornados cumplieran con el quid pro quo acordado: “Estaría agradecido si le recuerda [al funcionario] que hace dos años [el distribuidor] le compró un viaje a Europa para su hermana y él no compró el equipo de Olympus como acordamos”.4


      Otra evidencia que obtuvieron las autoridades de esta red internacional de corrupción fue una hoja de cálculo compartida por la alta gerencia de Olympus en Miami con sus empleados, en la que rastreaban las ventas que podrían atribuirse a los funcionarios sobornados, conectando los pagos ilegales con el “retorno de la inversión”.


      Contratos a la medida


      Olympus obtuvo en México contratos a la medida. Las autoridades realizaban licitaciones dirigidas para garantizar que la compañía de origen japonés fuera la beneficiada con las adquisiciones, ya sea en forma directa o con intermediarios.


      A mediados de 2008 —ya durante el gobierno de Felipe Calderón— se publicó una convocatoria para licitar la compra de equipos de endoscopia y accesorios médicos para el sistema hospitalario del país.


      Semanas antes de que se anunciara públicamente la licitación, el gerente de una distribuidora de Olympus en México viajó a Miami para reunirse con un ejecutivo de la división latinoamericana, a quien le informó que la Secretaría de Salud había cambiado las especificaciones de la licitación para favorecer a la compañía japonesa y frenar a su principal competidor.5 En esos días, el secretario de Salud era el doctor José Ángel Córdova Villalobos.


      Según la investigación que sobre este caso se siguió en Estados Unidos, ningún ejecutivo de Olympus preguntó o buscó información sobre cómo el distribuidor había logrado los cambios en la licitación para excluir indebidamente a un competidor clave y, por el contrario, la compañía apoyó la manipulación del concurso.


      En junio de 2008 Olympus y su distribuidor formaron una empresa conjunta para ofertar por la licitación de los equipos médicos. El acuerdo entre ambos es que dividirían las ganancias del contrato por partes iguales.


      Para asegurar la venta, el distribuidor se encargó de hacer labor de cabildeo con un alto funcionario del gobierno de México, del que la investigación de Estados Unidos no reveló su identidad.


      Lo que sí revela la pesquisa es la forma en que se pagaron sobornos al misterioso funcionario mexicano. El 15 de agosto de 2008 la empresa creada ex professo para la licitación firmó un convenio simulado de servicios con un falso agente o gestor para “agilizar procesos administrativos”.


      Entre diciembre de 2008 y diciembre de 2010 el sistema contable de la empresa registró supuestos pagos al intermediario por concepto de “servicios administrativos y de asesoramiento para ofertas públicas”. Pero en realidad esos servicios nunca se efectuaron; fue una simulación para canalizar el dinero a supuestos sobornos para elevar el monto de los contratos y obtener modificaciones favorables para Olympus.


      Las evidencias de esta trama de corrupción fueron los registros contables y facturas falsas con que se quisieron aparentar los servicios del gestor, así como una cadena de correos electrónicos en la que los involucrados delataban la manipulación de la licitación.


      Lucran con el sufrimiento


      Atender a un paciente con insuficiencia renal crónica le cuesta al IMSS en promedio 321 mil pesos al año. Es una de las enfermedades más caras, tanto así que ha puesto en riesgo la viabilidad financiera a futuro de la institución. Las proyecciones de especialistas apuntan a que en 2050 el gasto para atender a quienes padecen este mal se incrementará 20 veces en relación con el gasto ejercido en 2010 (de 6 mil 545 millones de pesos a 134 mil millones).6 De los 120 mil enfermos que se estima están en fase terminal en México, el IMSS atiende a unos 64 mil. Para quienes carecen de seguridad social el escenario es catastrófico. Muchos pacientes, cuyos riñones han dejado de funcionar, están condenados al rápido deterioro de su salud y en caso extremo a la muerte, ante el elevado costo de los tratamientos.


      Por eso resulta cruel que existan laboratorios que lucren con este padecimiento. Fresenius Medical Care ha sido acusado de haber maniobrado para elevar el precio de los kits de tratamientos a pacientes del IMSS, como parte de una trama internacional de sobornos ocurrida durante al menos seis años y que se extendió a 17 países de África, Europa, Asia y Latinoamérica. La corporación de origen alemán corrompía a funcionarios a través de una amplia variedad de esquemas, como el uso de contratos de consultoría simulados, falsificación de documentos y canalización de pagos ilícitos a través de un sistema de intermediarios externos.7


      Una auditoría concluida en marzo de 2019 por la Comisión de Bolsa y Valores de Estados Unidos (SEC, por sus siglas en inglés) permitió identificar que los enjuagues turbios de Fresenius iniciaron durante el gobierno de Felipe Calderón.


      El expediente del caso refiere que en 2010 Fresenius realizó un plan para aumentar el precio por kit de diálisis para una licitación con el IMSS, uno de sus principales clientes en México. Para ello, la multinacional alemana utilizó a un distribuidor de sus equipos para pagar sobornos a funcionarios involucrados en el procedimiento de contratación.


      En enero de aquel año Fresenius ganó un contrato para la subrogación de servicios en el IMSS, a un precio de 92 dólares por tratamiento (el equivalente a mil 136 pesos al tipo de cambio de esos días), lo cual reflejaba un incremento que supuestamente había negociado el intermediario con funcionarios corruptos.


      Casi un año después, el 8 de diciembre de 2010, dos directivos de Fresenius México firmaron un contrato simulado de “asesoría” en el que acordaron pagarle a su distribuidor una comisión por cada tratamiento realizado en el IMSS. En realidad, esa comisión era para pagar los sobornos a quienes habían ayudado a conseguir el contrato.


      Entre 2010 y 2011, periodo en el que Daniel Karam fue el director del IMSS, Fresenius pagó sobornos por 213 mil 500 dólares, equivalentes a 2 millones 775 mil pesos al tipo de cambio promedio de aquellos años. En contraste, los contratos que en ese lapso obtuvo la compañía para vender suministros médicos para diálisis renales sumaron 2 mil 133 millones de pesos, de los cuales 65% se asignó en forma directa, sin licitación.8 Es decir, los sobornos representaban una cantidad mínima frente a los beneficios económicos.


      Los sobornos en el IMSS eran parte de una confabulación internacional, pues a la par de México, la compañía realizaba pagos ilícitos a funcionarios en países de Europa (Bosnia y Herzegovina, España, Serbia y Montenegro), en Asia (China, Arabia Saudita y Turquía) y en África (Angola, Benín, Camerún, Burkina Faso, Gabón, Costa de Marfil, Marruecos, Níger, Senegal y Chad). Las ganancias confesadas por Fresenius en esa trama superaron los 135 millones de dólares.9


      El gobierno de Enrique Peña Nieto volvió a contratar a la compañía alemana y en septiembre de 2015 le otorgó 19 asignaciones para dar el servicio integral de hemodiálisis, durante cuatro años, en clínicas del IMSS. Sin embargo, Fresenius incumplió su compromiso.


      Para no dejar sin atención a los enfermos terminales, el IMSS se vio obligado a adjudicar el servicio a terceras empresas a un costo superior al ofertado por Fresenius en licitación pública. Esto implicó un daño patrimonial superior a los 557 millones de pesos.


      Por estas faltas, el Órgano Interno de Control del IMSS decidió inhabilitar por dos años y medio a la filial mexicana de Fresenius, además de aplicarle una multa de un millón de pesos. Pero el castigo le salió barato, porque la inhabilitación venció el 30 de mayo de 2019 y la compañía ya puede volver a obtener contratos públicos con el gobierno federal de Andrés Manuel López Obrador. De hecho, meses antes de que se cumpliera la sanción, al menos seis instituciones del sector salud le habían asignado 17 contratos por 5.2 millones de pesos. Pero el mayor paquete apenas estaba por llegar. En diciembre de 2019 el IMSS —ya bajo la dirección de Zoé Robledo— le otorgó contratos por más de 374 millones de pesos para atender, nuevamente, a enfermos con insuficiencia renal crónica.10 El historial de sobornos y los incumplimientos previos de la corporación alemana se echaron al olvido.


      Sobornos por recetar fármaco de 22 mil pesos


      La farmacéutica israelí Teva pagaba sobornos a médicos de hospitales públicos en México a cambio de que recetaran Copaxone, una solución inyectable para enfermos con esclerosis múltiple. Cuando los pagos se retrasaban, los directivos de la compañía recibían airadas protestas.


      “Teva México prometió, prometió y prometió y nunca ha habido ningún interés para mejorar nuestra relación”, reclamó un neurólogo mexicano al ejecutivo de Teva responsable de comercializar Copaxone. “La falta de pago es realmente extraña cuando soy su mejor cliente en México”, reprochó en un correo electrónico.


      El neurólogo que exigía el pago aseguraba que estaba prescribiendo Copaxone a aproximadamente 170 pacientes. Cada envase del fármaco era vendido por Teva en 22 mil pesos, así que tan sólo ese médico le generaba a la compañía ingresos mensuales por unos 3 millones 740 mil pesos.


      El área de comercialización no pasó por alto el reclamo y reenvió el correo electrónico a un alto ejecutivo del corporativo de Teva con el siguiente mensaje: “Aprecio tener su cooperación y confío en que el problema [del soborno al médico mexicano] pueda resolverse. Después de todo, no todos los días recibimos una queja de un especialista que tiene 170 pacientes de Copaxone”.


      El ejecutivo al que se le había reenviado el mensaje respondió en otro correo electrónico: “El crecimiento de Copaxone en este mercado [el mexicano], hasta hace muy poco, no se debió al apoyo científico o académico, sino principalmente a otros incentivos”.11


      Los incentivos a los que se refería eran en realidad sobornos a cambio de la prescripción de Copaxone y se hacían con cargo al presupuesto de mercadotecnia y promociones de Teva en México.


      El anterior intercambio de correos electrónicos ocurrió entre noviembre y diciembre de 2008, aunque la trama de corrupción de Teva venía desde al menos 2005 y se extendió durante casi una década no sólo en México, sino también en Rusia y Ucrania, con ganancias ilícitas para la farmacéutica israelí por aproximadamente 221 millones de dólares, según consta en un acuerdo de enjuiciamiento diferido (“Deferred Prosecution Agreement” o DPA) presentado en diciembre de 2016 en un tribunal del distrito sur de Florida.12


      El DPA es una medida legal muy común en Estados Unidos para castigar a empresas que no cumplen con las regulaciones anticorrupción. A cambio del perdón, los infractores deben declararse culpables y pagar multas millonarias. En el caso de Teva, sus ejecutivos reconocieron haber sobornado con millones de dólares a dos funcionarios de alto rango en Rusia y Ucrania, así como a médicos empleados por el gobierno mexicano para favorecer el uso de Copaxone. La sanción acordada fue de 520 millones de dólares, la mayor aplicada en la historia a una compañía farmacéutica por violaciones a la FCPA.


      La entonces Procuraduría General de la República (PGR) brindó asistencia al Departamento de Justicia en la investigación del caso y, pese a ello, Teva no fue sancionada en México.13


      ***


      La mañana del 17 de febrero de 2012 un neurólogo reconocido e influyente en México, quien había ocupado altos cargos en hospitales e instituciones de atención médica del Estado mexicano, recibió en su oficina un soborno de 30 mil dólares (unos 400 mil pesos al tipo de cambio de entonces) por parte de un intermediario de Teva. Tal cantidad de dinero en efectivo sólo cabía en un maletín, como los que acostumbran llevar promotores de medicamentos que recorren los consultorios para hacer demostraciones de nuevos productos.


      El pago fue una recompensa por haber recetado a sus pacientes Copaxone, un medicamento para tratar la esclerosis múltiple. Los agentes del Buró Federal de Investigación (FBI, por sus siglas en inglés) pudieron conocer éste y otros sobornos gracias a la intercepción de un correo electrónico que había sido enviado el 15 de marzo de 2012 por un empleado de Teva México. Dicho mensaje fue clave para desenmarañar la trama de corrupción, pues detallaba la hora y el lugar de pagos ilegales realizados a inicios de aquel año a siete médicos del sector público, que en conjunto sumaban 159 mil dólares (más de 2 millones de pesos).


      Los sobornos sumaron varios millones de pesos más, porque la trama de corrupción había iniciado desde 2005 —al final del gobierno de Vicente Fox— y se había extendido durante toda la gestión de Felipe Calderón.


      De 2005 a 2011 los sobornos fueron financiados por el área de mercadotecnia de Teva. Pero un recorte en el presupuesto obligó a los ejecutivos de la compañía a analizar otras alternativas para continuar con los pagos ilegales a los médicos del gobierno.


      La opción que encontraron fue canalizar los pagos a través de una empresa mexicana que contrataron para distribuir Copaxone en hospitales públicos, centros de salud e instituciones gubernamentales como el IMSS. Para ello, en enero de 2012 acordaron pagarle al proveedor un margen adicional de 2%. Ese porcentaje sería para dar dinero en efectivo a los médicos a cambio de copias de recetas en las que viniera anotada la prescripción del fármaco.


      En el acuerdo de enjuiciamiento suscrito en 2016 con el Departamento de Justicia no se revela el nombre de la empresa que sirvió como intermediaria ni tampoco el de los médicos que recibieron el dinero. Pero un juicio paralelo en una corte del sur de Florida sacó a la luz que la distribuidora involucrada era Nadro, propiedad del empresario Pablo Escandón.


      Justo aquel año, Nadro había sido involucrada en el escándalo conocido como Panama Papers, resultado del trabajo del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (ICIJ, por sus siglas en inglés). En abril de 2016 Aristegui Noticias reveló que Marina Matarazzo, esposa del dueño de Nadro, había triangulado dinero a través de “paraísos fiscales” para la adquisición de Marzam, la otra gran distribuidora de medicamentos, lo cual representaría una concentración del mercado.


      Nadro en la trama de corrupción


      Agentes del FBI y del Departamento de Justicia de Estados Unidos obtuvieron el testimonio de una exdirectiva de Teva, quien asegura que Nadro estuvo involucrada en la trama de corrupción de la farmacéutica israelí.


      Keisha Hall, exdirectora del área de finanzas para Latinoamérica, se reunió en diciembre de 2013 y en enero de 2014 con abogados del Departamento de Justicia y de la SEC, así como con un agente especial del FBI, a los que les aportó fechas y detalles de los actos de corrupción que ella había atestiguado en Teva.


      Hall, quien posee certificaciones como examinadora de fraudes y forense financiera, comenzó a trabajar para Teva en 2008 como gerente de control interno, y desde entonces se dio cuenta de que la región de América Latina tenía un historial de eventos relacionados con la corrupción.


      Su primera reunión con los investigadores estadounidenses se efectuó el 4 de diciembre de 2013; ahí, les informó que Teva había manipulado informes de gastos “para facilitar pagos fraudulentos al gobierno mexicano”, además de compartirles “preocupaciones adicionales relacionadas con el fraude, con respecto a la relación de Teva con un distribuidor mexicano, Nadro”.14


      En aquella cita, Hall aseguró a los agentes estadounidenses que Diana Borges, quien fungía como oficial de cumplimiento regional para la región de América Latina, “exhibió una actitud despectiva hacia la FCPA, buscó suplantar la transparencia y el mantenimiento de registros a través de comunicaciones orales e ignoró los informes de los pagos fraudulentos al gobierno de México”.


      El nombre de Nadro volvió a mencionarse en una segunda reunión que Hall tuvo con representantes del FBI y de la SEC el 23 de enero de 2014.


      Aquel día la abogada de la SEC, Jenny Trotman, le pidió a Hall que le compartiera copias de la correspondencia que había sostenido con Borges para constatar las revisiones que se habían realizado sobre las relaciones entre Teva y Nadro.


      En contratos y facturas obtenidas para esta investigación consta que Nadro fungía como intermediario de Teva para abastecer al IMSS el medicamento Copaxone.


      En sólo tres contratos, el IMSS acordó pagarle a Nadro 435 millones 507 mil pesos para que surtiera en 2011 y 2012 más de 22 mil envases de Copaxone. En esos días el director del Instituto era Daniel Karam Toumeh, en cuya gestión, por cierto, ocurrió el incendio de la guardería ABC en Hermosillo.


      Dos contratos asignados a Nadro amparaban la compra de hasta 8 mil 759 envases del fármaco en 2011,15 mientras que para 2012 el pedido se incrementó 28%, al pasar a 11 mil 259 cajas de la sustancia.


      El precio promedio se elevó 3.7% de un año a otro; en 2011 el IMSS pagó cada caja con 28 ampolletas en 21 mil 313 pesos, mientras que en 2012 se elevó a 22 mil 99 pesos.


      Según la investigación del FBI, Teva aplicó en 2012 un margen adicional de 2% a los fármacos entregados al distribuidor, de donde habrían salido los sobornos. Óscar Arellano Pérez, quien se desempeñaba como jefe de compras del IMSS, fue el funcionario que validó el contrato para surtir en aquel año Copaxone,16 medicamento que —según la acusación del Departamento de Justicia— era suministrado por médicos a cambio de sobornos.


      ***


      Copaxone es uno de los medicamentos más caros del mercado y le reditúa millonarios ingresos a Teva. A nivel global, la venta de la sustancia llegó a representar hasta 40% de sus ganancias operativas.


      En México, la farmacéutica israelí tiene un enorme mercado, pues se estima que hay 20 mil personas con esclerosis múltiple.


      Quienes sufren esta enfermedad deben aplicarse una inyección diaria de Copaxone, y en algunas ocasiones tres veces a la semana. Cada dosis tiene un costo comercial de más de 900 pesos (la caja cuesta en farmacias 26 mil pesos y contiene 28 ampolletas). Así que un enfermo que carece de seguridad social llega a gastar casi 300 mil pesos al año por el tratamiento.


      Teva posee la patente exclusiva del medicamento hasta 2025, aunque los laboratorios Probiomed y Pisa han emprendido litigios para poder fabricar una versión genérica en México. La empresa israelí ha contraatacado legalmente y ha demandado a ambos laboratorios y a uno más (Nafar) por presunta infracción de derechos.17


      En Estados Unidos —su principal mercado— la patente expiró en 2017 y a partir de ello las acciones de la compañía se depreciaron, pues el acetato de glatiramer (la sustancia del Copaxone) ahora puede ser producido como medicamento genérico.


      Además del escándalo de sobornos en que se vio involucrada en México, Rusia y Ucrania, Teva enfrentó en 2019 en Estados Unidos la acusación de haberse confabulado con otras 20 empresas farmacéuticas para inflar los precios de decenas de genéricos.18


      El enalapril, utilizado para el tratamiento de la hipertensión y la insuficiencia cardiaca, tuvo un incremento de 1 222% entre 2013 y 2016, mientras que el ketoconazol para tratar infecciones de la piel subió más de 900% en el mismo periodo.


      La voracidad de los laboratorios no es exclusiva del mercado estadounidense. En México, distintos fármacos son vendidos a precios extremadamente altos, en comparación con otros países.


      En 2016 un monitoreo del Centro Nacional para la Prevención del VIH y el Sida (Censida) reportó que un envase del medicamento Kaletra con 120 tabletas, utilizado para tratar a pacientes infectados por virus de inmunodeficiencia humana (VIH), tenía un precio de 2 mil 656 pesos,19 mientras que en diciembre de 2019 se comercializaba en farmacias en 6 mil 997 pesos.20 La diferencia es de 163%. En promedio, cada pastilla cuesta el equivalente a 2.9 dólares (58 pesos), mientras que en Perú y en Colombia el costo es de menos de un dólar.21


      El fármaco Atripla, también utilizado para enfermos con VIH, se vende en México en promedio a 28 dólares cada pastilla (560 pesos), en contraste con Guatemala, donde se oferta en 43 centavos de dólar; en Colombia, en cinco dólares; y en Perú, en siete dólares.22 En nuestro país se comercializa hasta 65 veces más caro.


      El monitoreo del Censida identificó que la presentación de un envase con 30 tabletas tenía un precio de 2 mil 404 pesos en 2016 y en diciembre de 2019 era vendido en farmacias en 16 mil 189 pesos, una diferencia de 570 por ciento.


      También los precios de los medicamentos contra el cáncer tienen notables disparidades entre países. La caja de imatinib con 30 comprimidos se comercializa en México en 39 mil pesos, que equivale a 65 dólares cada dosis (mil 300 pesos); en Guatemala, en 13; en Perú, en 20; y en Colombia, en 29 dólares.


      La insulina Humalog Mix, para tratar la diabetes, tiene en México un precio al público en farmacias de entre 39 y 44 dólares, frente a 16.64 que cuesta en Guatemala. Para completar un año de tratamiento, un paciente necesita 96 ampolletas, lo que en nuestro país representa el desembolso de 4 mil 200 dólares u 84 mil pesos.


      Los chocolates que encubrían sobornos


      Orthofix, una compañía de prótesis médicas con presencia en 60 países, repartió 317 mil dólares en sobornos a empleados del IMSS entre 2003 y 2011 para obtener contratos que les generaron ingresos por 8 millones 700 mil dólares.


      Los intermediarios de Orthofix llamaban “chocolates” a los sobornos, y los repartían de distintas formas: mediante la liquidación de deudas bancarias, dinero en efectivo, paquetes vacacionales y regalos diversos (cámaras, relojes, guitarras, computadoras).23


      En 2014, durante la gestión de José Antonio González Anaya al frente del IMSS, se contrató al despacho Maney & González-Félix para demandar a Orthofix ante tribunales de Estados Unidos y exigirle una indemnización por los daños causados por la red de corrupción que durante ocho años había establecido en hospitales públicos.


      González Anaya dejó el IMSS en febrero de 2016 para sustituir en Petróleos Mexicanos (Pemex) a Emilio Lozoya, quien ya para entonces estaba involucrado en la trama internacional de corrupción de Odebrecht. El presidente Enrique Peña Nieto colocó entonces a Mikel Arriola al frente del instituto.


      A los 15 días de que Arriola asumió el cargo, el despacho contratado por el IMSS llegó a un acuerdo con Orthofix en una corte de Texas, en el que la empresa se comprometió a pagar una indemnización de un millón de dólares en efectivo y 3 millones de dólares más en equipo médico. Pero durante dos años la empresa incumplió el trato, lo que llevó al IMSS a promover el 23 de febrero de 2018 un segundo litigio contra la compañía multinacional.


      No obstante, un día antes de que concluyera el gobierno de Peña Nieto, el IMSS llegó a un nuevo acuerdo con Orthofix para una indemnización en especie —con equipo— por 2 millones 700 mil dólares.


      Según testimonio de funcionarios, la indemnización se hizo parcialmente, con equipo usado o con características que no cubren las necesidades de la institución, por lo que nuevamente el gobierno federal —ya en el periodo de López Obrador— acusó a Orthofix, ahora por incumplimiento.


      Desde julio de 2012 el Departamento de Justicia de Estados Unidos y la SEC sancionaron con 5.2 millones de dólares a Orthofix por el caso de corrupción ocurrido en el IMSS, mientras que en México la impunidad se impuso, pues la compañía siguió vendiendo sus productos ortopédicos a través de otra intermediaria y los involucrados en la trama de sobornos libraron la cárcel.24 El único castigo contra los jefes de compras, médicos y encargados de almacén que recibían dinero a cambio de contratos fue su despido de la institución.


      Mercado negro de implantes


      Para eludir controles sanitarios, algunas farmacéuticas han recurrido al contrabando de sus productos. Es el caso de la transnacional Zimmer Biomet, que durante cinco años introdujo ilegalmente a México implantes dentales y otros dispositivos de uso odontológico que carecían de registro sanitario o que incumplían normas de etiquetado.


      El contrabando de sus productos fue realizado de 2009 a 2013 y, para lograrlo, la compañía sobornó con 980 mil 774 dólares (equivalentes a 12.6 millones de pesos al tipo de cambio de entonces) a funcionarios mexicanos de aduanas asignados en la frontera con Texas.25


      Entre los productos que Zimmer Biomet introdujo de contrabando —y que por lo tanto fueron comercializados en México sin control sanitario— está un tipo de cemento para adherir prótesis o implantes dentales de cerámica, así como membranas utilizadas para la regeneración o cicatrización de tejido.26


      En enero de 2017 la compañía reconoció ante un tribunal federal de Estados Unidos que incurrió en actos de corrupción y contrabando para comercializar ilegalmente sus productos dentales, por lo que se le condenó a pagar multas de 30 millones de dólares.


      Zimmer Biomet confesó que las operaciones de contrabando iniciaron en 2009, cuando la empresa enfrentó problemas para importar su mercancía desde el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México por falta de registros y por incumplir las normas de etiquetado de los productos.


      Las autoridades estadounidenses interceptaron correos electrónicos con los que comprobaron la operación de contrabando. El siguiente mensaje fue enviado por el gerente de la filial en México a varios empleados de Biomet en Florida, en el que proponía utilizar los servicios de un agente aduanal texano para introducir la mercancía sin registro sanitario:


      “En el aeropuerto de México las aduanas son más estrictas y la importación es más complicada. En la frontera de Texas, ya que es una frontera terrestre, es menos estricta y no solicitan todos los documentos”.27


      Ese correo detonó una investigación interna, pagada por la propia empresa, en la que quedó en evidencia que el agente en Texas que había sido contratado por la compañía para acelerar los envíos carecía de licencia para realizar operaciones de comercio exterior y eludía abiertamente los requisitos legales de importación, porque cruzaba la frontera en sus propios vehículos, con la mercancía oculta en el interior.


      Biomet reemplazó al agente de aduanas texano por uno mexicano, pero éste volvió a recurrir al contrabando de insumos médicos y añadió a ello otra ilegalidad: el pago de sobornos.


      Para justificar los desembolsos, el agente proporcionó a Biomet facturas por separado, las cuales fueron ingresadas al sistema contable; su descripción sólo tenía vagas referencias de que los pagos eran por “servicio especial”, “servicio extraordinario” o “cruce de puente”. Los montos eran inusualmente altos, y se debía a que encubrían los sobornos.


      Agentes investigadores de Estados Unidos descubrieron las operaciones de contrabando en más correos electrónicos interceptados, como el siguiente intercambio de mensajes ocurrido en abril de 2010:


      —Usemos la frontera, en este caso Texas, porque en este punto de entrada las autoridades no son tan estrictas, ya que desde Estados Unidos a México no hay problema con las sustancias prohibidas —escribió un directivo de Biomet en México.


      —Entiendo completamente. ¿Cómo configuramos esto para que el producto ingrese a través de Texas? —le respondió el jefe de asuntos regulatorios.


      —Dos empleados ya están trabajando para hacer el envío de este viernes —le contestó el directivo, quien dio la orden de enviar por el aeropuerto de la Ciudad de México los productos hechos en Estados Unidos que sí cumplían con el registro sanitario y etiquetado, y por Texas lo que llamó “envíos especiales”, que correspondían al contrabando.


      Las operaciones irregulares continuaron en los siguientes tres años, según delatan los correos interceptados en los que se describen pagos por sobornos a funcionarios fronterizos mexicanos que toleraban el paso ilegal de mercancías.


      Por estos actos criminales, la compañía acordó pagar una multa penal de 17 millones 460 mil dólares al Departamento de Justicia de Estados Unidos, así como una multa civil de 13 millones 22 mil dólares a la SEC.


      En México, en contraste, el gobierno federal no aplicó sanciones a alguna de las tres filiales de Zimmer Biomet.28 Por el contrario, lo mantuvo como proveedor constante de todo tipo de implantes —no sólo dentales—, en contratos asignados directamente en hospitales públicos, principalmente del IMSS y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), con montos que superan los 50 millones de pesos entre 2007 y 2017, que corresponde a las administraciones de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto.29


      Conspiración en el IMSS


      Durante más de una década, la firma de tecnología médica Stryker Corporation recurrió al pago de sobornos para vender sus equipos en México y en otros países de América Latina, Asia y Europa. Sus ejecutivos ocultaban los pagos ilegales en contratos simulados bajo conceptos tan variados como servicios legales o de consultoría, gastos de viaje, donaciones caritativas y comisiones.


      Un litigio promovido en septiembre de 2019 por el gobierno mexicano ante una corte de distrito en Míchigan revela que la trama de Stryker se extendió entre al menos 2003 y 2015,30 un periodo que correspondió a tres sexenios: el de Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto. Es una evidencia de que la corrupción estaba enquistada en el IMSS.


      A través de su subsidiaria Stryker México, S. A. de C. V., la compañía estadounidense desembolsó decenas de miles de dólares en sobornos a funcionarios del IMSS para obtener contratos ilícitos. Los montos que pagaba eran ridículamente bajos en comparación con los beneficios económicos que obtenía a cambio. Un ejemplo: entre marzo de 2004 y enero de 2007 pagó tres sobornos por 76 mil dólares para vender sus equipos médicos a hospitales públicos en México, y las ganancias que logró superaron los 2 millones 100 mil dólares.


      Otro caso integrado en el expediente legal es el siguiente: en enero de 2006, Stryker México se enteró de que funcionarios del IMSS amenazaban con revocarle un contrato para suministrar implantes de rodilla y cadera a hospitales públicos. Para asegurar la compra, la compañía ordenó a un despacho externo que fungiera como su intermediario y que le diera 46 mil dólares (equivalente a medio millón de pesos al tipo de cambio de entonces) a un directivo del Seguro Social. Así se hizo, y a cambio la empresa mantuvo el contrato que le dejó ganancias por más de 1 millón 100 mil dólares.31 En esos días, el titular del instituto era Fernando Flores y Pérez.


      El bufete de abogados que fungió como intermediario facturó luego a Stryker los 46 mil dólares del soborno por supuestos servicios legales que, obviamente, nunca se prestaron. Así quedó registrado en los libros contables de la corporación.


      En una demanda presentada el 30 de septiembre de 2019 el gobierno mexicano acusó a Stryker de haber organizado un esquema internacional de sobornos como parte de su estrategia global de marketing. Mediante pagos ilícitos, la compañía obtuvo contratos en México, Polonia, Rumania, Argentina, Grecia, India, China y Kuwait.


      Pese a que desde 2013 las autoridades mexicanas fueron alertadas de la conducta ilegal de Stryker, nunca hubo una sanción y, peor aún, las compras a la empresa se mantuvieron y se multiplicaron. Entre 2002 y 2018 obtuvo 208 contratos por 134 millones de pesos para abastecer principalmente prótesis de cadera y de rodilla, marcapasos, sistemas de columna y endoprótesis ortopédicas, no sólo en el IMSS, sino también en el ISSSTE, en Pemex y en hospitales de la Secretaría de Salud.32


      El 70% de los pagos a Stryker se realizaron entre 2006 y 2012, que corresponde al último año de gobierno de Fox y todo el sexenio de Calderón.


      Cuando en octubre de 2013 la SEC emitió en Estados Unidos un comunicado en el que reveló que Stryker había confesado la trama de sobornos, los contratos a la multinacional por parte del gobierno de Peña Nieto se cortaron abruptamente. Pero dos años después las adquisiciones a la multinacional se reanudaron. El periodista Raymundo Rivapalacio publicó en el diario El Financiero que los sobornos se habían otorgado a cambio de contratos en el ISSSTE durante la administración de Miguel Ángel Yunes,33 pero ahora se sabe que los pagos ilícitos en realidad ocurrieron en el IMSS y que los privilegios a la compañía abarcaron al menos tres sexenios.


      En su alegato ante una corte de distrito en Míchigan, los representantes del gobierno de López Obrador acusaron a Stryker de haber conspirado e inducido a los funcionarios del IMSS a incumplir sus obligaciones.


      “Los mismos funcionarios que deberían haber desafiado la conducta ilegal de Stryker fueron los que recibieron los sobornos. Como resultado, el IMSS no pudo presentar esta demanda hasta el reciente cambio en la administración gubernamental”, menciona la acción civil promovida a través del despacho de abogados Maney & González-Félix, que tiene sus oficinas en Houston, Texas.


      Mediante la demanda, se exigió a Stryker que devolviera todo el dinero que cobró en el IMSS en el periodo en el que obtuvo beneficios mediante sobornos, reteniendo como máximo el costo real de producción de los equipos e implantes que entregó. Esto representaría una indemnización millonaria.


      El argumento para tal exigencia es que Stryker sobornó a los funcionarios del IMSS con las propias ganancias que la compañía estaba cosechando de los contratos obtenidos ilegalmente. “El precio del contrato, por lo tanto, se infló al menos por el monto de los sobornos. Como mínimo, esta cantidad representa un daño económico para el IMSS”, alegó el gobierno mexicano en la demanda.


      Los documentos del litigio —obtenidos para esta investigación— revelan que los requisitos de compra de los equipos se modificaban para ajustarse a las necesidades de Stryker, en vez de cubrir lo que necesitaba el IMSS para atender a sus derechohabientes: “Las prácticas corruptas de Stryker violentaron el proceso de contratación del IMSS y su capacidad de evaluar imparcialmente a los posibles proveedores de dispositivos médicos. Debido a que los contratos de Stryker no eran competitivos como resultado de los sobornos, el IMSS pagó un precio inflado artificialmente por los bienes y servicios proporcionados, lo que resultó en la pérdida de oportunidades para el gasto de esos fondos para atender las necesidades de atención médica de los ciudadanos mexicanos en otras áreas. Los efectos de estos daños han repercutido en toda la organización”.


      La acusación menciona que Stryker incurrió, además, en fraude, pues aportó información falsa para consumar transacciones comerciales con el IMSS. Eso era motivo suficiente para inhabilitar a la empresa y prohibirle volver a obtener contratos públicos.


      A pesar de a las evidencias de múltiples ilícitos, esta multinacional nunca fue castigada por las autoridades mexicanas. El sistema de proveedores sancionados de la Secretaría de la Función Pública (SFP) no incluye ni siquiera una mínima amonestación. La complicidad permitió que actuara con absoluta impunidad durante tres sexenios.

    

  


  
    
      II


      Aquí se apuesta la vida


      La salud pública y los intereses de las corporaciones


      Ocho millones al año, el precio de una vida


      La vida de Julieta Miriam, una humilde mujer de Oaxaca, depende de un medicamento cuyo costo anual de tratamiento supera los 8 millones de pesos. Durante ocho años, el IMSS ha peleado en tribunales contra ella y otros derechohabientes que exigen el suministro del fármaco que les permite seguir vivos. El argumento del instituto para negarse a recetarlo es su elevado precio. Cada dosis cuesta más de 100 mil pesos.


      Julieta ha planteado desde 2012 ante tribunales que la negativa del IMSS a entregarle el fármaco Soliris afecta su derecho a la vida. Este argumento lo llevó incluso hasta la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien le dio parcialmente la razón. Su ejemplo fue seguido por otros pacientes, como Olivia, habitante del poblado de Puente de Ixtla, en Morelos, quien también recurrió a juicios para exigir el medicamento en el hospital de Medicina Familiar 1, de Cuernavaca; Pedro, de Culiacán, expuso ante un juez que al negarle el acceso al fármaco se le daba un trato discriminatorio y se le condenaba a morir; mientras que el papá de Alessandro, un niño de nueve años de Zapopan, Jalisco, recurrió a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para denunciar la negligencia de las autoridades de salud. Más de mil 500 personas se unieron a su lucha y firmaron una carta “para ejercer presión sobre las instituciones corruptas que le ponen precio a la vida”.


      El fármaco que los derechohabientes pelean que se incluya en el cuadro básico de medicamentos se llama Soliris Eculizumab, desarrollado por el laboratorio Alexion Pharmaceuticals, el cual es utilizado para el tratamiento de enfermedades poco comunes, que afectan a una de cada 100 mil personas, como la hemoglobinuria paroxística nocturna y el síndrome urémico hemolítico. Las personas con estos padecimientos sufren la destrucción constante de glóbulos rojos, los cuales transportan el oxígeno a todo el cuerpo mediante el flujo sanguíneo. El tratamiento farmacológico es esencial para sobrevivir.


      Derechohabientes de Jalisco, Nuevo León, Ciudad de México, Oaxaca, Veracruz, Estado de México, Guerrero y Sinaloa han promovido 18 juicios de amparo desde 2012 para exigir el suministro del fármaco Soliris. El IMSS ha argumentado en cada litigio que, en caso de una sentencia desfavorable para el instituto, tendría que destinar 8 millones de pesos anuales por paciente.


      El IMSS ha peleado con uñas y dientes en tribunales. En el caso del niño Alessandro, por ejemplo, ya van cuatro años de negativa a darle el medicamento. En septiembre de 2019 un Tribunal Colegiado de Circuito confirmó la resolución que anteriormente había dado un juez de distrito, en la que se le negaba al menor el amparo para recibir el fármaco.1 En contraste, en algunos estados los derechohabientes le han ganado al instituto. En la delegación de Veracruz lograron que desde 2018 se adquieran cada año decenas de dosis, pese a su elevado costo.


      La voracidad de los laboratorios


      Soliris, el medicamento que el IMSS se niega a recetar, fue durante muchos años el más caro del mundo. En Estados Unidos un tratamiento se cotizaba en 2019 hasta en 400 mil dólares al año, equivalente en esos momentos a los 8 millones de pesos que el instituto estima que cuesta en México.


      Dos medicamentos que fueron lanzados al mercado en 2018 le quitaron a Soliris el nada honroso primer lugar del más caro: Luxturna, que promete devolver la vista a personas ciegas, cuesta 850 mil dólares el tratamiento para los dos ojos, mientras que Spinraza, para atender la atrofia muscular espinal, puede costar 750 mil dólares el primer año.


      ¿Por qué son tan costosos esos medicamentos? La explicación que dan los laboratorios es que su desarrollo implicó una inversión de muchos años en investigación, además de que el mercado al que van dirigidos es muy pequeño. Es el segmento de las llamadas “enfermedades raras”.


      Pero el alto precio también lo impone el afán de lucro excesivo de las corporaciones, alentado en un mercado sin competidores.


      A los tres años de haber lanzado Soliris, el laboratorio Alexion tuvo un aumento de 130% en el valor de sus acciones, y ha multiplicado año con año sus utilidades, lo que le ha permitido la adquisición de otros cinco laboratorios (Enobia Pharma Corp, Lexington Synageva BioPharma, Wilson Therapeutics, Syntimmune y Achillion Pharmaceuticals) para expandir su presencia en el mercado. Su previsión es que mantendrá una tasa anual de crecimiento de 12% entre 2019 y 2025.


      El nicho de Alexion está en los llamados “medicamentos huérfanos”, que son aquellos dirigidos a tratar enfermedades poco frecuentes o raras, que los grandes laboratorios no suelen atender. Como se supone que son fármacos “sin interés comercial”, el gobierno de Estados Unidos le otorga exenciones fiscales y otros incentivos. Eso permite multiplicar las ganancias.


      Alexion no es, por supuesto, el único laboratorio que explota este nicho de “enfermedades raras” con altos rendimientos. Shire, una compañía británica que en 2019 fue adquirida por Takeda, la compañía farmacéutica más grande de Japón, desarrolló la ampolleta Elaprase, también incluida en el listado de Forbes de los medicamentos más caros del mundo.


      En 2018 el IMSS desembolsó mil 113 millones de pesos en adquirir 23 mil 176 dosis de este medicamento;2 cada ampolleta de Elaprase fue pagada en 48 mil pesos para tratar a pacientes con síndrome de Hunter, una enfermedad genética que va afectando progresivamente la capacidad de movimiento y que puede producir daños neurológicos y cardiacos graves. Se debe aplicar al menos una inyección a la semana, por lo que el costo anual del tratamiento ronda los 2 millones y medio de pesos por paciente.


      En el mismo listado de Forbes estaba el fármaco Naglazyme, patentado por el laboratorio californiano BioMarin Pharmaceutical Inc., para tratar una enfermedad genética del metabolismo que retrasa el crecimiento en niños. En dos adquisiciones directas realizadas en 2018 y 2019 el IMSS pagó 158 millones 726 mil pesos por 6 mil 535 dosis de ese fármaco.3


      Por 415 dosis de Fabrazyme, desarrollado por la corporación de biotecnología Genzyme, el IMSS pagó 18.8 millones de pesos, el equivalente a 45 mil pesos por cada dosis para atender a derechohabientes con la enfermedad de Fabry, una mutación genética hereditaria que provoca daños en las funciones de distintos órganos vitales.


      AARP, una organización estadounidense sin ánimo de lucro dedicada a defender los intereses de los jubilados y pensionados, asegura que las farmacéuticas recurren a múltiples métodos para mantener los precios elevados y así multiplicar las utilidades. Lo que les importa es darles los más altos rendimientos a los inversionistas, antes que cuidar la vida de los pacientes. Si bien la investigación para el desarrollo de nuevos productos representa una elevada inversión, 9 de cada 10 compañías de ese sector gastan más en mercadeo, incluyendo la promoción que hacen los llamados “hombres del maletín”, que se dedican a recorrer consultorios para convencer a los médicos de recetar sus fármacos.


      Además —añade un informe de la AARP— la mayoría de las empresas destinan grandes presupuestos a cabilderos para lograr leyes favorables y suelen ingeniárselas para ampliar sus patentes. “Las compañías farmacéuticas se han vuelto expertas en idear estrategias para extender su monopolio sobre un medicamento más allá del vencimiento de su patente original. Por ejemplo, pueden solicitar aprobación para un producto ‘nuevo’ que es una pequeña variación del original, tal como las fórmulas de liberación prolongada, o para un tratamiento que combina dos medicamentos existentes en una sola píldora.”


      La negociación del T-MEC, a favor de las farmacéuticas


      El poder de cabildeo de las farmacéuticas logró que en el nuevo acuerdo comercial entre México, Estados Unidos y Canadá (USMCA, por sus siglas en inglés, o T-MEC) se incluya una cláusula en la que se extiende el plazo para liberar patentes hasta después de 30 años. Esto tiene un impacto en la economía de la gente porque se retrasa el acceso de las fórmulas a versiones genéricas, y por tanto se restringe la competencia. Al ampliarse la exclusividad de sus productos, los laboratorios pueden mantener los precios elevados por más tiempo.


      El capítulo de derechos de propiedad intelectual establece que se protegerán por un periodo de al menos 10 años los datos para los productos farmacéuticos que sean producidos utilizando procesos biotecnológicos.4 En esta categoría entran, por ejemplo, todo tipo de vacunas y diversos medicamentos contra enfermedades crónicas como el cáncer, hemofilia, diabetes y esclerosis múltiple.


      A esos 10 años de protección de datos incluidos en el acuerdo comercial se suman los 20 años que dura una patente farmacéutica, según establece el artículo 23 de la Ley de Propiedad Industrial.


      El nuevo acuerdo comercial da más herramientas de protección a los laboratorios, que ya de por sí antes se las ingeniaban para ampliar sus patentes; cuando estaba por caducar la vigencia de alguna formulación, algunas compañías argumentaban que habían descubierto propiedades adicionales para tratar una enfermedad distinta a la original. Ese recurso es conocido en el ámbito farmacéutico como “patente de doble uso”. Mediante dicha argucia, lograban extender la reserva por más años.


      Cuando una patente vence, otras compañías pueden producir y comercializar la formulación o la sustancia activa liberada, que es lo que se conoce como los medicamentos genéricos. Esto quita el monopolio del fármaco al laboratorio que lo desarrolló y lanzó. Al abrirse la competencia, lo que debería ocurrir es que bajen los precios. Pero eso no siempre sucede, porque —como expondré más adelante— algunas corporaciones recurren a estrategias de colusión para mantener elevadas utilidades.


      Por desgracia para los consumidores, en México la entrada de los genéricos al mercado es lenta y tardía, porque transcurren en promedio más de dos años entre el vencimiento de una patente y el lanzamiento al mercado de una alternativa comercial; además, cuatro de cada 10 medicamentos no cuentan con genéricos, lo que permite que las corporaciones que lanzaron la formulación original sigan con el monopolio del producto.5


      Entre las sustancias o “moléculas” bioactivas (como se les llama en el ámbito farmacéutico), cuya patente ya venció y de las que tardaron en producirse versiones genéricas, están el aprepitant, desarrollado por Merck Sharp & Dohme para prevenir las náuseas y los vómitos causados por la quimioterapia y cuyo valor anual de ventas en el mercado mexicano se estima en 83 millones de pesos; la abiraterona, de Janssen-Cilag, para el tratamiento de cáncer de próstata, valuada en 73 millones, y rosiglitazona, de Glaxo-SmithKline, para atender a pacientes con diabetes, con valor en el mercado de 60 millones. Hay otras moléculas, como el exemestano, de Pfizer, para tratar el cáncer de mama, cuyo precio, pese a que su patente venció desde 2006, no se ha reducido puesto que los que ofrecen los competidores son similares.6


      En México la disputa por las patentes ha derivado en frecuentes litigios en los que los laboratorios cruzan acusaciones de presunto plagio o infracción de derechos de propiedad intelectual. Lo que se busca, en la mayoría de los casos, es proteger el acceso exclusivo a un mercado multimillonario.


      Un estudio de la Cofece identificó que, bajo la actual regulación, “los laboratorios innovadores pueden extender la exclusividad de mercado de sus productos mediante el abuso de procedimientos judiciales previstos en la normatividad y con ello obstaculizar la entrada de genéricos al mercado”.


      Algunos litigios recientes involucran a grandes corporaciones. Novartis ha promovido siete procedimientos legales por presunta infracción de sus derechos de exclusividad de imatinib, un medicamento contra el cáncer que registró con cuatro patentes, dos de las cuales ya vencieron y dos más están vigentes hasta 2021 y 2023. Los laboratorios demandados fueron Sun Pharma, Helm de México, Probiomed, Farmabiot, Pisa, Sicor y Dimesa.


      Por otro lado, Glenmark Pharmaceuticals, de la India, promovió una acción de nulidad de la patente en México de Formoterol, medicamento contra el asma que Novartis asegura tiene vigente; Sandoz hizo lo propio contra AstraZeneca para liberar rosuvastatina, usado para disminuir el colesterol, y el laboratorio mexicano Asofarma peleó con Daiichi Sankyo Company, la segunda farmacéutica más grande de Japón, el derecho a producir un genérico de olmesartan, útil para el tratamiento de la hipertensión arterial.


      ***


      La crisis sanitaria global por la pandemia del covid-19 puso en evidencia las prácticas corporativas que se rigen por las utilidades antes que por el beneficio colectivo. El 25 de febrero de 2020, mientras las muertes se multiplicaban en todo el mundo, en Wall Street las acciones de la farmacéutica Moderna Inc. se disparaban inusitadamente ante la noticia de que había enviado el primer lote de una vacuna experimental para el nuevo coronavirus. Tres meses después, el martes 19 de mayo, vino un nuevo repunte al conocerse que la fase 1 para la vacuna había arrojado resultados favorables. El valor de las acciones de la compañía estadounidense había subido más de 200% en apenas dos meses. Aquel mismo día el optimismo de los inversionistas se relajó al conocerse un informe que ponía en duda la validez de los resultados clínicos preliminares.


      Un subibaja similar en la bolsa se había vivido semanas antes, a mediados de abril, cuando una revista médica publicó los efectos positivos del antiviral Remdesivir en un grupo experimental de pacientes con covid-19. Aunque los resultados no eran contundentes ni representaban ningún tipo de cura, el valor de las acciones del laboratorio Gilead Sciences —productor del fármaco— se fueron por las nubes.


      Los inversionistas han estado a la expectativa de apostar en aquellas empresas que les garanticen utilidades en medio de la crisis, mediante el desarrollo de equipos, instrumental y medicamentos para tratar la enfermedad. Eso explica por qué se ha disparado la cotización de la estadounidense 3M, que en un año y medio tenía la expectativa de producir 3 mil millones de mascarillas N95, las más utilizadas por el personal médico de todo el mundo; o de los fabricantes multinacionales de ventiladores mecánicos como Hamilton, Medtronic, General Electric, Drager, Philips, Heinen & Lowenstein, Weinmann y Aeonmed, que son un equipo básico para tratar a enfermos graves de covid-19.


      A nivel global, hay una serie de fármacos utilizados para el tratamiento de la enfermedad y cuyos fabricantes también han multiplicado sus utilidades, entre ellos la cloroquina, desarrollada por la farmacéutica alemana Bayer; la hidroxicloroquina, producida por distintos laboratorios, como Sandoz y Ratiopharm; tocilizumab, que el laboratorio Roche comercializa bajo la marca Actemra y cuyo costo comercial por ampolleta en México es de 9 mil 700 pesos; lopinavir/ritonavir, antirretroviral mejor conocido como Kaletra, vendido en farmacias en casi 7 mil pesos en la presentación de la empresa Abbot; Remdesivir, de Gilead Sciences, e interferon beta 1a, de Biogen y Merck. En México, todos los anteriores fármacos han sido incluidos en un protocolo oficial para la atención de los pacientes con covid-19.7


      El mercado de la erección


      Los medicamentos para tratar la disfunción eréctil representan un negocio multimillonario. Tan sólo las ventas anuales en México de Cialis, desarrollado por Eli Lilly, están valuadas en más de mil millones de pesos. La patente de este fármaco, cuyo nombre genérico es tadalafil, tuvo vigencia hasta abril de 2020, en los años previos el laboratorio estadounidense promovió al menos 13 litigios por supuesta violación de sus derechos, contra los laboratorios Sales y Materias Primas, Chemswiss México, Retecma, MPI farmacéutica, Alpharma, Helm de México, Liomont, Factores y Mercadeo, SICA, QNova y Química y Farmacia, S. A. de C. V. En contrapartida, Sun Pharma demandó la nulidad de la patente para poder fabricar una versión genérica de Cialis.


      Pfizer, pionero en los tratamientos contra la impotencia con su marca Viagra, conocida como “la píldora mágica”, también peleó en su momento el derecho de exclusividad en México de la sustancia activa sildenafil. Entre los laboratorios que demandó estuvieron Genomma Lab, Landsteiner y Compañía Internacional Médica. La patente venció en 2011 y el primer genérico de Viagra en nuestro país fue lanzado en 2014.


      Los anticonceptivos también han sido motivo de disputa legal. La compañía Richter Gedeon, de Hungría, defendió su patente de la sustancia activa levonorgestrel, utilizada en la llamada “píldora del día después” o anticonceptivo de emergencia, mediante litigios contra Ultra Laboratorios, Fármacos Nacionales, Farmacias ABC, Casa Saba, Nadro, Marzam, Reder, Distribuidora Levic y Farmacéutica Delta. Pero el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial resolvió en su contra al declarar la nulidad de la patente.


      Una defensa similar hizo la corporación alemana Bayer de su anticonceptivo Yasmin, al promover 10 procedimientos legales contra tres laboratorios. Su patente venció en 2020, por lo que ya se podrán producir versiones genéricas.


      Las empresas vetadas


      Algunos laboratorios multinacionales venden directamente sus fármacos al gobierno a través de sus filiales en México, aunque la mayoría utiliza como representantes y distribuidores a grandes comercializadoras.


      Por ejemplo, dos de los fármacos citados párrafos antes entre los más caros del mundo son distribuidos por Farmacéuticos Maypo y uno más por Fármacos Especializados, ambas comercializadoras que han sido vetadas por el gobierno de López Obrador para abastecer medicamentos al IMSS y al nuevo Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), que sustituye al Seguro Popular.


      En un oficio fechado el 20 de marzo de 2019 el presidente acusó a esas dos farmacéuticas y a una más (Dimesa) de ejercer un monopolio en el abasto de medicamentos.


      “Grupo Fármacos Especializados, S. A. de C. V., Distribuidora Internacional de Medicamentos y Equipo Médico (Dimesa) y Maypo vendieron, en 2018, al ISSSTE y al IMSS, 34 mil 280 millones de pesos, el 62.4% de todas las compras que llevaron a cabo dichas instituciones, sin incluir lo adquirido por la Secretaría de Salud y los gobiernos locales. Este hecho resulta, a todas luces, inmoral y violatorio del artículo 28 de la Constitución, que prohíbe la existencia de monopolios”, dice el escrito enviado a Raquel Buenrostro, en ese entonces oficial mayor de Hacienda.


      El oficio fue enviado para que, a partir de aquella fecha, se impidiera participar en licitaciones o adjudicaciones directas a las mencionadas empresas, hasta determinar si en los multimillonarios contratos que recibieron hubo corrupción y tráfico de influencias.


      Cuatro meses después, el 15 de julio de 2019, la SFP anunció la inhabilitación por dos años de Grupo Fármacos Especializados, una de las empresas acusadas de monopolizar las ventas de medicamentos. La investigación sobre las otras compañías continuó y para enero de 2020 ya se habían abierto cinco expedientes contra Maypo y 10 contra Dimesa y su empresa filial Laboratorios Pisa por presuntas irregularidades.


      Las tres empresas acusadas, efectivamente, acumularon la mayor cantidad de contratos de medicinas en el sexenio de Peña Nieto. Pero su historial de proveedores consentidos del gobierno federal viene desde tiempos de Felipe Calderón.


      Incluso, pese a la orden de López Obrador de vetarlas, su gobierno las mantuvo como proveedoras. A lo largo de todo 2019 obtuvieron contratos por 17 mil 528 millones de pesos tan sólo en el IMSS. Grupo Fármacos Especializados, con todo e inhabilitación, obtuvo asignaciones por 7 mil 380 millones de pesos; Dimesa y su filial Pisa recibieron 5 mil 853 millones de pesos y Maypo sumó 4 mil 295 millones.8


      De tal forma que en 10 años —de 2009 a 2019— las tres empresas acumularon contratos por 170 mil millones de pesos en el IMSS. A esa cifra falta sumarle las millonarias asignaciones en el ISSSTE, sector salud y estados.


      Luego de que el gobierno federal las vetó, la SFP inició investigaciones por su probable responsabilidad en la escasez de medicinas contra el cáncer. Dos comercializadoras eran distribuidoras masivas de algunos de los tratamientos oncológicos más utilizados. Por citar un caso: en 2018 Grupo Fármacos Especializados surtió 88 mil 248 envases de mesilato de imatinib9 para la atención de enfermos con leucemia y 19 mil 756 frascos de solución inyectable de trastuzumab,10 útil para atender a pacientes con cáncer de mama. Al año siguiente (2019) ya no hay registros de abasto de ninguno de los dos medicamentos.


      Para una persona sin seguridad social que padece alguna de estas enfermedades resulta prácticamente imposible costear su tratamiento, porque los precios directos al público de los medicamentos especializados son exageradamente caros. La solución de trastuzumab, bajo la marca Herceptin del laboratorio suizo Roche, es vendida en farmacias en 49 mil pesos cada ampolleta. Mientras que la caja con 30 comprimidos de imatinib de la farmacéutica Novartis se oferta en 38 mil pesos.11


      Representantes de multinacionales


      Grupo Fármacos Especializados es la comercializadora vetada que más contratos ha recibido en el IMSS, con un monto cercano a los 87 mil millones de pesos en 10 años, equivalente a unos 4 mil 300 millones de dólares al tipo de cambio de febrero de 2020.


      En ese periodo ha representado los intereses comerciales de poderosas multinacionales, como Novartis y Roche, de Suiza; Abbott, Schering-Plough, Pfizer, Bristol-Myers y Genzyme de Estados Unidos; AstraZeneca e Ipsen del Reino Unido; Merck y Bayer de Alemania, Novo Nordisk de Dinamarca y Teva de Israel.


      Novartis tiene vigente la patente en México del mesilato de imatinib hasta abril de 2023, que comercializa bajo la marca Gleevec o Glivec. Esta sustancia, usada para tratar ciertos tipos de cáncer, incluida la leucemia, ha sido uno de los productos más vendidos por Grupo Fármacos Especializados al IMSS, con contratos que suman 4 mil millones de pesos.12


      También ha concretado ventas por 3 mil 422 millones de pesos de trastuzumab, una sustancia que incrementa la esperanza de vida de pacientes con cáncer de mama, de la que el laboratorio Hoffmann-La Roche tiene patente hasta el año 2030 (su nombre comercial es Herceptin).


      Con Humira, un producto para tratar inflamaciones como la causada por la colitis ulcerosa y del que AbbVie Biotechnology tiene patente hasta el año 2031, ha obtenido ventas por otros 3 mil 858 millones de pesos.


      Etanercept, cuya licencia de explotación es del laboratorio Wyeth, es empleado para la artritis reumatoide y otras enfermedades de origen autoinmune; sus ventas al IMSS, mediante el intermediario, superan los 2 mil 730 millones de pesos.


      Mientras que Pfizer ha vendido 2 mil 337 millones del medicamento celecoxib, un antiinflamatorio recetado para el alivio del dolor en pacientes con osteoartritis, dismenorrea y artritis reumatoide.


      El acetato de glatiramero que produce Teva para el tratamiento de esclerosis múltiple es otro de los productos que Grupo Fármacos Especializados ha vendido por mil 695 millones de pesos.


      Uno de los mayores contratos a esta comercializadora fue asignado directamente, sin licitación, para el ejercicio 2018 —el último de Peña Nieto—, por 4 mil 253 millones de pesos.13 En aquella compra gigante, el mayor monto, por mil 56 millones de pesos, fue para suministrar Humira, medicamento desarrollado por AbbVie, filial de Abbott.


      Otros laboratorios con elevados montos, en un solo contrato, fueron: Bristol-Myers con 479 millones; Novartis, 468 millones; Pfizer, 220 millones; Merck, 216 millones, y AstraZeneca, 210 millones.14


      Farmacéuticos Maypo también ha fungido como distribuidor de grandes corporaciones farmacéuticas. En su historial de contratos con el IMSS destaca la venta de 5 mil 800 millones de pesos de emtricitabina-tenofovir, una pastilla que contiene dos medicamentos antirretrovirales para tratar la infección por VIH, desarrollada por la compañía de biotecnología Gilead Sciences Inc. y de la que en México tiene licencia de explotación hasta 2024 la farmacéutica Janssen-Cilag, perteneciente a Johnson & Johnson.


      Además, cerró ventas por mil 790 millones de pesos de nilotinib, un fármaco del que Novartis tiene patente en México hasta 2027, el cual es utilizado para tratar la leucemia en fase crónica.


      Sus mayores contratos han sido para el suministro de insulina para el tratamiento de la diabetes y de inmunoglobulina para atender a pacientes con deficiencia de anticuerpos.


      Los señalamientos de presunta corrupción y favoritismo a estas intermediarias son por los elevados montos asignados con frecuencia por “dedazo”, sin que mediara licitación. Así, los grandes laboratorios multinacionales lograban acceso directo a las compras públicas.
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      Las oscuras compras de insulina


      México vive una epidemia de diabetes, con 6.4 millones de personas en tratamiento y más de 430 mil nuevos casos detectados al año. Las autoridades estiman que uno de cada 10 adultos es diabético, pero muchos ni siquiera lo saben por lo que los daños a su salud evolucionan sin control. Las complicaciones de esta enfermedad se han convertido ya en la primera causa de muerte. En 1980 ocurrían en promedio 14 mil decesos atribuidos a la diabetes, mientras en 2019 se estima que murieron más de 100 mil. Este padecimiento se manifiesta cuando el páncreas deja de producir la suficiente insulina o cuando el organismo no utiliza eficazmente la hormona que regula el azúcar en el organismo; sin un tratamiento adecuado, la hiperglucemia (aumento del azúcar en la sangre) daña los vasos sanguíneos y los nervios, lo que puede resultar en otras afecciones,15 como la insuficiencia renal que afecta de 10 a 20% de los enfermos, la ceguera o deterioro visual en 12% de los casos y el riesgo de amputaciones, que se manifiesta en el 50%.16 La enfermedad —que en cierta forma está ligada a la obesidad— evoluciona a tal velocidad que en apenas tres años se incrementó 10% el número de nuevos casos detectados por el sector salud.17


      La expansión de la enfermedad trajo nuevas oportunidades de negocios para las corporaciones farmacéuticas. A nivel global, los laboratorios Eli Lilly de Estados Unidos, Sanofi de Suiza y Novo Nordisk de Dinamarca son las mayores productoras de insulina y tratamientos para la población diabética, y tienen en México a cinco grandes distribuidores que, juntos, concentran más de 80% del suministro al IMSS. Dos de estas intermediarias (Maypo y Dimesa) fueron vetadas por el gobierno de López Obrador por presunta corrupción y prácticas monopólicas.
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      Las mayores ventas las ha realizado Farmacéuticos Maypo, la cual tiene un acuerdo con Eli Lilly para comercializar la insulina lispro de la marca Humalog, que es la de mayor demanda en el mercado. En una década, las ventas al IMSS superan los mil 703 millones de pesos, de los cuales al menos 525 millones (equivalente a 30%) corresponden a asignaciones directas.18 Lo delicado de esta modalidad de adjudicaciones —también llamadas “por dedazo”— es que se inhibe la competencia y se da margen para actos de corrupción, pues el contrato se otorga en forma discrecional.


      El tipo de insulina que vende Maypo es conocida como “de acción rápida”, pues comienza a surtir efecto 15 minutos después de la inyección y tiene su máximo efecto al cabo de una hora. La patente de Eli Lilly venció en junio de 2015, pero no fueron desarrolladas de inmediato versiones genéricas que le darían alternativas más baratas al IMSS y a los propios consumidores.


      El valor de mercado de la insulina lispro desarrollada por el laboratorio estadounidense se estima en más de 600 millones de pesos anuales, que incluye ventas privadas en el país y gasto público.19


      El segundo proveedor del IMSS en tratamientos para la diabetes ha sido Landsteiner Pharma, S. A. de C. V., con contratos por mil 486 millones de pesos de la llamada insulina glargina, una versión artificial de la insulina humana de acción prolongada, cuya patente en México pertenece a Sanofi hasta mayo de 2031,20 aunque en la mayoría de los países expiró en 2015.


      Las ventas de Landsteiner fueron de 2009 a 2014, porque el actual proveedor del IMSS del mismo tipo de insulina es la Comercializadora de Productos Institucionales, S. A. de C. V., que ha sumado contratos por otros mil 165 millones de pesos.


      Laboratorios Pisa obtuvo en 2015 el registro sanitario para producir su propia versión de la insulina glargina desarrollada en conjunto con la compañía Biocon Ltd. de la India, y una de sus empresas filiales —Dimesa— ha logrado ventas en el IMSS por 864 millones.


      Por último, Ralca, S. A. de C. V. le vendió al Seguro Social entre 2015 y 2018 casi mil millones de pesos en insulina NPH de acción intermedia, llamada así porque generalmente llega al flujo sanguíneo de dos a cuatro horas después de la inyección. Este tipo de insulina fue desarrollada por el laboratorio danés Novo Nordisk.


      Los precios de los tratamientos para la diabetes, en compras públicas, varían hasta 70%. Por ejemplo, la insulina protamina, con dos cartuchos, fue comprada en 2019 en 350 pesos la dosis por el gobierno de Querétaro, en 308 por el de Guanajuato y en 280 por el IMSS, mientras que en el mismo año los servicios de salud de Durango y Chihuahua la pagaron en 208 pesos.21 Los precios se incrementan cuando la asignación es directa, incluso si se trata del mismo proveedor. La diferencia entre la más cara y la más barata fue de 142 pesos. El monto es enorme cuando se multiplica por el volumen que deben adquirir cada año las autoridades para atender a millones de pacientes con diabetes. Esos sobreprecios son un indicio de posibles acuerdos oscuros entre funcionarios y contratistas.

    

  


  
    
      III


      La sombra de Walmart


      Las acusaciones de sobornos, contrabando,

      elusión fiscal…


      Contacto en Hong Kong


      El continuo ir y venir de compradores y el intenso tráfico de los autobuses de doble piso que transitan a flujo y contraflujo, convierten a Hennessy Road en una de las avenidas más bulliciosas de Hong Kong. Esta vialidad enlaza, en un extremo, con la zona de rascacielos del centro financiero y al otro extremo con Victoria Park, que cobró relevancia internacional por las masivas manifestaciones prodemocracia ocurridas en ese sitio en 2019. Ubicada en el distrito de Causeway Bay, una de las zonas comerciales más populares de la isla, esta avenida ha sido, además, durante décadas, el centro de operaciones de decenas de empresas “fachada”. Es un paraíso de los negocios offshore, a los que recurren inversionistas de distintos países que buscan ocultar sus fortunas, eludir impuestos o simular operaciones comerciales.


      Uno de los sitios en donde se desarrolló esta próspera actividad de los negocios ocultos fue Cameron Commercial Centre, un edificio de oficinas de 22 pisos construido en 1976, ubicado en los números 458-468 de Hennessy Road. Ese inmueble fue el domicilio compartido de al menos 87 empresas creadas por el despacho Mossack Fonseca, protagonista del escándalo internacional conocido como Panama Papers, que involucró a jefes de Estado y de gobierno, personalidades del deporte, el arte y la política en el ocultamiento de activos y en esquemas de evasión de impuestos a través de paraísos fiscales.


      Cuando en abril de 2016 el ICIJ hizo públicos millones de documentos confidenciales de Mossack Fonseca, Hong Kong brotó como uno de los sitios favoritos para establecer empresas “fachada”. El 29% de las firmas del despacho panameño estaban asentadas en aquel territorio de China.


      Entre ellas había 74 que registraron como su domicilio el piso 19 del Cameron Commercial Centre, en donde estaba el despacho Lennox Business Consultants Ltd., que brindaba los servicios de representación empresarial; otras 13 compañías “fachada” fueron inscritas en la oficina 1303 en el mismo edificio, que corresponde al bufete de contadores PC Chiu & Co. Si bien tenían su dirección legal en Hong Kong, la mayoría fueron creadas por Mossack Fonseca en las Islas Vírgenes Británicas, paraíso fiscal del Atlántico.


      El mismo edificio en Hong Kong que albergaba a 87 empresas ligadas al Panama Papers fue el domicilio legal que aportaron los administradores de Network International Clothing Limited, una supuesta comercializadora que el SAT había identificado hace poco más de una década como una empresa inexistente o de “fachada”, y que fue utilizada por dos filiales de Walmart en México para la importación de productos textiles.


      Al igual que las empresas de Mossack Fonseca, la supuesta proveedora de Walmart tenía su domicilio en Hong Kong, pero había sido creada en las Islas Vírgenes, y compartía una pequeña oficina en el edificio Cameron con un despacho contable (Eric M.C. LI & Co.).


      Ese perfil —entre otros elementos— fue el que llevó al SAT a concluir que se trataba de una compañía fantasma o que simulaba sus operaciones.


      ***


      Empresas “de maletín”, “de gaveta”, “de papel”, “de tapadera” o negocios “fachada”. Con todos esos nombres es como se identifica a las compañías que tienen membrete y registro legal y fiscal, pero que carecen de empleados, infraestructura e instalaciones. Son razones sociales huecas, que con frecuencia son utilizadas para negocios turbios, como lavado de dinero, ocultamiento de fortunas de procedencia ilícita o evasión fiscal. Incluso, los millonarios recurren a esta figura para eludir el pago de elevados impuestos por sus yates o aviones privados.


      Por lo regular, las empresas “de papel” (se les llama así porque sólo existen en las escrituras) comparten un mismo domicilio con cientos y en ocasiones miles de firmas, en un despacho contable o de abogados que funge como el intermediario; en otras ocasiones, su dirección fiscal es un simple buzón postal.


      Como estas empresas sólo existen en documentos que son resguardados en la gaveta de un despacho, el director suele ser el mismo para diversas firmas. Hay incluso agencias que ofrecen el servicio de prestanombres, quienes figuran como directivos o accionistas, pero que en realidad encubren al llamado “beneficiario final” (Ultimate Beneficial Ownership o UBO, como se le identifica en los negocios offshore).


      El nombre del beneficiario final es el secreto mejor guardado de los despachos encargados de crear estas empresas “de maletín”. La confidencialidad es el más valioso de sus servicios.


      Por eso las filtraciones masivas de documentos de despachos como Mossack Fonseca y Appleby han derivado en escándalos internacionales, como Panama Papers, Bahamas Leaks, Paradise Papers y Swiss Leaks, porque han desvelado secretos de cómo grandes corporaciones, hombres de negocios, políticos y figuras del deporte han recurrido a los negocios offshore para multiplicar sus fortunas y pagar menos impuestos.


      ¿Dónde se crean estas empresas? En territorios identificados como paraísos fiscales, en los que hay una baja imposición tributaria. Estos paraísos están en todo el mundo, pero el más popular de todos son las Islas Vírgenes Británicas, localizadas en el Atlántico, en donde hay más de 900 mil sociedades offshore y apenas 32 mil habitantes. Hay, en promedio, 28 empresas y fideicomisos por cada poblador de las islas. Crear una entidad “fachada” en ese territorio es totalmente legal; lo que es ilícito es el uso turbio que se le puede dar.


      Las empresas se crean en ese territorio británico de ultramar para gozar de las bajas tasas de impuestos corporativos. Pero una vez constituidas se pueden mudar hasta el otro lado del mundo (por ejemplo, en Hong Kong) y realizar sus operaciones financieras o comerciales en terceros países.


      Así ocurrió con Network International Clothing Limited, una empresa “de gaveta” que se creó en las Islas Vírgenes Británicas el 4 de mayo de 2001, pero cuya actividad financiera y de negocios se estableció en Hong Kong y sus operaciones comerciales las realizaba con la Comercializadora México Americana y con Suburbia, las dos filiales de Walmart de México.


      ***


      Comercializadora México Americana es la razón social de una subsidiaria del corporativo Walmart enfocada a la importación de todo tipo de mercancías a nuestro país. Dicha importadora fue creada en 1991 y, junto con Suburbia, que hasta hace poco era su filial, utilizó los servicios de Network International Clothing Limited, la firma de las Islas Vírgenes afincada en Hong Kong que el SAT tenía en la mira.


      Durante muchos años, México impuso cuotas compensatorias de hasta 533% a las prendas de vestir provenientes de China, tras determinarse que los fabricantes y comercializadores incurrían en prácticas desleales de comercio, como el dumping (vender por debajo del precio de producción para adueñarse del mercado).


      Network International Clothing Limited tenía su domicilio fiscal en Hong Kong, que desde 1997 es una región administrativa especial de la República Popular China, ante lo cual las autoridades aduaneras mexicanas presumían que todas las mercancías que facturaba eran de origen chino y por lo tanto estaban obligadas a pagar el impuesto compensatorio.


      Cuando una empresa omite el pago de los impuestos de importación o intenta pagar una tasa menor presentando documentación apócrifa, incurre en un delito que se identifica como contrabando técnico o documentado, que es castigado hasta con nueve años de cárcel.


      Tanto Comercializadora México Americana como Suburbia enfrentaron acusaciones del SAT de haber incurrido precisamente en la omisión del pago de cientos de millones de pesos de impuestos compensatorios en la mercancía que les facturó su proveedor chino.


      El SAT revisó 33 pedimentos aduanales de las dos empresas ligadas a Walmart que habían introducido mercancías por el puerto de Manzanillo y detectó omisiones en el pago de cuotas compensatorias que, junto con el cobro de multas por infracciones a la ley aduanera y sus respectivos recargos, totalizaron un adeudo fiscal por mil 380 millones de pesos. De ese monto, mil 30 millones correspondían a Suburbia y 350 millones a Comercializadora México Americana. El SAT determinó que las dos empresas habían presentado facturas y certificados de origen que pertenecían a un proveedor inexistente, en referencia a la empresa hongkonesa Network International Clothing Limited.1


      Inconformes por el cobro millonario, las filiales de Walmart promovieron un recurso de revocación ante la Administración Central de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes, lo que dio lugar a un litigio que se extendió por varios años en el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y llevó a las autoridades mexicanas a hacer una investigación de campo para determinar la existencia o no de la empresa en Hong Kong.


      ***


      En una resolución fechada el 25 de enero de 2008, la Administración General de Aduanas determinó que Suburbia y Comercializadora México Americana habían intentado introducir al país prendas de vestir de una comercializadora inexistente de Hong Kong, por lo que fijó una multa de 70% sobre el valor de la mercancía, además del cobro de las cuotas compensatorias omitidas de hasta 533 por ciento.2


      Para sustentar su resolución, la Administración Central de Contabilidad y Glosa presentó un testimonio del cónsul de México en Hong Kong, quien constató personalmente que la proveedora de Walmart no existía legalmente en aquel territorio de China. El documento obtenido para esta investigación periodística tiene censurados algunos datos, como la fecha de la visita realizada al domicilio. El reporte del cónsul dice textualmente:


      Siendo las 11:50 horas, el suscrito, asistido por testigos antes señalados e identificados, procedimos a trasladarnos a la empresa proveedora y/o productora Network International Clothing Ltd., la cual según documentación proporcionada por la Administración Central de Investigación Aduanera se ubica en Cameron Commercial Centre, Hennessy Road 458-468, con la finalidad de verificar su localización física, advirtiéndose lo siguiente: Una vez constituidos en ese domicilio, se encontró un local que ostenta el nombre de Eric M.C. LI & Co., en el que fuimos atendidos por el personal que ahí se encontraba laborando, el cual se negó a identificarse con cualquier tipo de documento, y señaló que la empresa Network International Clothing Limited no se encuentra ubicada o localizada en ese lugar, que utiliza ese domicilio para la recepción de su mensajería, y que no contaba con algún documento público con el que acreditara que Network International Clothing Limited esté registrada en ese domicilio o en cualquier otro en Hong Kong.3


      En otro oficio, el cónsul mencionó que hizo una consulta a la agencia gubernamental Inland Revenue Department de Hong Kong (el departamento de impuestos, equivalente al SAT), y que dicha autoridad determinó que no se encontraron registros de existencia de la empresa.


      La información recopilada por el cónsul llevó al SAT a concluir que Network International Clothing Limited era una empresa jurídicamente inexistente en Hong Kong y que, por lo tanto, no tenían validez las facturas ni los certificados de origen para acreditar la legal importación de mercancía por parte de las filiales de Walmart.


      La resolución de la Administración Central de Contabilidad y Glosa, que en aquellos días era encabezada por Rodolfo Torres Herrera, menciona:


      De la revisión de las facturas comerciales y de los certificados de país de origen anexos a los pedimentos en estudio, se observa que dicha empresa efectuó operaciones comerciales en Hong Kong sin que al efecto tenga la posibilidad de hacerlo, toda vez que para que pudiera ejercer el comercio en dicho territorio debía encontrarse registrado ante el Departamento de Ingresos “Inland Revenue Department”, cuya inscripción es obligatoria, conforme a ordenamientos legales del gobierno de Hong Kong. Lo anterior, indudablemente origina que la empresa Network International Clothing Limited sea inexistente jurídicamente en el territorio de Hong Kong.


      Walmart derrota al SAT


      En respuesta a esta resolución, los representantes legales de Walmart enviaron oficios al SAT en los que alegaron que Network International Clothing Limited era una empresa debidamente constituida de conformidad con la legislación de las Islas Vírgenes Británicas, y para ello mostraron la escritura y los estatutos otorgados el 4 de mayo de 2001, así como la inscripción ante el registro de compañías de negocios internacionales en aquel territorio británico.


      Para demostrar que la empresa también existía en Hong Kong, presentaron copias de facturas con su membrete; estados de cuenta expedidos por el banco HSBC; una carta de crédito de la misma institución expedida a la supuesta comercializadora fantasma y hasta una misiva del despacho Eric M.C. LI & Co., en la que se menciona que compartían oficinas en el edificio Cameron.


      En su defensa, también presentaron un estudio contratado al despacho belga Bureau Veritas, el cual fue acompañado de fotografías del domicilio que supuestamente ocupaba la empresa cuestionada por el SAT.4


      No obstante, en uno de los oficios, una de las filiales de Walmart reconoció que el domicilio ubicado en el Cameron Commercial Centre “es sólo una oficina de representación de la empresa Network International Clothing Limited en donde no se lleva a cabo ningún proceso productivo ni se cuenta con personal para la atención al público”.


      En cuanto a los certificados de origen, los abogados argumentaron que tenían plena validez legal y que no se les debía aplicar el cobro de cuotas compensatorias de hasta 533% porque la mercancía (prendas de vestir) que iban a introducir a México no provenía de China, sino de otros países asiáticos, como Mongolia, Corea del Sur y Vietnam.


      La Administración Central de Contabilidad y Glosa determinó que los documentos aportados por las filiales de Walmart no acreditaban la existencia jurídica de su proveedora en Hong Kong, por lo que ratificó el cobro de la multa y de las cuotas compensatorias omitidas, que en conjunto superaban los mil 380 millones de pesos.


      “Dichas pruebas no constituyen los documentos idóneos para demostrar que la empresa proveedora se encontraba legalmente establecida en el territorio de Hong Kong ni demostró estar al corriente con todas las obligaciones fijadas con las disposiciones legales establecidas en dicho territorio, que produjeran la certeza de que la empresa proveedora se encontraba en la posibilidad legal de emitir facturas comerciales”, menciona la resolución.


      Los abogados promovieron medios de defensa y llevaron el litigio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. A la vuelta de los años, Walmart ganó. Sus pruebas y argumentos fueron considerados fundados por los magistrados, y le cancelaron los créditos fiscales y multas que exigía el SAT.


      ***


      Es frecuente que el SAT sea derrotado por corporaciones que cuentan con poderosos despachos de abogados y fiscalistas. Tan sólo en 2017 y 2018 —por citar dos años recientes— la autoridad fiscal perdió 249 juicios con grandes contribuyentes por casi 20 mil millones de pesos.5 Con el dinero que dejó de recaudar, por sentencias desfavorables en los tribunales, habría alcanzado para equipar todos los hospitales públicos del país con 10 millones de overoles Tyvek y 50 millones de cubrebocas N95, especializados para evitar que los médicos y enfermeras se contagien con el coronavirus. O también alcanzaba para comprar 25 mil ventiladores respiratorios como los que se han requerido en la emergencia sanitaria.


      La autoridad hacendaria emprendió en febrero de 2020 un litigio contra Walmart en el que reclamó el pago de 10 mil 500 millones de pesos por presuntas omisiones tributarias en la venta de la cadena de restaurantes Vips. El monto exigido incluye multas y recargos, porque la transacción ocurrió en 2014.


      Aquel año, Walmart vendió sus 362 restaurantes, incluidos 263 de la marca Vips y 90 de El Portón, a la compañía mexicana Alsea, que representa en México y en Latinoamérica a marcas globales como Domino’s, Starbucks, Burger King, PF Chang’s, California Pizza, Pei Wei, Italianni’s, Chili’s y The Cheesecake Factory.


      La transacción por las marcas y activos fue por 8 mil 200 millones de pesos, pero el SAT consideró que el monto pagado estaba por debajo de su valor real. De ahí se derivó la exigencia del pago de diferencias en impuestos omitidos, y sus respectivas actualizaciones. Walmart, por supuesto, no se quedó cruzado de brazos y de inmediato preparó la defensa legal para impugnar el monto exigido. No sería la primera vez que enfrentaría en tribunales a las autoridades fiscales. En forma inusual, en mayo de 2020, el corporativo estadounidense decidió ya no litigar y accedió a pagar 8 mil millones de pesos, y no los 10 mil 500 millones que le exigía el SAT.


      Cadena de sobornos


      “Si le interesa conocer detalles confidenciales sobre la forma en que logramos 300 proyectos… contácteme”.


      Con este sugerente mensaje, un exejecutivo de Walmart dio pauta para la investigación de uno de los mayores casos de corrupción ocurridos en México.


      El mensaje, enviado vía correo electrónico el 21 de septiembre de 2005, aportaba indicios de lo que al paso de los años se revelaría como un extendido esquema de sobornos a autoridades de todos los niveles: desde humildes empleados en pequeñas alcaldías hasta encumbrados funcionarios.


      “Solíamos encubrir los gastos con un código conocido y autorizado por los niveles más altos”, anotó el exejecutivo en el correo compartido al departamento legal de la mayor multinacional de tiendas y almacenes.6


      Quien revelaba esa información no era una persona cualquiera. Había sido el responsable de muchos proyectos inmobiliarios durante casi 30 años, incluidos muchos emprendidos por Walmart desde su incursión al mercado mexicano en 1997.


      Catorce años después de aquel sugerente correo electrónico, Walmart reconoció haber incurrido en actos de corrupción y acordó pagar una multa de 282 millones de dólares a la SEC y al Departamento de Justicia de Estados Unidos, donde se efectuó la investigación del caso.


      El acuerdo, suscrito el 20 de junio de 2019, revela que desde finales de la década de los noventa Walmart había recurrido a planes de crecimiento muy agresivos para la apertura de nuevas tiendas en un tiempo récord, lo cual requirió la contratación de gestores que en algunos casos realizaban pagos indebidos a funcionarios para obtener licencias y permisos.


      El exejecutivo que dio la pista inicial de esta trama de sobornos detalló a los investigadores estadounidenses el modus operandi al que recurrió Walmart para concretar su expansión en México: primero se identificaba a qué funcionarios necesitaban dar un pago indebido para obtener los permisos para la apertura de una tienda. Luego se emitían cheques a gestores, quienes se encargaban de hacer los pagos de sobornos. Los encargados de los proyectos inmobiliarios de la cadena desarrollaron un sistema de códigos o claves que eran escritas a mano en las facturas de los gestores para rastrear los beneficios obtenidos; las descripciones clave incluían frases como “evitar u omitir requisitos”, “influencia, control o conocimiento de información privilegiada del jefe de la oficina gubernamental” y “pagos para eliminar multas”. También se regalaban dinero, mercancías, computadoras y hasta automóviles a gobiernos locales que les otorgaban permisos.


      A partir de la denuncia del exejecutivo, Walmart inició en 2005 una investigación interna. Sin embargo, en marzo de 2006 el área legal del corporativo presentó un informe con el que buscó dar por cerrada la pesquisa y ocultar los turbios manejos en México; según ese documento, las acusaciones de sobornos no tenían fundamento, pero reconoció que algunos de los controles anticorrupción de la compañía eran deficientes.


      Tuvieron que pasar seis años para que el caso de corrupción saliera a la luz pública. “Walmart silencia un gran caso de soborno en México”, tituló el 21 de abril de 2012 el diario The New York Times. La publicación hacía referencia a los indicios aportados desde septiembre de 2005 por el exejecutivo de la cadena comercial y la posterior investigación interna que intentó desacreditar las acusaciones de sobornos.


      Un reportaje más amplio, publicado el 18 de diciembre de 2012 por el mismo diario neoyorquino, aportó los nombres de los receptores de sobornos, montos específicos y obras ejecutadas mediante actos de corrupción.7 Por ejemplo, se demostró el pago de 221 mil dólares, en cuatro tandas, para obtener permisos y cambios en el mapa de zonificación de Teotihuacán, para la apertura de una tienda Aurrerá.


      Fue tan contundente el reportaje que obligó a las autoridades a iniciar una investigación que, al transcurrir de los meses, se extendió a más países.


      México fue la punta de la madeja que llevó a los investigadores a descubrir que el esquema de corrupción se había replicado en otras latitudes donde opera Walmart, como China, Brasil y la India.


      Este caso ejemplifica la voracidad con la que actúan los corporativos para ganar el mercado y multiplicar utilidades, incluso pasando por encima de las leyes.


      Walmart México recurre a paraísos fiscales


      Los llamados “paraísos” fiscales son utilizados por múltiples corporaciones para minimizar el pago de impuestos y maximizar sus utilidades. Para ello, recurren a despachos contables y legales especializados en “planificación fiscal agresiva”, un eufemismo para referirse a la reducción o incluso la eliminación de cualquier carga tributaria, mediante artilugios o resquicios legales.


      Luxemburgo es uno de los paraísos preferidos para la elusión fiscal. En su diminuto territorio (incluso menor que Tlaxcala, el estado más pequeño de México) operan 141 bancos, 150 empresas tecnofinancieras, 94 compañías de seguros, 223 sociedades de reaseguros y 4 mil 141 fondos de inversión.8 Ese ducado, ubicado entre Francia, Alemania y Bélgica, fue elegido por Walmart para crear una red de 22 empresas “de papel” entre 2009 y 2015, a las cuales ha transferido al menos 45 mil millones de dólares con un mínimo pago de impuestos.9 Dos de esas empresas están inscritas en México en el registro nacional de sociedades con inversión extranjera; fueron creadas el 29 de octubre de 2010, ante Henri Hellinckx, notario residente en Luxemburgo, y de ambas se desconocía su existencia, pues no eran reportadas en los informes a inversionistas.


      Las empresas se llaman Broadstreet México SARL y Grupo Walmart SARL, y ambas fueron constituidas bajo las leyes mexicanas con un capital de apenas 250 mil pesos, aunque los activos que les han transferido suman cientos de millones de dólares. Su domicilio social inicial fue inscrito en la calle Nextengo número 78, en la colonia Santa Cruz Acayucan, al norte de la Ciudad de México, que corresponde a las oficinas corporativas ubicadas frente a lo que alguna vez fue la refinería de Azcapotzalco (hoy parque Bicentenario). El mismo día que las dos empresas fueron creadas se decidió mudar su domicilio de México a un edificio de cristal en el distrito financiero de Luxemburgo, en el número 46 de la avenida JF Kennedy,10 en donde está la sede de TMF Group, una firma multinacional de servicios contables y legales, especializada en crear empresas offshore en paraísos fiscales.


      Tres vicepresidentes de Walmart (Gordon Young Allison, del área legal; Wyman Atwell, de la contraloría corporativa, y James Derouin, del área de impuestos internacionales) fueron los ejecutivos que participaron en crear las dos empresas, y quienes han fungido como integrantes de su Consejo de Administración.


      Broadstreet México SARL y Grupo Walmart SARL fueron creadas para la transferencia de valores, así como para adquirir y vender propiedades inmobiliarias en México, en el Gran Ducado de Luxemburgo o en el extranjero.


      Transfieren millones de dólares


      En realidad, las dos empresas mexicano-luxemburguesas pertenecen a una red offshore más amplia, que se extiende a otros dos paraísos fiscales: los Países Bajos y el estado norteamericano de Delaware.


      En las actas constitutivas aparecen como accionistas las compañías Broadstreet SARL y Broadstreet International Partners SCA, registradas en el edificio del despacho de TMF Group en Luxemburgo; Rhine American Holdings Coöperatie B.A.,11 con domicilio social en un despacho de Ámsterdam también dedicado a crear empresas “de papel”, y Alphen Shares LLC,12 constituida bajo las leyes de Delaware, considerado el paraíso fiscal de Estados Unidos. La dirección de esta última sociedad corresponde al corporativo de Walmart en Bentonville, Arkansas.


      La firma holandesa, a su vez, está ligada a Meuse Holdings LLC, inscrita en Delaware.


      Las dos empresas offshore de Walmart registradas con domicilio social en Azcapotzalco, pero en realidad afincadas en Luxemburgo, han recibido transferencias multimillonarias de otras sociedades mercantiles de la misma red, como un aparente mecanismo de elusión fiscal.


      Jubilee Holdings LLC —creada en Delaware en 2012— pagó 623.5 millones de dólares en dividendos a Broadstreet México, su empresa matriz de Luxemburgo. Mientras que Grupo Walmart SARL (la otra compañía mexicano-luxemburguesa) habría recibido mil 800 millones de dólares en los años fiscales 2013 y 2014 de su filial estadounidense MCLM III.13


      Otras compañías vinculadas con la red de Walmart México han sido Bipco Holding LLC (registrada en Delaware) y Azure Holdings SARL (de Luxemburgo).


      La organización Americanos por la Justicia Fiscal se ha pronunciado por que las autoridades mexicanas investiguen hasta qué punto Walmart está haciendo negocios rentables en nuestro país pagando poco o nada de impuestos, moviendo sus ganancias a los paraísos fiscales.


      El SAT ya ha recibido alertas ante indicios de elusión e incluso de posible evasión fiscal. En 2014, año en que se transfirieron millones de dólares a Luxemburgo, una auditoría detectó diferencias entre los pagos de retenciones del impuesto sobre la renta (ISR) por pagos al extranjero que realizaron las empresas Walmart México y Nueva Walmart y los montos de retenciones que informaron en sus declaraciones y en los dictámenes fiscales presentados al SAT.14


      Esa misma auditoría recomendó al SAT revisar a otros 30 grandes contribuyentes —la mayoría corporativos multinacionales— por presuntas omisiones. Entre los señalados están Mead Johnson Nutricionales, fabricante de alimento para bebés; las petroleras Dowell Schlumberger y Seadrill; la tabacalera Philip Morris, la filial mexicana de la empresa alemana de software SAP; la inmobiliaria de origen estadounidense Prologis, la cervecera Anheuser-Busch México Holding, la refresquera The Pepsi Bottling Group, la petroquímica Braskem (filial de Odebrecht), la cadena de tiendas Home Depot y la fábrica de autopartes Yusa, de origen japonés.


      Paga menos de 2% de impuesto sobre ventas netas


      Entre 2015 y 2019 Walmart incrementó 36% sus ventas netas en México. Ésa es una magnífica noticia para el corporativo, pero no necesariamente para las autoridades hacendarias. Y es que, en contraste, los impuestos que pagó la multinacional sólo se incrementaron en el mismo periodo 19 por ciento.


      El aumento de las ventas lo ha logrado Walmart al expandir su cobertura. En 2015 tenía 2 mil 240 tiendas en todo el país y al cierre de 2019 ya sumaba 2 mil 571, es decir, un crecimiento de casi 15% de puntos de venta.


      Si vende más, debería pagar más impuestos. Pero esto no se manifiesta en sus estados financieros.


      El monto que Walmart paga en México por concepto de impuestos es mínimo en comparación con sus ingresos totales. En 2019, por ejemplo, reportó ventas netas por 641 mil 825 millones de pesos, mientras que el pago de impuestos fue de 11 mil 304 millones.15 Es decir, ese año la tributación fue equivalente a menos de 2% de las ventas.


      Lo contrastante es que mientras Walmart incrementó 4.84% sus ventas en 2019, en el mismo año redujo más de 6% el pago de impuestos. De 12 mil 107 millones que la multinacional reportó haber pagado en impuestos en 2018, bajó a 11 mil 304 millones al año siguiente.


      El cuadro III.1 permite apreciar la proporción entre ventas e impuestos de Walmart de México.
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      Walmart ha obtenido cada año millonarias devoluciones de impuestos por parte del SAT. En sus reportes a inversionistas, la compañía no detalla el alcance de esos beneficios fiscales. Tampoco la autoridad tributaria contribuye a transparentarlos para determinar si se apegan al marco legal o si se aplican discrecionalmente.


      Una auditoría realizada en 2014 permite dimensionar el tamaño de los reintegros. Aquel año, la empresa Nueva Walmart de México —una de las múltiples filiales de la corporación— había pagado 435 millones de pesos por concepto de impuesto al valor agregado (IVA), pero obtuvo devoluciones y compensaciones por 4 mil 585 millones de pesos.16


      Esta tendencia de un mayor monto de devoluciones en comparación con los pagos venía desde años atrás. Un comparativo de la recaudación de 2010 a 2014 permitió determinar que 100 de los más grandes contribuyentes del país reportaron pagos de IVA por 251 mil 453 millones de pesos y devoluciones por 354 mil 168 millones. “Esta situación se originó principalmente porque 29 de los 100 grandes contribuyentes tuvieron [en cinco años] devoluciones de saldos a favor por 257 mil 270 millones de pesos y no presentaron pago alguno de IVA”, explicaron los auditores en su informe. “De lo anterior, se analizó la determinación que realizaron los contribuyentes de los saldos a favor, a fin de identificar los motivos que los originaron, y se identificó que corresponden a contribuyentes que realizan actos que son gravados a la tasa del 0% que origina no generar impuestos a cargo y que el contribuyente tenga el derecho de acreditar el IVA que le trasladan, obteniendo saldos a favor que recupera por medio de las devoluciones y compensaciones”.


      Éste es un mecanismo legal, pero la auditoría realizada determinó que hay deficiencias en la integración de expedientes y discrepancias en el proceso de dictaminación de las devoluciones que deben corregirse para evitar el riesgo de que se otorguen beneficios fiscales indebidos y discrecionales a los contribuyentes.

    

  


  
    
      IV


      Las multinacionales mandan


      Historias de cómo la corrupción se enraizó en Pemex


      Las corporaciones multinacionales pueden confesar en México que obtuvieron contratos mediante sobornos, pedir perdón, volver a incurrir en irregularidades… y como si nada hubiera ocurrido, obtener a cambio multimillonarios beneficios fiscales.


      Así ocurrió con Pride Internacional, una petrolera texana que en la primera década del siglo XXI encabezó una trama de corrupción transnacional similar a la de Odebrecht. Ante tribunales estadounidenses sus directivos confesaron que habían pagado sobornos en ocho países —incluido México— para obtener contratos públicos y ampliar sus negocios en tres continentes. Luego de su confesión, la SFP inhabilitó a dos empresas de la corporación, pero sólo por tres meses.1


      Muy pronto, las autoridades mexicanas olvidaron los negros antecedentes de Pride, y volvieron a otorgarle privilegios. En 2013, en el primer año de la Presidencia de Enrique Peña Nieto, tres compañías que pertenecían a la corporación obtuvieron la eliminación de adeudos fiscales por casi 2 mil millones de pesos2 (véase el cuadro IV.1).
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      Con el dinero que el gobierno dejó de cobrarle a esta corporación se podría haber pagado la operación de unidades de salud en momentos clave de emergencia sanitaria. Por ejemplo, la deuda eliminada equivale al gasto anual de dos hospitales de alta especialidad (el de Ixtapaluca y el de Oaxaca) o para construir 25 unidades de medicina familiar del IMSS (cada una, en promedio, a un costo de 72 millones de pesos).3


      Para colmo, las tres empresas beneficiadas con esta amnistía fiscal ni siquiera están afincadas en México; fueron creadas en el estado de Delaware, el paraíso fiscal de Estados Unidos.


      Fox y los sobornos de los texanos


      Pride International recurrió a los sobornos para obtener y retener negocios en México. Eso explica por qué, en tan sólo cinco años, obtuvo contratos por casi 20 mil millones de pesos para la renta de plataformas petroleras y de equipos de perforación.


      La multiplicación de los contratos en Pemex ocurrió entre 2002 y 2006, justo en el periodo en que Pride confesó que estableció una red internacional de corrupción. Para ocultar los sobornos al gobierno de Vicente Fox, la compañía alteraba los libros contables y hacía pasar los pagos corruptos como gastos comerciales, mediante facturas falsas.4


      Una vez, en diciembre de 2004, un agente aduanal contratado por la empresa para importar una plataforma petrolera pagó 15 mil dólares de soborno para asegurarse de que la entrega de la estructura no se retrasaría por violaciones a las normas mexicanas.


      Pride pagó el soborno como “un trabajo extra” del agente aduanal, y así quedó registrado en la factura.


      “Ahora tenemos que encontrar una manera de justificar el pago adicional”, ordenó Bobby Benton, en ese entonces vicepresidente de Pride, en un correo electrónico dirigido al gerente de la compañía en México.5


      En otra ocasión, durante una inspección a las instalaciones portuarias de Pride, realizada en diciembre de 2004, funcionarios mexicanos detectaron la presunta violación de normas aduaneras, debido a la presencia de equipo de perforación a bordo de un barco que no se había informado adecuadamente a las autoridades.


      Un funcionario de Aduanas argumentó que un pago de 10 mil dólares podría ayudar a la empresa a evitar impuestos y sanciones.


      El gerente de Pride en México escribió a su superior en Texas, para informar del intento de soborno y, una vez más, fue el propio vicepresidente de la compañía el que autorizó el pago.


      Para simular que el desembolso en efectivo había sido legal, un empleado de comercialización de Pride envió facturas falsas de supuestos servicios de mantenimiento eléctrico. Fue así que el soborno fue introducido en la contabilidad de la empresa como un pago a un proveedor.


      Muchos más sobornos quedaron camuflados en los estados contables. Las transacciones realizadas entre 2001 y 2006 por las subsidiarias de Pride en México, Kazajstán, Nigeria, Arabia Saudita, el Congo y Libia no se registraron correctamente en sus controles financieros, lo que facilitó el ocultamiento de pagos ilegales en esos países. En ese periodo, la trama de corrupción de la compañía se extendió a Venezuela y la India.


      En los ocho países mencionados, Pride pagó 2 millones de dólares en sobornos que le permitieron extender los contratos de perforación, obtener la liberación de sus plataformas petroleras en las aduanas, reducir los aranceles y extender los permisos de importación temporal, entre otros beneficios.


      Según la confesión de los exdirectivos de Pride, los pagos ilegales en México fueron para obtener tratos favorables en su negocio de plataformas petroleras. Y vaya que lo lograron.


      Entre 2002 y 2007 los contratos asignados por Pemex a las tres filiales del corporativo texano sumaron 19 mil 907 millones de pesos.6


      Los beneficios a Pride iniciaron con Fox, pero fue con Calderón cuando se le asignaron los mayores contratos.


      El 11 de diciembre de 2006, a los 10 días de haber asumido la Presidencia, el gobierno de Calderón le asignó a Pride dos contratos por mil 559 millones de pesos.7 Poco antes de que concluyera aquel año le asignó contratos por mil 749 millones de pesos más para la renta, sin opción de compra, de plataformas de perforación marina.8


      Las asignaciones continuaron en 2007. En los dos primeros años de Calderón, Pride obtuvo contratos por 5 mil 500 millones de pesos.


      Luego, la compañía cayó en desgracia. En 2009 sus ejecutivos fueron llevados a juicio por corrupción y ese mismo año se separó de Seahawk Drilling, que poseía 20 plataformas.


      Pride nunca se pudo reponer del desprestigio que le acarreó el escándalo de corrupción. En mayo de 2011 fue adquirida por Ensco PLC, una compañía de Londres que es la mayor perforadora de pozos petroleros en altamar.


      Ensco, por cierto, fue otra de las corporaciones favorecidas por el gobierno de Calderón con el negocio de las plataformas. Entre 2007 y 2009 recibió asignaciones por 9 mil 280 millones de pesos.


      La filial se esfuma


      Cuando Pride se separó de Seahawk, las tres filiales que tenía en México pasaron a la segunda compañía. Pero luego ésta se declaró en bancarrota y vendió parte de sus activos a la petrolera texana Hercules Offshore.


      Entre tanto reacomodo, los inversionistas estadounidenses se desentendieron de sus filiales mexicanas y dejaron de pagar impuestos. Los adeudos se multiplicaron, con sus respectivos recargos y multas, hasta que llegó el gobierno de Peña Nieto a su rescate y por decreto les perdonó el pago de mil 971 millones de pesos, equivalentes a 10% de los jugosos contratos que les habían otorgado Fox y Calderón.9


      La amnistía fiscal, decretada a inicios de 2013, no eliminó todas las deudas. Desde el inicio de la administración de López Obrador las autoridades hacendarias están a la caza de Central American Drilling —una de las filiales de Pride— para cobrarle impuestos que eludió, pero la compañía ya se esfumó.


      El 4 de junio de 2019 un notificador acudió al domicilio fiscal reportado por la empresa en avenida Malecón Caleta 75, en Ciudad del Carmen, Campeche, pero en el sitio lo que encontró fue una casa deshabitada, de dos plantas, que no corresponde al perfil de una corporación multinacional.


      El notificador le preguntó a un vecino si conocía la compañía Central American Drilling. “No sé, caballero, la verdad no tengo la menor idea dónde esté ubicada la empresa que busca y es la primera vez que escucho ese nombre”, le respondió.10


      Cuatro meses después, en octubre de 2019, el SAT reportó otra visita realizada al mismo domicilio y, de nuevo, un vecino negó que en ese lugar haya existido una empresa. “Pues acá junto siempre ha sido una casa, yo vivo aquí desde hace cuatro años, pero no he visto movimiento de nada”, dijo al notificador.11


      La filial de Pride había eludido el pago de impuestos al internar equipo para la perforación de pozos petroleros bajo el régimen de importación temporal. Al paso de los años, las autoridades fiscales descubrieron que nunca retornó esos equipos al extranjero, por lo cual permanecían ilegalmente en nuestro país, como contrabando. Tan sólo por tres pedimentos le requieren el pago de 5.4 millones de pesos en impuestos.


      La historia se repite con Noble Drilling


      Al igual que Pride, la multinacional Noble Drilling estuvo involucrada en una trama de corrupción y también gozó de los privilegios de tres gobiernos consecutivos. Fox y Calderón le pagaron 25 mil millones de pesos por la renta de plataformas de extracción petrolera, mientras que Peña Nieto le amplió contratos y le perdonó adeudos fiscales por 5 mil 589 millones.


      Para dimensionar: con el dinero que el gobierno de Peña le dejó de cobrar a la petrolera extranjera alcanzaba para mantener durante un año la operación de cuatro institutos nacionales de salud (el de cardiología, cancerología, pediatría y el de enfermedades respiratorias), que son fundamentales para la investigación, formación de especialistas y atención médica de miles de mexicanos. Tan sólo el Instituto Nacional de Pediatría atiende al año a más de 7 mil niños en el área de hospitalización, originarios de todo el país. El perdón fiscal a Noble también equivale al costo de construcción de 72 unidades médicas del IMSS.


      Noble le cobraba a Pemex 6 millones 300 mil pesos por la renta diaria de sus plataformas y pese a la bonanza que vivió en México, la corporación dejó de cumplir sus obligaciones ante el fisco, y acumuló adeudos en 14 filiales, todas ellas residentes en las Islas Caimán y Delaware. Es decir, además de no pagar sus impuestos, se llevó las utilidades a paraísos fiscales en el extranjero, donde gozaba de más privilegios tributarios. En el cuadro IV.2 se muestra la relación de empresas de Noble a las que Peña les eliminó adeudos.
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      Algunas empresas a las que se les perdonaron impuestos corresponden en realidad a los propios equipos de extracción que rentó el gobierno mexicano. Por ejemplo, Noble Leonard Jones LLC fue creada en Delaware e inscrita en el Registro Público de Comercio de México como inversión extranjera el 21 de julio de 200312 y su nombre corresponde a una plataforma petrolera que en distintos momentos ha arrendado Pemex, como ocurrió en el contrato 421006836, desarrollado dentro del paquete de proyectos Integrales Ku-Maloob-Zaap para extracción en el Golfo de México, por el equivalente a 190 millones de dólares y un periodo de ejecución de tres años.


      Otro caso es el de Noble Gene Rosser Limited, firma establecida en las Islas Caimán, cuyo nombre coincide con otra plataforma rentada por tres años a Pemex para explorar el yacimiento Cantarell, con un costo de 167 millones de dólares.


      El corruptor de Nigeria se muda a México


      El auge de Noble Drilling en México inició con Fox y se consolidó con Calderón. En el sexenio del primero se le asignaron a la multinacional contratos por 9 mil 842 millones de pesos, mientras que en la gestión del segundo sumaron otros 15 mil millones de pesos para la renta de plataformas marinas.


      A la par que vivía días de prosperidad en México, Noble echó a andar al otro lado del Atlántico una trama de corrupción. Entre 2003 y 2007 sobornó a funcionarios de aduanas de Nigeria para procesar documentos falsos con los que simularon la exportación y la reimportación de plataformas petroleras, cuando en realidad los equipos de extracción nunca se movieron; el esquema fue diseñado para salvar a la corporación petrolera de perder negocios y eludir gastos. Según la acusación de la SEC, presentada en noviembre de 2010 ante un tribunal del distrito sur de Texas, el gerente de Noble en Nigeria, James J. Ruehlen, fue quien preparó documentos falsos (11 permisos ilícitos), buscó la aprobación de los sobornos y procesó los pagos.13 La corporación asumió su responsabilidad y pagó multas por 8 millones de dólares.


      Tras el escándalo de los sobornos, Ruehlen fue removido de la dirección de Noble en Nigeria y sus superiores lo enviaron a otro paraíso de la corrupción: ¡a México! Aquí llegó en julio de 2011, como vicepresidente y gerente general, cargo en el que permaneció hasta julio de 2014. En su estancia en México, Noble volvió a gestionar y a obtener más contratos. En 2012 el gobierno de Calderón le otorgó dos, que en conjunto sumaron 165 millones de dólares, con alcance transexenal hasta 2015.14 Ya con Peña Nieto, la multinacional obtuvo en marzo de 2013 otra asignación, por 248 millones de dólares y una vigencia de tres años.15 Pero el mayor beneficio en ese sexenio fue la eliminación de sus adeudos fiscales.


      En agosto de 2014 Noble se separó de Paragon Offshore PLC, que poseía la mayor parte del negocio de perforación, y desde entonces son dos compañías separadas.


      A partir de esa ruptura, algunas filiales de Noble en México pasaron a manos de Paragon, con Ruehlen como director, y con ello cambiaron de titular los contratos suscritos con Pemex, como el 421003806 y el 421001871, vigente en 2016 para la renta de plataformas autoelevables.


      No obstante, la compañía no logró consolidar su presencia en nuestro país y el 13 de marzo de 2019 el Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México notificó la sentencia en la que se declaró en concurso mercantil a Paragon Offshore Contracting e inició la etapa de quiebra.


      ***


      Nabors, una de las mayores proveedoras globales de plataformas petroleras, acumuló contratos por más de 20 mil millones de pesos en los últimos 15 años en México16 y, pese a ello, también incumplió con sus obligaciones fiscales.


      En la amnistía fiscal que Peña Nieto otorgó en 2013 se eliminaron deudas por más de mil millones de pesos de tres filiales de Nabors, corporación que tiene su base de operaciones en Texas. Los mayores montos cancelados (866 millones de pesos) fueron a favor de empresas que ni siquiera están en México; son dos firmas offshore que tienen su base de operaciones en el paraíso fiscal de Bermudas.


      Paradójicamente, el mismo año que se eliminaron sus adeudos fiscales, Nabors recibió de Pemex —en ese entonces dirigido por Lozoya— cuatro contratos más para la renta de plataformas petroleras por 3 mil 913 millones de pesos, con vigencia hasta el año 2018. Al año siguiente vinieron otras dos asignaciones por mil 690 millones de pesos extra.


      Ocultan sobornos con empresas de consultoría


      La maraña de corrupción en Pemex, la cual se ha tejido durante décadas y ha permeado en todos los niveles, fue confesada con crudeza ante espías israelíes por José Carlos Pacheco Ledesma, un veterano funcionario de la petrolera mexicana:


      “Hay algunos que se arriesgan a tomar [los sobornos] en efectivo, y otros que a través de diferentes empresas lo van permeando”.17


      Este ingeniero petrolero de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), con maestría en administración por el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM), sabe de lo que habla. Durante un cuarto de siglo colaboró en Pemex, periodo en el que fue escalando posiciones. Inició en 1993 como analista de evaluación de proyectos en la dirección corporativa de finanzas, pasó luego al área de exploración como subgerente, luego como gerente de nuevos negocios y finalmente como asesor del director de Pemex Perforación, en donde se otorgaban algunos de los contratos más cuantiosos, principalmente para la renta de plataformas marinas.


      ¿Cómo se pagaban los sobornos? Pacheco les explicó a los espías israelíes, quienes simulaban ser inversionistas árabes: “Muchas de las ocasiones lo que sucede es que te dicen, bueno, pues en este contrato a lo mejor va el 15%, el 10%, el 2%… dependiendo de los montos”. ¿Y cómo se ocultaban esos pagos ilícitos? Con empresas de consultoría que emitían facturas por supuestos servicios. Un funcionario, por ejemplo, tenía una intermediaria de sobornos en Singapur, y otro ocultaba los pagos ilícitos mediante 20 compañías creadas por su papá.


      Según Pacheco, en los días en que Emilio Lozoya fue director de Pemex su secretario particular, Froylán Gracia, cobraba entre 50 mil y 100 mil dólares para conseguir una cita a los representantes de las compañías que buscaban hacer negocios.


      La conversación en la que Pacheco confesó el esquema de corrupción fue grabada clandestinamente el 23 de octubre de 2017 por espías de la agencia privada de inteligencia Black Cube Inc., la cual había sido contratada por la empresa Oro Negro, excontratista de Pemex. Hubo más funcionarios grabados a escondidas entre septiembre y noviembre de 2017, en reuniones realizadas en la Ciudad de México, Londres y Nueva York.


      Uno de los funcionarios con los que se reunieron los espías israelíes fue Gustavo Escobar Carré, quien algo sabrá del tema de la corrupción, pues fue uno de los involucrados en firmar los contratos en la refinería de Tula, obtenidos por Odebrecht mediante el pago de sobornos, según han confesado directivos de la corporación brasileña.


      La intención de los inversionistas de Oro Negro al contratar a la agencia de inteligencia fue obtener pruebas contra Pemex y demandar ante tribunales estadounidenses un supuesto trato inequitativo e injusto, por haberle quitado contratos para la renta de plataformas marinas.


      Las acusaciones contra Seadrill


      En las grabaciones clandestinas de Black Cube se menciona que una de las empresas que supuestamente pagó sobornos a funcionarios de Pemex fue SeaMex Ltd., creada en Bermudas por la corporación noruega Seadrill en una coinversión por partes iguales al 50% con el fondo de capital Fintech Advisory Inc., del empresario regiomontano David Martínez.18


      Los sobornos —según la acusación de Oro Negro ante un tribunal— fueron para que Pemex le diera un trato preferencial.


      “Hoy en México ya no hay perforadores extranjeros trabajando con Pemex, todos los sacaron”, se escucha la voz atribuida a Gustavo Escobar Carré, exsubdirector de Pemex Procura y Abastecimiento, en una grabación secreta. “Todos salvo Seadrill, ¿verdad? Seadrill es el único, porque sus contratos están protegidos.”19


      Seadrill se puso en la mira de sus competidores cuando a inicios de 2014 obtuvo contratos por adjudicación directa en Pemex por mil 800 millones de dólares, equivalentes a 23 mil millones de pesos al tipo de cambio de entonces, para rentar cinco plataformas marinas.


      Dichas unidades de perforación eran administradas por SeaMex, la filial de Seadrill señalada de sobornos en las grabaciones realizadas por los agentes de Black Cube.


      Cuando se dieron esos contratos, la compañía originaria de Noruega pero afincada en Bermudas ya le rentaba a la petrolera mexicana una unidad de perforación.


      La vigencia de los contratos asignados por dedazo, durante la gestión de Emilio Lozoya, era de seis años, lo cual significaba que tendrían alcance transexenal, más allá del gobierno de Peña Nieto.


      Ante las suspicacias de aparente favoritismo hacia Seadrill, Lozoya defendió la decisión de no haber convocado a una licitación, con el argumento de que en ese momento (2014) no había plataformas disponibles en el mercado.


      La buena fortuna de Seadrill se opacó cuando Lozoya fue cesado de Pemex, en febrero de 2016. Justo al medio año de su salida, la nueva directiva encabezada por José Antonio González Anaya comunicó a la compañía que, debido a los problemas financieros que enfrentaba la petrolera, se concluiría anticipadamente el contrato para la renta de la plataforma West Pegasus, lo cual le representaba una reducción de ingresos por 266 millones de dólares.20


      Pemex argumentó que no podía pagar la renta diaria de 356 mil dólares por la plataforma, así que mejor canceló. No obstante, Seadrill mantuvo vigentes los contratos en otras cinco unidades de perforación petrolera.


      Si las asignaciones directas para rentar esas cinco plataformas fueron en 2014, su vigencia debe expirar en 2020. Pero en el informe a inversionistas presentado en 2019 Seadrill reportó que los contratos concluirán entre los años 2021 y 2023.21


      La ampliación del plazo se negoció antes de que Peña Nieto saliera de la Presidencia de México.22 Fue una de las cargas financieras que le endilgó a la administración de López Obrador.


      ***


      Hay una compañía integrada a Seadrill que nació con un contrato bajo el brazo. A los 45 días de haber sido registrada en Campeche, Pemex la eligió para rentarle por cinco años, a un costo de 10 mil 300 millones de pesos, una plataforma petrolera que ni siquiera existía.23 Esa empresa tan afortunada se llama SeaDragon de México, y la siguiente es su peculiar historia.


      El 15 de marzo de 2007 Pemex publicó una convocatoria para rentar una plataforma de perforación semisumergible para operar en el Golfo de México.


      Justo un mes después, el 16 de abril, el empresario José Farrera Redondo —casado con una exdiputada del Partido Acción Nacional (PAN)— inscribió en el Registro Público de Campeche la empresa SeaDragon y casi de inmediato se apuntó para participar en la licitación convocada por Pemex.


      Al mes y medio, la empresa recién nacida ya había ganado su primer contrato. El 1 de junio de 2007 Pemex publicó que la ganadora de la licitación era SeaDragon, con un monto asignado de 958 millones 655 mil dólares, equivalente en aquel entonces a 10 mil 300 millones de pesos (el tipo de cambio estaba en 10.75 pesos por dólar). La vigencia de la renta de la plataforma era del 20 de junio de 2007 a diciembre de 2014.


      El 8 de junio, una semana después de la asignación del contrato, las acciones de SeaDragon fueron vendidas en 50 mil pesos a dos sociedades “de gaveta” también recién creadas. El 99% de las acciones quedaron en manos de SeaDragon Offshore Ltd., que había sido constituida en el paraíso fiscal de las Islas Caimán, y el 1% restante fue para su filial SeaDragon Consulting Services Ltd., que se había creado en Londres el 31 de octubre de 2006.


      La empresa creada en Campeche carecía de activos e infraestructura; no tenía ni siquiera la plataforma que le había rentado a Pemex, pues apenas se iba a construir en un astillero de Rusia. Pese a ello, SeaDragon de México era muy valiosa: tenía consigo un contrato multimillonario transexenal.


      Tan sólo por ello, la empresa mexicana recién nacida era codiciada por inversionistas extranjeros. Great Offshore de la India hizo negociaciones para quedarse con la empresa, y entre los activos a negociar estaba el contrato de Pemex. También hubo un acercamiento con una compañía de Inglaterra.


      Finalmente, SeaDragon de México fue adquirida por la multinacional petrolera Seadrill, que tiene operaciones en cuatro continentes.


      En torno a la empresa establecida en Campeche flota la sospecha de corrupción. ¿Quiénes estuvieron detrás de SeaDragon cuando fue creada? ¿Qué hilos se movieron para que obtuviera un contrato millonario sin contar con activos ni infraestructura? ¿A quién benefició?


      Transferencias fantasma


      La mañana del 8 de mayo de 2019 un empleado del SAT se presentó en la recepción de la Torre Zentrum, un edificio corporativo de 24 pisos ubicado en Santa Fe, para notificar a la empresa Accico Production Services que en una auditoría se había detectado una omisión en el pago de impuestos de transferencias millonarias realizadas al extranjero.


      El notificador subió al cuarto piso del edificio, supuesto domicilio fiscal de Accico, pero no pudo cumplir su encomienda porque el contribuyente ya había desaparecido. La dirección que había aportado a las autoridades fiscales en realidad corresponde a Regus, una compañía especializada en renta de oficinas por hora, por día, por semana o por mes. Según la descripción del propio notificador, las instalaciones tienen aproximadamente 60 cubículos, cada uno de los cuales puede ser rentado por una empresa distinta, aunque un mismo espacio llega a ser ocupado por dos o más, según las condiciones del contrato.


      Accico había rentado durante un tiempo uno de esos cubículos, y así simuló que se trataba de una compañía bien afincada en nuestro país. A pesar de que ocupaba una oficina virtual y carecía de infraestructura, Pemex le asignó —en consorcio con otras dos empresas— un contrato por 523 millones de pesos para la reparación de pozos petroleros en el yacimiento de Chicontepec.


      El contrato se otorgó en enero de 2012, en el último tramo del gobierno de Felipe Calderón. Siete años después de esta peculiar asignación, las autoridades fiscales determinaron que Accico era, en realidad, una empresa fantasma constituida por dos socios canadienses, que le compartían utilidades a Tarmex Oil Production Services Inc., una corporación ubicada en Calgary.24


      Tarmex Oil también es inversionista de Tarco Latin America, que durante el gobierno de Calderón obtuvo contratos en Pemex por 320 millones de pesos.25


      Este caso de presunta evasión fiscal requirió la intervención de la Administración de Fiscalización Internacional del SAT, que el 11 de marzo de 2019 solicitó la colaboración de la Agencia de Rentas del Gobierno de Canadá para validar las operaciones millonarias celebradas entre Accico y Tarmex Oil.26


      El 15 de noviembre de 2019, tras múltiples notificaciones en estrados e intentos de localizar a la empresa y a su representante legal, el SAT determinó publicar a Accico en el listado definitivo de contribuyentes que simulan operaciones, lo que en términos coloquiales se conoce como empresas fantasma.


      Accico había sido inscrita el 11 de mayo de 2010 ante el registro mercantil de Veracruz, para dar toda clase de servicios al sector petrolero y petroquímico. Sus socios o presuntos prestanombres eran Wayne Colin Bargholz y Stacey Russell Sander, originarios de Bassano y Coronation, dos diminutas poblaciones agrícolas de menos de 2 mil habitantes ubicadas en la provincia canadiense de Alberta.27


      ¿Corrupción? ¡No importa! Aquí tiene más contratos


      La impunidad se instaló en Pemex con tal descaro, que algunas corporaciones que reconocían haber cometido actos de corrupción no sólo libraban castigos en México, sino que incluso eran recompensadas con nuevos contratos.


      Así ocurrió con la compañía texana Key Energy Services, la cual desde mediados de 2014 era investigada por Pemex ante indicios de que había establecido una amplia red de sobornos, y pese a ello el gobierno de Enrique Peña Nieto le siguió otorgando contratos multimillonarios en pozos petroleros que siguen vigentes en el sexenio de López Obrador.


      La división de Pemex Exploración asignó a Key Energy un contrato equivalente a 642 millones de pesos en octubre de 2014, no obstante que desde inicios de aquel año había iniciado una investigación conjunta en Estados Unidos y en México por presuntos sobornos pagados por la compañía en la petrolera mexicana.


      La SEC reportó desde enero de 2014 a Key Energy que había detectado presuntas violaciones a la ley anticorrupción en su filial ubicada en Poza Rica, Veracruz. Las sospechas de irregularidades se confirmaron en abril de 2014, cuando empleados de Key México informaron a los investigadores que sabían que su gerente había prometido sobornos a uno o más funcionarios de Pemex.28


      Al recibir estos informes de su filial, Key Energy reportó el posible caso de corrupción a la SEC e inició una amplia investigación interna, que incluyó la revisión de pagos realizados a más de 600 proveedores.


      A la par, Pemex informó a la SEC que había iniciado una auditoría sobre los contratos que le había otorgado a la compañía estadounidense a partir de 2007, que sumaban 372 millones de dólares, principalmente en el campo petrolero de Chicontepec, en Veracruz.


      Todas estas señales apuntaban a que Key Energy quedaría fuera de futuros contratos. Sin embargo, el 30 de octubre de 2014 recibió una asignación por 153 millones de pesos y 36 millones 300 mil dólares para realizar trabajos integrales de reparación y mantenimiento de pozos petroleros, con un plazo de ejecución de dos años.29


      El plazo para concluir el contrato se fijó el 17 de septiembre de 2016. Sin embargo, dos días antes del vencimiento, Pemex le otorgó a la compañía una ampliación de siete meses más, hasta abril de 2017.30


      El colmo es que esa ampliación se otorgó un mes después de que la SEC notificó a Key Energy y a Pemex el informe final de su investigación, en la que confirmó que la empresa había incurrido en actos de corrupción en México, al pagar decenas de sobornos encubiertos por 685 mil dólares entre agosto de 2010 y mayo de 2014 a cambio de información de futuras licitaciones y por obtener ampliaciones de contratos.


      Los pagos ilegales fueron registrados en el sistema contable de Key México bajo los conceptos “asesoría de expertos sobre los contratos con las nuevas regulaciones de Pemex”, “Preparación de propuestas técnicas y económicas”, “Ejecución del contrato” y “Obsequios navideños”, según consta en el informe de la SEC del 11 de agosto de 2016.


      Todavía después del informe oficial que confirmó la trama de corrupción, Pemex volvió a entregar otro contrato a la compañía estadounidense a través de su filial Recursos Omega, S. de R. L. de C. V., que es la que emplea a los trabajadores que ejecutan las obras en los pozos petroleros.


      La filial de Key Energy formó un consorcio con las empresas mexicanas Química Apollo, Especialización Profesional de Personal, Sistemas Integrales de Compresión (SIC) y Geolis, S. A. de C. V., las cuales obtuvieron el 7 de mayo de 2018 un contrato para la reactivación y mantenimiento de pozos que estaban cerrados en la región productora sur, en un esquema de pago por tarifa a partir del ingreso generado por la comercialización de la producción petrolera.


      Una de las empresas de este consorcio también había estado involucrada antes en irregularidades. Se trata de Sistemas Integrales de Compresión, la cual fue inhabilitada en julio de 2016 por Pemex por un plazo de ocho meses, debido a que supuestamente presentó información falsa durante una licitación.31


      El contrato asignado a la filial de Key Energy y a sus asociadas es plurianual, pues tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 2024; es decir, abarcará todo el sexenio de Andrés Manuel López Obrador.32 Es otra pieza de la oscura herencia de Peña Nieto.


      Negociaban contratos por correo electrónico


      Key Energy tiene su base de operaciones en Houston, Texas, y desde 2007 realiza servicios de perforación en la zona norte de Veracruz. Pemex es uno de sus principales clientes a nivel global, y representaba aproximadamente 10% de sus ingresos anuales.


      En 2007 obtuvo su primer contrato en Pemex y desde entonces ha facturado en la paraestatal más de 8 mil millones de pesos.


      La transnacional multiplicó sus contratos durante el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa, cuando Pemex estaba a cargo de Jesús Reyes Heroles y de Juan José Suárez Coppel.


      Uno de los contratos más cuantiosos correspondió a una ampliación por 60 millones de dólares asignada mediante el pago de sobornos.


      Del mecanismo para negociar ese contrato quedó constancia en una red de correos electrónicos entre un funcionario de Pemex y directivos de la empresa. Así fue el modus operandi:


      En 2008 Key México ganó la licitación 424048861, también identificada como contrato 8861, para servicios de extracción petrolera en la región norte de Veracruz.


      El contrato se firmó el 26 de septiembre de 2008, con un plazo inicial de ejecución de 24 meses y un monto de 65 millones de dólares, equivalentes a 727 millones 81 mil 890 pesos, al tipo de cambio vigente.


      El plazo original de terminación era el 25 de septiembre de 2010, pero éste se amplió al año siguiente con la intervención de un contacto que Key tenía dentro de Pemex.


      El 15 de febrero de 2011 el funcionario de Pemex involucrado en esta trama de corrupción remitió al gerente de Key México, desde su cuenta institucional de correo electrónico, una cadena interna de mensajes con directivos de la paraestatal, en los que escribió: “Estoy enviando esto para su información y por lo que estamos listos”. Los archivos adjuntos en la cadena de correo electrónico incluyeron notas internas de Pemex, relativas a futuras nuevas licitaciones.


      En ese momento todavía no se había anunciado públicamente el plan de Pemex sobre nuevos contratos. Sin embargo, la petrolera texana ya contaba con información privilegiada antes que los demás postores.


      El gerente de Key México recibió la información de las licitaciones en un correo electrónico enviado por el funcionario de Pemex. De inmediato escribió a sus superiores en Houston, incluyendo a un vicepresidente: “Las ofertas están llegando ahora”.


      El alto ejecutivo de la multinacional, en vez de cuestionar cómo es que su representante en México había obtenido información confidencial de Pemex, alentó a que se negociara una ampliación al contrato 8861 que se había firmado en 2008 y que todavía estaba vigente. En otro correo electrónico, propuso: “¿Por qué no los convencemos para agregar 90 millones de dólares para el paquete actual?”


      Una semana después, el 23 de febrero de 2011, el funcionario de Pemex corrompido por Key Energy envió desde su cuenta oficial de correo electrónico un memorándum interno, en el cual directivos de la paraestatal recomendaban un aumento de 60 millones de dólares al contrato 8861. “Le estoy enviando esto, para que vea que estoy trabajando”, escribió el funcionario al gerente de Key México.


      El 24 de marzo de 2011 se concretó la modificación del contrato 8861, con una ampliación de 60 millones de dólares, justo como se había anticipado un mes antes por correo electrónico.


      El funcionario de Pemex implicado siguió proporcionando al menos hasta 2014 información confidencial y asistencia a Key México sobre presupuestos y ejecución de otros contratos. En recompensa, los ejecutivos de la compañía le triangularon sobornos a través de una falsa empresa de consultoría.


      Tantas pruebas y detalles sobre el mecanismo de corrupción no fueron suficientes para encarcelar a los responsables. La compañía involucrada ni siquiera fue inhabilitada.


      “Destrúyase después de leer”


      Como en las películas de espías, los ejecutivos de empresas transnacionales y funcionarios de Pemex han negociado documentos ultrasecretos del tipo “Sólo para sus ojos” o “Quémese después de leerse”, para no dejar evidencia escrita de sus arreglos oscuros.


      Pero no siempre se han salido con la suya. En ocasiones los delatores han terminado por confesar la forma en que acordaban a escondidas los pagos ilícitos.


      Así ocurrió con Misao Hioki, un exejecutivo de Bridgestone, una corporación originaria de Japón, quien confesó en una corte de Houston que durante cuatro años había tenido tratos ocultos con funcionarios para pagarles sobornos a cambio de contratos para vender mangueras marinas utilizadas para carga y descarga de hidrocarburos en altamar.33


      Bridgestone confirmó, en un acuerdo de culpabilidad ante una corte del distrito sur de Texas, que los acuerdos oscuros en Pemex ocurrieron entre 2004 y 2007, durante los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón.34


      Pese a que este caso de corrupción ocurrió hace más de 10 años, nunca se habían contado los detalles de las transacciones.


      Los expedientes judiciales detallan que el 31 de mayo de 2004 el gerente de la sección de mangueras marinas de Bridgestone en Japón envió un correo electrónico a un empleado de la filial en Houston en el que le daba instrucciones para contactar a un funcionario de Pemex que pudiera ayudarles a obtener un contrato.


      Para no dejar rastro de las negociaciones, el directivo japonés ordenó: “No mencione ningún asunto de comisiones en sus correos de ahora en adelante; en su lugar, comuníquese por teléfono sobre este tema”.


      Y, efectivamente, los mensajes se restringieron durante meses, hasta que el 17 de octubre de 2005 un empleado de Bridgestone en Houston envió un correo al corporativo en el que sugería invitar a Japón al funcionario de Pemex para fortalecer la relación “y tenerlo de nuestro lado”.


      Casi un año después, el 5 de septiembre de 2006, surgieron indicios de la negociación de presuntos sobornos encubiertos como comisiones.


      Aquel día, un empleado de Bridgestone en Houston transmitió vía fax a Japón un documento en el que solicitaba que 24% del monto del contrato con Pemex se reservara para comisiones, incluido 5% para un funcionario de “nivel superior” y 5% para otros empleados.


      El documento era ultrasecreto, por lo que incluía la leyenda “Leer y destruir”.


      A las dos semanas, los empleados de Pemex involucrados en esta trama de corrupción le enviaron a Bridgestone información confidencial sobre una adquisición de mangueras marinas que pretendía realizar la petrolera mexicana.


      Según un intercambio de correos realizado el 19 de septiembre de 2006, los empleados de Pemex habían intervenido para asegurar que Bridgestone se quedara con el contrato. El 25 de enero de 2007 la división dedicada a vender mangueras marinas envió por correo una factura desde su oficina en Nashville, Tennessee, que amparaba el cobro del contrato asegurado con la ayuda de los empleados de Pemex.


      En el periodo en que ocurrieron estas negociaciones encubiertas (2004-2007) Bridgestone Industrial Products of America Inc. obtuvo cuatro contratos en Pemex por 47 millones de pesos para venderle mangueras marinas.35


      ***


      Las multinacionales de tecnología SAP, de Alemania, y Hewlett Packard (HP), de Estados Unidos, sobornaron con viajes de lujo a un funcionario de Pemex para obtener contratos multimillonarios y, pese a haber confesado este acto de corrupción, nunca fueron castigadas por las autoridades mexicanas.


      Al contrario. Después de que el gobierno mexicano supo de los sobornos pagados en Pemex, entregó más contratos a ambas corporaciones por el equivalente a 5 mil millones de pesos.


      El 9 de abril de 2014 Hewlett Packard reconoció ante autoridades estadounidenses su responsabilidad en un esquema de corrupción internacional que alcanzó a México, Rusia y Polonia. Tras ser notificado de esta trama de sobornos, el área jurídica de Pemex promovió el 2 de diciembre de aquel año un litigio en una corte de California, en la que pedía a HP una indemnización por daños y perjuicios.


      Sin embargo, a los pocos días, el 31 de diciembre de 2014, Pemex informó a sus inversionistas que había perdonado a la empresa de tecnología. “El Órgano de Control Interno de Petróleos Mexicanos concluyó su investigación interna luego de no encontrar ningún pago inapropiado”, reportó en su informe anual presentado a la bolsa.


      Lo anterior a pesar de que, en el litigio promovido en California, Pemex describió con detalle el modus operandi de la trama de sobornos de HP y los nombres de los involucrados, incluido el exsubdirector de Infraestructura Tecnológica de Pemex, Manuel Reynaud Aveleyra, quien fue el funcionario presuntamente corrompido con regalos y viajes de lujo.


      Según la acusación, además de los viajes, HP pagó sobornos por 1.6 millones de dólares entre 2008 y 2009 (durante el gobierno de Calderón), los cuales fueron encubiertos como pago de asesoría y comisiones a una intermediaria en la que había sido directivo un exfuncionario del área de tecnología de Pemex. Los pagos fueron a cambio de contratos de paquetes de software y aplicaciones tecnológicas avanzadas por 6 millones de dólares.


      Reynaud Aveleyra —el funcionario acusado de corrupción— trabajó menos de un año y medio en Pemex, pero ese tiempo le bastó para que fuera invitado a realizar al menos 11 viajes gratis al extranjero patrocinados por HP y el proveedor alemán SAP. El 16 de enero de 2008 se integró a la petrolera, y a los tres meses recibió su primera invitación para viajar a una conferencia de tecnología en Orlando, Florida.


      Luego vinieron invitaciones para ir a Miami, Río de Janeiro, Las Vegas (HP le ofreció hospedaje en el lujoso hotel-casino The Venetian), San Francisco y Cupertino, en California.36


      El exfuncionario de Pemex es aficionado al automovilismo, por lo que HP le ofreció llevarlo en junio de 2009 a una reunión en Chicago con un piloto profesional. Justo un año antes, la misma empresa de tecnología lo había invitado al Principado de Mónaco, donde se realiza el Grand Prix, uno de los circuitos más antiguos de Fórmula 1.


      La proveedora alemana SAP supo de la debilidad del funcionario por el automovilismo y también lo invitó a Mónaco, pero en mayo de 2009, con todos los gastos pagados, incluidas las entradas al Grand Prix y hospedaje en el exclusivo hotel Columbus.37


      El viaje de placer lo pagó SAP cinco meses después de que Pemex le otorgó un contrato por asignación directa equivalente a 30 millones de dólares.


      SAP realizó una investigación interna en junio de 2009 y confirmó que directivos de la multinacional tecnológica habían violado el código de conducta al invitar al funcionario de Pemex a Mónaco. Por este viaje patrocinado por un proveedor, Pemex despidió al funcionario el 6 de junio de 2009.


      Los indicios de corrupción, sin embargo, no impidieron que SAP siguiera como proveedor privilegiado no sólo en Pemex, sino en general en el gobierno federal.


      Entre 2009 y 2018 los contratos sumaron 2 mil 548 millones de pesos. Las mayores asignaciones ocurrieron en 2011, cuando Pemex dio tres sin licitación por más de 100 millones de dólares por licencias de software, actualización, capacitación y soporte técnico.38


      Con Hewlett Packard ocurrió una historia similar. El 9 de abril de 2014 esa corporación reconoció haber incurrido en corrupción en México, pero eso no fue obstáculo para que cinco días después el gobierno de Enrique Peña Nieto le asignara directamente un contrato por 6 millones de pesos para el mantenimiento de servidores en el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen).


      Y los contratos fluyeron más cuantiosos en los meses y años siguientes. Paradójicamente, el mejor año para HP fue el posterior a su confesión de que incurrió en corrupción en México. En 2015 la administración de Peña Nieto le otorgó asignaciones equivalentes a mil 813 millones de pesos, casi todo para dar servicios en el SAT.


      Entre 2014 y 2018 el gobierno federal le asignó 2 mil 466 millones de pesos, y al menos 700 millones fueron directamente, sin licitación, un procedimiento que entre proveedores y funcionarios corruptos es llamado coloquialmente “contrato por dedazo”.39


      ***


      Paradigm BV, una proveedora holandesa de software para la industria energética, vivió una historia similar a la de SAP y HP, al granjearse a un funcionario de Pemex con obsequios y viajes.


      La compañía pagó 22 mil dólares entre 2004 y 2005 en el entretenimiento de un ejecutivo de la petrolera que la auxiliaba con dos subcontratos.


      La empresa, a través de su filial AGI Mexicana, S. A. de C. V., le pagó un viaje en su cumpleaños al Valle de Napa, la famosa región vitivinícola de California, que incluyó visitas a bodegas, bebidas y cenas.


      Además, el funcionario pidió a los directivos de Paradigm que le consiguieran empleo a un hermano, a lo cual accedieron y lo contrataron como chofer.40


      La raíz. Cómo se arraigó el mecanismo para la corrupción


      Empresas fantasma, prestanombres, sobornos ocultos en paraísos fiscales, triangulación financiera, sobrecostos en obras y servicios, colusión de contratistas para simular competencia… Todos éstos son mecanismos ilegales a los que con frecuencia han recurrido los corporativos para obtener beneficios económicos. Esta forma de operar corrupta no es reciente. Se ha arraigado en Pemex de tal manera que, para entender la descomposición que se vive en la petrolera estatal, es necesario remontarnos al pasado.


      En el ámbito de los negocios, se les llama cártel a aquellas empresas que se ponen de acuerdo para elevar precios, sacar del mercado a competidores, limitar la oferta y obtener beneficios compartidos del gobierno. Tal como ocurre con los cárteles criminales, las corporaciones coludidas se distribuyen las utilidades de manera encubierta.


      El caso más emblemático a nivel global de una cartelización de empresas ocurrió en Brasil, cuando Odebrecht y otras 15 compañías se pusieron de acuerdo a partir de 2006 para turnarse los contratos de la petrolera brasileña Petrobras, con la complicidad de funcionarios que recibían una comisión por cada asignación. Los costos se inflaron tanto que de ahí salía financiamiento para múltiples campañas electorales. Este cártel quedó al descubierto en 2014, al ponerse en marcha el operativo Lava Jato, que al paso de los años exhibió una red de corrupción que se extendió a 12 países, incluido, por supuesto, México.


      México tuvo, 30 años antes que Brasil, su propio cártel al estilo Lava Jato, con una idéntica forma de operar, aunque en menor escala.


      ***


      A inicios de 1977, en pleno auge petrolero, que llegó a ubicar a México como el cuarto productor mundial de crudo, Pemex emprendió un programa para adquirir modernos sistemas de compresión que le permitieran terminar con la pérdida de gas natural (el cual se quemaba sin ninguna utilidad), capturarlo y comercializarlo en el extranjero. Para concretar el plan, el gobierno del entonces presidente José López Portillo negoció una línea de crédito de mil 200 millones de dólares con Estados Unidos. Tal cantidad de recursos despertó el apetito de compañías especializadas, que se apuntaron para convertirse en proveedores de equipos. Muy pronto surgieron arreglos oscuros. A finales de junio de 1977 el presidente de la corporación texana Crawford Enterprises Inc. acordó con dos funcionarios de Pemex un soborno equivalente a 5% del valor de los contratos de equipos de compresión. Los pagos ilícitos eran transferidos a través de una empresa “fachada”, de nombre Grupo Industrial Delta, y los servidores públicos corruptos eran identificados con la clave “folks” o “amigos”.41


      Gary Bateman, gerente de comercialización de Crawford, contactó a otras corporaciones estadounidenses y las invitó a participar como subcontratistas de Pemex, con su respectivo pago de soborno. Poco a poco fue armando un cártel de empresas. A C.E. Miller Corporation, afincada en California y dedicada a la fabricación de sistemas de compresión para la industria petrolera, Bateman le solicitó una comisión de 2%. Los directivos aceptaron y en menos de dos años Miller obtuvo 14 subcontratos por 79 millones de dólares. Algunos de los sobornos eran ocultados como comisiones mediante dos empresas ficticias, de nombre Empaques y Cartón Corrugado y Centaur Engineering.


      Bateman también invitó a participar como subcontratistas a los directivos de la compañía texana Ruston Gas Turbines Inc. El acuerdo fue que Ruston auxiliaría a Crawford en proveer turbinas y sistemas de compresión, y colaboraría con C.E. Miller en los subcontratos. Un porcentaje del dinero que cobraron fue a dar a sobornos para los funcionarios de Pemex, en una peculiar triangulación. Ruston le pagó a Miller y esta compañía a su vez le transfirió a Crawford; luego, el dinero pasó a Grupo Delta, que encubrió los pagos ilícitos a los “folks” o “amigos”.


      Al cártel de empresas se sumó International Harvester Company, a través de su división de turbinas solares, la cual consiguió en dos años asignaciones de Pemex por aproximadamente 112 millones de dólares y en cada contrato se incluyó un 5% de sobreprecio que fue para pagar el soborno a los funcionarios. El dinero —una vez más— fue triangulado de Harvester a C.E. Miller, luego a Crawford y de ahí a Grupo Delta, que fungía como empresa “fachada”.


      Bateman dejó Crawford Enterprises en febrero de 1979 y creó en Texas su propia compañía, de nombre Applied Products Overseas Inc., con la cual también emprendió negocios sucios con Pemex. El 15 de marzo de 1979 se reunió con un funcionario del área de compras de la petrolera mexicana, a quien le ofreció pagarle una comisión de 30% de las ganancias derivadas de cada contrato. El funcionario estuvo de acuerdo, pero aclaró que primero lo tenía que discutir con sus superiores.


      En reuniones posteriores, se acordó que el soborno se dividiría con más funcionarios de Pemex, y que los pagos se simularían como comisiones, con facturas de una empresa fantasma llamada Mexequipo. Como resultado de ese acuerdo, Applied Products Overseas obtuvo en dos años aproximadamente 5 millones de dólares en órdenes de compra de Pemex.


      En conjunto, las empresas involucradas en esta conspiración obtuvieron contratos por 225 millones de dólares, a cambio de 9 millones 960 mil dólares de sobornos. Una porción de los pagos ilícitos a los funcionarios fue a dar a cuentas en Suiza, en el Swiss Volksbank, de Zurich, ya desaparecido.42


      Dos altos funcionarios estuvieron involucrados en la recepción de los sobornos: Ignacio de León Martínez y Jesús Chavarría García, quienes fungían como gerente comercial y de explotación de Pemex, respectivamente. Sin embargo, los indicios de involucramiento en esta trama de corrupción apuntaban más alto, hasta el entonces director de la petrolera, Jorge Díaz Serrano, e incluso al presidente. Desde aquellos días la impunidad ha cobijado a quienes ocupan las más altas posiciones de poder.

    

  


  
    
      V


      La entrega total


      La reforma energética para las multinacionales


      Las fantasías y mentiras de Peña Nieto


      Enrique Peña Nieto alzó victorioso el decreto que acababa de firmar. Los gritos y chiflidos de júbilo se escucharon desde el fondo del patio de honor de Palacio Nacional. En el estrado, el gobernador de Veracruz, Javier Duarte, aplaudía con entusiasmo, sonriente. A escasa distancia, Roberto Borge, de Quintana Roo, y César Duarte, de Chihuahua, se unían a la ovación. Mezclado entre la concurrencia, Emilio Lozoya atestiguaba, discreto, la ceremonia de promulgación de la reforma energética, en la que él tendría un papel protagónico como director de Pemex; ahora tendría mayor margen de maniobra para acordar negocios con inversionistas extranjeros. Era el mediodía del 20 de diciembre de 2013 y todo era alegría entre tirios y troyanos. Las diferencias habían quedado a un lado. El propio presidente volteó a su derecha y aplaudió en agradecimiento al panista Ricardo Anaya, presidente de la Cámara de Diputados, por haber impulsado los cambios constitucionales. Luego, giró a la izquierda para extender su gratitud al presidente del Senado, el priista Raúl Cervantes, el abogado que lo defendió en el caso del Monexgate.


      Peña Nieto y sus aliados políticos estaban convencidos de que aquel día quedaría para la historia. Ya se veían en las futuras efemérides como los héroes que nos dieron reforma energética. Así que la ocasión ameritaba frases célebres, para recordar: “Inicia una nueva etapa para el desarrollo del país”; “hemos abierto las puertas de un futuro mejor”; “es tiempo de que los recursos energéticos del país sean un factor real de crecimiento, que se sienta y se note en la vida cotidiana”. Y mezcladas, entre las frases, vinieron las promesas: “Las empresas tendrán más energía y a menor precio”; “la reforma energética apoyará la economía de las familias mexicanas al reducir el costo de la luz y el gas”; “se producirá más gas y ese gas se podrá utilizar para generar electricidad a un costo menor, lo que reducirá las tarifas”.


      A la vuelta de los años, las promesas no se cumplieron. Las tarifas eléctricas no bajaron, al contrario, subieron. Las finanzas de Pemex y de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) se hundieron. La producción petrolera cayó a su peor nivel histórico. Y las beneficiadas con la reforma resultaron —otra vez— las grandes multinacionales, que encontraron en México un campo propicio para multiplicar sus negocios y sus ganancias.


      ***


      Las tarifas eléctricas domésticas, las que paga cualquier ama de casa, subieron 14% entre 2013 —cuando se aprobó la reforma— y 2019. Para los comercios los aumentos fueron de 22% en el mismo periodo, mientras que los cobros por media y alta tensión, de uso industrial, se elevaron hasta 35%. Pero el mayor golpe fue para el sector de los servicios —que incluye el alumbrado público— con incrementos de 65 por ciento.1


      El balance negativo se extendió al propio gobierno. La CFE perdió 7 mil 820 millones de pesos tan sólo en 2018, al haber tenido que crear una filial para hacer el trabajo operativo y administrativo de los inversionistas privados, que son ahora sus propios competidores dentro del mercado eléctrico. Como los contratos de estas compañías estarán vigentes hasta 2039, las pérdidas acumuladas podrían alcanzar los 160 mil millones de pesos.2 Equivale a otorgar un subsidio a los inversionistas; ellos ganan y el Estado pierde.


      Desde la aplicación de la reforma se han otorgado mil 188 nuevos permisos para generadores privados de electricidad y hay algunas multinacionales que han encontrado en la figura del autoabastecimiento la forma de acceder a costos bajos de energía. Con ese esquema operan 303 centrales que despachan energía a 70 mil 318 socios.


      Entre esos generadores privados la Secretaría de Economía ha detectado a verdaderos “parásitos”, que con un capital mínimo de un dólar (20 pesos) utilizan la infraestructura de transmisión y distribución de la CFE. “Al vencimiento de los contratos [en 20 años], estas centrales podrán instalarse en el mercado, después de haber sido subsidiadas”, advierte un diagnóstico interno de la dependencia. Y cita el ejemplo de una empresa autoabastecedora sin consumo propio, con capacidad superior a 200 MW, que tiene más de 7 mil socios, de los cuales 80% son oficinas y comercios de grandes corporativos. Otro caso en este esquema de exenciones es el de una empresa que participa en el mercado con 14 centrales eléctricas, con una potencia de más de mil 700 MW y mil 316 “socios”, que dan servicio a grandes consumidores industriales que pagan precios muy bajos de transmisión en todo el país. Aquí, una vez más, el costo se carga sobre la CFE para beneficio de grandes empresas.


      Aun antes de la reforma existía la figura de productores externos de energía, que son empresas privadas que generan electricidad para venderla a la CFE; para ello, la empresa estatal les ha dado todo tipo de facilidades: adquisición de terrenos, construcción de centrales y su interconexión a la red eléctrica; suministro y transporte de combustibles; estudios técnicos de factibilidad, permisos y licencias.


      Con la reforma energética se protegió a esos productores externos, al establecer que sus contratos de suministro por 25 años deben ser respetados y, cuando concluyan, sus instalaciones no pasarán a ser propiedad de la CFE, sino que se integrarán al mercado eléctrico como competidores. Un negocio redondo con subsidio estatal. Al cierre de 2019 había en operación 33 centrales bajo este esquema.


      Ya con la reforma en marcha, han sido asignados tres contratos de producción externa a dos corporaciones españolas. La Central de Ciclo Combinado Norte III, en Chihuahua, se otorgó en enero de 2015 a las empresas Abeinsa y Abener, filiales de Abengoa. En noviembre del mismo año Iberdrola obtuvo el contrato para operar una planta en Nuevo León, y en abril de 2016 se quedó con la planta Topolobampo II.


      Las inversiones conjuntas de estos tres proyectos superan los mil 270 millones de dólares, pero las corporaciones españolas tienen garantizada su recuperación, pues le venderán a la CFE toda la energía que generen hasta 2044.


      ¿Y quién gana? Mitsui, Mitsubishi, Iberdrola,

      Naturgy, InterGen…


      La CFE dejó de construir centrales eléctricas y cedió a extranjeros la generación de energía bajo la figura de productores independientes. La primera planta bajo esta modalidad se autorizó en marzo de 1997, durante la Presidencia de Ernesto Zedillo, a favor del consorcio AES Mérida III, en el que participaba la compañía japonesa Nichimen (que luego se fusionó con Nissho Iwai Corporation, para crear el grupo Sojitz, con sede en Tokyo); fue así que se construyó una planta de ciclo combinado con dos turbinas de gas y una de vapor en la ciudad industrial Felipe Carrillo Puerto, en Yucatán. Luego este esquema se replicó y se volvió práctica común en los siguientes sexenios. Se amplió la infraestructura eléctrica en el país, pero quedó en manos de multinacionales.


      Las condiciones ventajosas acordadas en las asignaciones se convirtieron en una pesada carga financiera para la CFE. En 2019, por ejemplo, los compromisos con 33 productores independientes fueron de 127 mil millones de pesos, de los cuales 40% fue por la venta de electricidad y 60% por cargos adicionales pactados en los contratos.3


      De seguir estas condiciones, el desembolso en las próximas dos décadas se aproximará a los 2 billones de pesos, según la estimación de la CFE. Por eso se ha planteado la necesidad de revisar las condiciones de los contratos.


      ¿Y quién gana con este esquema? En las plantas externas o independientes se ha tenido inversión de corporaciones de Japón (Mitsui, Mitsubishi, Nachimen y Sojitz), de España (Iberdrola, Acciona, Abengoa, Unión Fenosa, ahora Naturgy), de Italia (Enel), de Corea (KST), de Canadá (Transalta), de China (InterGen), de Estados Unidos (Sempra) y del Reino Unido (Actis). Las pérdidas para la CFE son ganancias para estas transnacionales de la energía.


      ***


      El mayor proveedor de energía para la CFE es Iberdrola, que opera, entre otras, plantas generadoras en Altamira, Tamaulipas; en Torreón, Coahuila; en Tamazunchale, San Luis Potosí, y en Monterrey, Nuevo León. Tan sólo en 2019 la CFE tenía previsto el desembolso de 23 mil millones de pesos en pagos a esta corporación española, la cual incursionó en este negocio justo 20 años antes, cuando en 1999, durante el gobierno de Zedillo, obtuvo permiso para construir y operar una central eléctrica en Monterrey; su expansión se dio en el sexenio de Vicente Fox, con otras dos autorizaciones. En ese periodo, por cierto, el titular de la Secretaría de Energía fue Felipe Calderón, quien a la vuelta de los años se integraría como miembro independiente del Consejo de Administración en una filial de Iberdrola.


      Unión Fenosa es otra corporación madrileña que fue, durante varios años, el segundo proveedor en importancia de la CFE, con plantas generadoras en Hermosillo y Nogales, Sonora; en Tuxpan, Veracruz, y en Durango. Pero la compañía desapareció en 2009 cuando fue adquirida por Gas Natural y se transformó en Naturgy. En algún momento hubo intereses en estas plantas de otro gigante de la energía, Repsol, con una participación accionaria, que luego vendió.


      Grupo Acciona, también de capital español, ha incursionado recientemente como productor independiente, con tres complejos eólicos en el istmo de Tehuantepec, en Oaxaca, con capacidad de 306 MW, que equivale a suministrar energía a 700 mil hogares.


      InterGen, otro gran proveedor de energía de la CFE, ha integrado en distintos momentos capitales provenientes de Estados Unidos, China, Canadá y el Reino Unido. Esta compañía, nació en 1995 en Boston, Massachusetts, y llegó a México en 2000, con una planta en Mexicali, Baja California. A los dos años obtuvo otra concesión en San Luis de la Paz, Guanajuato, y en 2008 consolidó su presencia en el mercado energético al comprarle a la compañía Transalta, de Canadá, dos centrales eléctricas, una en Ciudad Juárez, Chihuahua, y otra en Campeche, que operaban también en el esquema de productores independientes. En 2011 las corporaciones China Huaneng Group y Guangdong Yudean Group Co., Ltd. adquirieron 50% de las acciones de InterGen y la otra mitad quedó en manos del sistema de Pensiones de Maestros de Ontario (OTPP), que administra los fondos de retiro de 303 mil profesores canadienses.


      Es tan jugoso el negocio de InterGen con la CFE que en abril de 2018 la firma de inversión Actis, que tiene su sede en Londres, les compró a los inversionistas chinos y canadienses el portafolio de la compañía en México, que incluye seis plantas de generación eléctrica de ciclo combinado (gas y vapor), un proyecto eólico en Tecate, Baja California, en asociación con Sempra, de California; tres estaciones de compresión de gas y un gasoducto de 65 kilómetros.


      Las multinacionales petroleras toman el mercado


      Cuando planteó la reforma energética al Congreso, Peña Nieto argumentó que Pemex requería una inversión anual de 60 mil millones de dólares y sólo contaba con un presupuesto de menos de la mitad, por lo que se requería la participación de inversionistas privados para sumarse a las actividades de exploración y extracción. Fue así que en los primeros cuatro años de la reforma se han adjudicado 112 contratos petroleros y entre las beneficiadas hay 33 compañías de 16 países.


      Han obtenido contratos las petroleras estadounidenses ExxonMobil, Chevron, Talos Energy LLC, Murphy Worldwide, Fieldwood Energy LLC, American Oil Tools, Roma Energy Holdings, Verdad Exploration, Tubular Technology y GX Geoscience Corporation; las compañías británicas Capricorn Energy, Premier Oil PLC, BP Exploration, Ophir Energy y Shell; las canadienses Renaissance Oil Corp y Sun God Resources y las corporaciones chinas Shandong Kerui Oilfield y China Offshore Oil Corporation.


      Además, Eni de Italia, Canamex Dutch BV de Holanda, Inpex de Japón, Petronas Carigali de Malasia, Statoil de Noruega, Total de Francia, Deutsche Erdoel AG de Alemania, Repsol de España, Lukoil de Rusia y Cheiron Holdings de Egipto. En el listado también hay corporaciones latinoamericanas, entre ellas las argentinas E&P Hidrocarburos y Pan American Energy, y las colombianas Ecopetrol y Conequipos.


      Con la reforma constitucional se abrió, además, la participación de nuevos competidores y se liberaron los precios de los petrolíferos, con lo cual las gasolineras de Pemex dejaron de ser las únicas en el mercado.


      En cuatro años se dio entrada a 51 marcas de gasolina, entre ellas a las cuatro multinacionales más grandes del sector de hidrocarburos: las británicas Shell y British Petroleum, la estadounidense ExxonMobil y la francesa Total. A ellas se han sumado otras gigantes petroleras, como Phillips 66, Chevron, Gulf Oil, Marathon Petroleum (con su marca de gasolineras Arco), Repsol de España, Sunoco y Glencore de Suiza en sociedad con el consorcio G500.


      Más multinacionales han ingresado al sector energético a través de la importación de combustibles. Trafigura, legalmente constituida en Singapur pero con su matriz en la isla caribeña de Curazao; la holandesa Vitol, la británica Shell y las firmas estadounidenses Koch Supply & Trading, Tesoro Corporation, Valero Energy y Exxon obtuvieron permisos en el último tramo del anterior sexenio que les permitirá importar enormes volúmenes de combustible hasta 2038.


      El mayor volumen autorizado fue para ExxonMobil, que podrá importar hasta 464 mil millones de litros de gasolina en 20 años, seguido de Tesoro México Supply & Marketing, que opera las gasolineras Arco, con un volumen autorizado de 261 mil millones de litros. Ya durante el gobierno de López Obrador se otorgaron más permisos de importación a otras corporaciones extranjeras, entre las que se encuentran la holandesa Vitol, la francesa Total Atlantic y la texana Petrotamps, filial de Luxemborg Trading LLC.


      Los beneficios a las grandes corporaciones se ampliaron al desarrollo de infraestructura. TC Energy, de Canadá, ha participado en la construcción de una red de mil 500 kilómetros de gasoductos que van del sur de Texas al golfo y al centro del país, y que representan una inversión de casi 60 mil millones de pesos. Las obras han sido suspendidas por orden judicial, ya que afectaban territorios de comunidades indígenas (nahuas, totonacas, otomíes y tepehuanos) en al menos tres estados.


      En el mayor de los gasoductos, que va de Texas a Tuxpan, TC Energy se asoció con IEnova, filial de la compañía estadounidense Sempra Energy, la cual, además, tiene entre sus activos Los Ramones, otra línea de conducción que corre del sur de Estados Unidos a la región industrial del bajío. Uno de los tramos de ese ducto fue construido por un consorcio en el que participaba Odebrecht, en un contrato por mil millones de dólares asignado en forma turbia por Pemex.


      ***


      Las expectativas de la reforma energética no se cumplieron. La producción no se elevó, al contrario, cayó a su peor nivel; las importaciones se dispararon, bajaron las ventas de crudo al exterior y los precios de combustibles no disminuyeron. En 2013, cuando se firmó la reforma, el litro de la gasolina magna se vendía en 14.56 pesos y el de la premium en 15.23, mientras que en mayo de 2020 —en pleno desplome de los precios internacionales del petróleo— se ofertaban en gasolineras en 17 y 18 pesos, respectivamente. El diésel pasó de 15 a 19 pesos el litro, un aumento de 27 por ciento.


      Peña Nieto cargó con el fracaso de la reforma, al reportar sólo resultados negativos. En 2013 se producían 473 mil barriles diarios de gasolina y al cierre de 2018 habían bajado a 177 mil, una caída acumulada en su sexenio de 62%. La producción de gas licuado cayó 50%, la de diésel 68% y casi 70% la de petroquímicos (derivados de etano, polipropileno, entre otros).


      La exportación de petróleo crudo bajó de 1 millón 188 mil barriles diarios en 2013 a 989 mil al concluir el pasado sexenio, que representa una caída de 17%, aunque la pérdida en valor fue cercana al 40 por ciento.


      Por si fuera poco, Pemex perdió infraestructura y, por tanto, capacidad de producción. De 9 mil 379 pozos productores en operación que había antes de la reforma bajó a 8 mil; los campos de producción pasaron de 454 a 392; los complejos petroquímicos bajaron de ocho a cinco y las terminales de distribución de gas de 19 a sólo 10. Las refinerías eran las mismas, pero con menor ritmo de producción. Todo se enfilaba a la quiebra de Pemex.


      Los negocios con Shell… en declive


      En marzo de 1938, cuando el presidente Lázaro Cárdenas decretó la expropiación petrolera, la compañía Shell promovió un boicot internacional y logró que con el apoyo de otras compañías extranjeras y del gobierno estadounidense se tendiera una barrera para las exportaciones mexicanas de crudo.4


      Al paso de los años, paradójicamente el gobierno mexicano buscó a Shell para convertirla en su socia. En marzo de 1993 —justo cuando se celebraban los 55 años de la nacionalización del petróleo— una filial en el extranjero de Pemex invirtió en la refinería Deer Park, construida por Shell en 1929 en lo que hoy es la zona conurbada de Houston.


      La refinería es una de las más grandes de Estados Unidos, con una capacidad de refinación de 340 mil barriles de petróleo crudo por día. Para Pemex —que posee la mitad de las acciones— la experiencia de esta sociedad ha sido agridulce. Hubo épocas de bonanza, pero en los últimos años las utilidades se han reducido más de la mitad.


      Los ingresos apenas crecieron 5.16% entre 2015 y 2018, mientras que los costos y gastos de operación se elevaron 22.93%. Este desbalance provocó que las ganancias de la refinería texana cayeran 54% en apenas tres años.5


      El desplome ha sido constante. En 2015 el resultado neto de Deer Park fue de 3 mil 828 millones de dólares, mientras que al cierre de 2018 había bajado a mil 745 millones de dólares. El cuadro V.1 muestra la tendencia a la baja.
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      Las utilidades se reparten por partes iguales, por lo que las participaciones anuales para Pemex también han disminuido más de la mitad; de mil 913 millones en 2015 a 872 millones en 2018.


      Shell, una compañía anglo-neerlandesa, es la responsable de la operación y la administración de la refinería; por tanto, es la que determina los requerimientos de petróleo crudo que debe proveer Pemex para refinación.


      Pemex es copropietario de la refinería a través de una intrincada red de empresas constituidas en el extranjero, cuyo origen se remonta a 1988, cuando el entonces presidente Miguel de la Madrid autorizó crear la empresa de participación estatal mayoritaria PMI Comercio Internacional, a la que se le encargó la comercialización de hidrocarburos en el extranjero. De esta sociedad se derivaron decenas más establecidas en paraísos fiscales (principalmente los Países Bajos y las Antillas). Una característica de esta red, agrupada en lo que se llamó Grupo PMI, era que se trataba de empresas “de papel”, pues la mayoría carecía de instalaciones o empleados, jurídicamente separados de Pemex y del gobierno federal.


      A esta red pertenecen PMI Holdings BV y PMI Holdings NV, tenedoras de acciones constituidas en los Países Bajos, las cuales crearon, en enero de 1993 —ya durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari—, la sociedad PMI Norteamérica, S. A. de C. V., la cual, si bien fue constituida en México, ha operado desde su creación en 1993 en sus oficinas en Houston.


      PMI Norteamérica, a su vez, es la accionista de 49.99% de la refinería Deer Park; la otra parte es propiedad de Shell.


      Como las dueñas de PMI Norteamérica —y por tanto de la mitad de la refinería— son dos empresas extranjeras, no se sujetan a la Constitución ni a la legislación pública mexicana, por lo que las entidades auditoras han enfrentado problemas para hacer una revisión a fondo de sus finanzas.


      Tampoco son sujetos obligados de la Ley Federal de Transparencia, por lo que no es posible obtener documentos en torno a su operación. Actúan en total opacidad, campo fértil para la corrupción.


      En el arranque del gobierno de López Obrador se inició el proceso de liquidación de 11 de las 21 empresas “de papel” que integraban Grupo PMI, pero se mantuvo vigente a PMI Norteamérica, copropietaria de la refinería Deer Park, con lo que la sociedad con Shell se mantiene intacta. El desplome de los precios del petróleo, ocurrido en la primera mitad de 2020, agravó las pérdidas.


      ***


      Magellan OLP, una corporación de Oklahoma especializada en el traslado y almacenamiento de hidrocarburos, formalizó otra sociedad de negocios con Pemex a través de Texas Frontera LLC, una empresa constituida en el estado de Delaware, considerado el paraíso fiscal de Estados Unidos.


      Los representantes de Pemex y de Magellan acudieron el 27 de julio de 2010 a la agencia The Corporation Trust Company, en el pequeño poblado de Wilmington, para crear la empresa que sirve como instrumento jurídico para la renta de tanques para el almacenamiento de hidrocarburos refinados.6


      La compañía cuenta con siete tanques con capacidad de 120 mil barriles cada uno. La mitad de las acciones son propiedad de Pemex a través de PMI, y la otra parte está en manos del socio estadounidense.


      Pemex inscribió el 14 de marzo de 2011 una segunda empresa en Delaware, esta vez en el despacho Cogency Global Inc., de la capital Dover. La nueva compañía se llama Frontera Brownsville, LLC,7 y fue creada para poseer y operar instalaciones para el almacenamiento de derivados del petróleo. En esta empresa están asociados con la corporación estadounidense TransMontaigne Operating Company LP.


      Al igual que en otras filiales establecidas en el extranjero, no hay claridad sobre su manejo financiero. En una auditoría concluida en 2017 se detectó que Pemex no había recibido pago de dividendos de las dos filiales de Delaware.8 En todo caso, las que ganaron fueron las corporaciones estadounidenses asociadas.


      Subsidian a parientes del secretario… y a Odebrecht


      El nombre de Odebrecht es como un sinónimo de corrupción. Durante al menos una década, la corporación brasileña recurrió al pago de más de 800 millones de dólares en sobornos para expandir sus negocios en toda América Latina y en África, hasta convertirse en una de las corporaciones más importantes del continente, con presencia en las industrias de la construcción, aeroespacial, ambiental, petroquímica, defensa y transporte. En diciembre de 2016, una investigación conjunta de autoridades de Estados Unidos, Suiza y Brasil reveló la amplia red de corrupción y lavado de dinero que había tejido en 12 países, lo cual marcó el inicio del derrumbe de ese gigante. Sus principales directivos fueron detenidos y procesados penalmente, y la compañía fue obligada a pagar multas e indemnizaciones multimillonarias. Fue tan grande el daño y su desprestigio que en agosto de 2019 se declaró en bancarrota.


      En el libro Gigante de lodo (Grijalbo, 2018) relaté la historia de corrupción y privilegios de Odebrecht en México, en tiempos de Vicente Fox, Felipe Calderón y, sobre todo, de Enrique Peña Nieto. Pero más allá de los contratos que obtuvo mediante sobornos (tres refinerías y un gasoducto asignado por dedazo), el mayor negocio de este conglomerado en nuestro país es Etileno XXI, una planta petroquímica ubicada en Veracruz, que ha sido subsidiada con recursos públicos. Las ventas anuales estimadas por los inversionistas ascienden a 2 mil millones de dólares.


      Etileno XXI es el resultado de una sociedad de negocios de Braskem, filial de Odebrecht9 (que posee el 75%), y la empresa mexicana Idesa (25%), propiedad de la esposa y de la familia política de Javier Jiménez Espriú, quien hasta julio de 2020 fue integrante del gabinete del presidente Andrés Manuel López Obrador.


      En su declaración patrimonial, cuando asumió la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) en 2018, Jiménez Espriú informó que su esposa posee 5.92% del capital de Idesa. De hecho, la familia política del exfuncionario federal es la fundadora de esa empresa y él mismo formó parte de su consejo de administración, según consta en el currículum difundido en el sitio oficial del presidente de México (lopezobrador.org.mx).10


      Todo esto no tendría mayor importancia, si no fuera porque la planta de Etileno XXI ha recibido de Pemex el insumo básico para funcionar a un precio inferior a su costo de producción. En términos prácticos, esto equivale a que el gobierno subsidió a la familia del exsecretario… y a una filial de Odebrecht. ¿Es esto corrupción? ¿Tráfico de influencias? ¿Privilegios indebidos? Pues para que no queden preguntas abiertas, la autoridad está obligada a investigar, y a corregir.


      ¿Cómo es que ocurre esto? La historia se remonta al sexenio de Felipe Calderón.


      El 19 de febrero de 2010 funcionarios de Pemex firmaron el contrato para suministrar durante dos décadas 66 mil barriles diarios de etano a la planta de Etileno XXI, que en ese entonces era apenas un proyecto. El contrato fue modificado el 3 de diciembre de 2012, a los dos días de que había tomado posesión Enrique Peña Nieto. Tanto la fórmula para el precio pactado en el contrato original como las modificaciones realizadas en 2012 resultaron ventajosas para Braskem-Idesa y perjudiciales para Pemex.


      La planta entró en operación en 2016, y tan sólo en ese primer año Pemex perdió mil 935 millones de pesos. El costo de producción y traslado del etano a las instalaciones de Etileno XXI, en la zona industrial de Coatzacoalcos, fue de 3 mil 123 millones de pesos, mientras que los empresarios brasileños y sus socios mexicanos pagaron sólo mil 188 millones de pesos por el insumo. En la práctica, el gobierno mexicano subsidió la operación de la planta privada al cobrar el etano a un precio 62% inferior de su costo.


      En el segundo año de operación de la planta, la historia se repitió. A Pemex le costó 4 mil 697 millones de pesos producir y trasladar el etano en 2017, mientras que los inversionistas de Etileno XXI sólo pagaron ese año 2 mil 989 millones. Las pérdidas se replicaron en 2018 y 2019.


      El precio de venta se rige por los precios internacionales del etano, los cuales se han desplomado. Cuando el gobierno de Calderón negoció el contrato, el precio por metro cúbico era de 6.5 pesos; en 2015 cayó a 2.3 pesos y en 2017 —cuando ya se suministraba a Etileno XXI— tuvo un ligero repunte a 3.1 pesos. Pese a ese incremento, el precio por metro cúbico es de menos de la mitad respecto al de 2010, cuando se otorgó el contrato a 20 años a la filial petroquímica de Odebrecht. A la caída de los precios se añade un descuento de 30% pactado en el contrato. En caso de que Pemex incumpla el compromiso de surtir 66 millones de barriles diarios, debe pagar una penalización de 200% del valor del etano no surtido.


      Privilegian a Braskem-Idesa y “matan”

      a plantas de Pemex


      Las condiciones del contrato con la filial de Odebrecht e Idesa han puesto en aprietos a Pemex. La petrolera mexicana ha privilegiado la producción de crudo y ha sacrificado la generación de gas, que es la materia prima utilizada para la producción de etano. Esto ha provocado un déficit que pone en riesgo el cumplimiento de las obligaciones de suministro a la planta de Etileno XXI y, por lo tanto, la obligación de pagar millonarias sanciones. En reuniones del Consejo de Administración de Pemex, ya durante la actual administración federal, se ha expresado el temor de que si no se resuelve este déficit será necesario —además— cesar las operaciones de las plantas de los complejos de Cangrejera y Morelos, las cuales ya de por sí utilizan un bajísimo porcentaje de su capacidad instalada.


      Además de subsidiarle el etano, Pemex ha tenido que pagarle al consorcio Braskem-Idesa penalizaciones por incumplimiento en el suministro por 2 mil 813 millones de pesos en los tres primeros años de operación de Etileno XXI. Tan sólo en 2018 la multa que pagó fue por mil 720 millones.11 Si continúa sin surtir el volumen acordado en el contrato, Pemex deberá pagar más sanciones e incluso estaría obligado a adquirir la planta ubicada en el sur de Veracruz.


      Al destinar la producción nacional de etano a Etileno XXI, Pemex prácticamente ha dejado en agonía a sus propias plantas procesadoras. Por ejemplo, los centros de producción de polietileno de alta y baja densidad del Complejo Morelos trabajan en promedio a menos de una cuarta parte de su capacidad instalada, mientras que en Cangrejera se utiliza al 46%. Hay otras plantas que están peor, porque ya dejaron de operar por falta del insumo. Es el caso de la procesadora de acrilonitrilo (sustancia utilizada para fabricar plásticos), que fue cerrada desde septiembre de 2016, y la de propileno, que tiene 24 años sin funcionar; ambas están en el abandono, en el Conjunto Morelos.


      Para mantener a flote sus plantas de polietileno que todavía funcionan en la zona de Coatzacoalcos, Pemex ha tenido que recurrir a la importación de etano, porque el insumo nacional se ha entregado preferencialmente a la filial de Odebrecht ubicada también en Veracruz.


      Tan sólo en 2018 Pemex requería un millón 280 mil toneladas de etano para mantener sus plantas, pero sólo pudo acceder a 655 mil toneladas (apenas la mitad). La petrolera mexicana recurrió entonces a la importación de 116 mil toneladas, para tratar de aminorar un poco el déficit del insumo. En 2019 y 2020 la situación se agravó y las plantas de etileno de Pemex han permanecido subutilizadas.


      La importación de etano inició en 2017, cuando Etileno XXI empezó a exigirle a Pemex mayor suministro del insumo. El contrato más cuantioso fue asignado en 2018 a la corporación árabe Sabic Petrochemicals, por 231 millones de dólares.12 Sin embargo, la empresa retiró su propuesta y Pemex tuvo que buscar a otro proveedor, quien logró suministrarle aquel año 116 mil toneladas de etano, a un precio de 852 millones de pesos.13


      El trato privilegiado a Braskem-Idesa se ha dado, además, a través de financiamiento gubernamental. Entre 2012 y 2016 Nacional Financiera le otorgó tres líneas de crédito por más de 600 millones de dólares, y al cierre de 2018 tenía un saldo con esa institución por más de 4 mil 700 millones de pesos. En el contrato se había fijado para 2016 el cierre físico y financiero del proyecto, pero el consorcio no cumplió.14


      El gobierno de AMLO negocia con Odebrecht


      Desde antes de que iniciara su tercera campaña por la Presidencia de México, López Obrador había sido un crítico constante de los beneficios otorgados por los gobiernos de Calderón y de Peña Nieto a Odebrecht.


      “La investigación en México se centra en los 10 millones de dólares que recibió el exdirector de Pemex, Emilio Lozoya, en el gobierno de Peña, pero se quiere olvidar que la empresa brasileña hizo negocios desde el sexenio de Calderón”, dijo el 18 de agosto de 2017 en una gira por San Luis Potosí. Y fue entonces cuando se refirió directamente a Etileno XXI: “Odebrecht construyó una planta de polietileno en Nanchital, Veracruz, y en el acuerdo Pemex se compromete a entregarle a la empresa brasileña gas etano a precios preferenciales”.


      Ya en campaña, volvió a referirse en distintas ocasiones al que es el más importante negocio de Odebrecht en México. Una vez que asumió la Presidencia, se pronunció por revisar las condiciones del contrato a 20 años, suscrito desde 2010 por Pemex y Braskem-Idesa. “Ya no puede haber esos contratos leoninos […] Vamos a revisarlos”, prometió el 27 de abril de 2019 en una visita a la refinería de Minatitlán. Pero luego matizó: “Si hay un contrato establecido, incluso que se haya hecho en donde no son las condiciones mejores para la nación, pero está un contrato establecido por otro gobierno, se tiene que respetar porque los compromisos se cumplen, y si empezamos a cancelar contratos de manera autoritaria, arbitraria, se va a generar desconfianza en el país”.


      El pronunciamiento de López Obrador por respetar el contrato se hizo casi a la par de que ejecutivos de Pemex y de la filial de Odebrecht conformaron un equipo de trabajo para renegociar las condiciones del suministro de etano,15 con la intermediación de Alfonso Romo, jefe de la Oficina de la Presidencia.


      Ese equipo de negociación se formó a partir de una reunión realizada el 3 de abril de 2019 entre Stefan Lanna Lepecki, director de Braskem-Idesa, y Luz María Zarza Delgado, directora jurídica de Pemex. Luego de tres meses de discusiones, se llegó a una propuesta que se comunicó al gobierno de López Obrador el 17 de julio.


      El documento recomienda construir una terminal de importación de etano para Etileno XXI en terrenos de Pemex, extender por lo menos cinco años más el contrato de suministro del insumo (es decir, más allá de 2036), refinanciar con 200 millones de dólares adicionales la deuda actual de Braskem (tiene un saldo con Nafin de más de 4 mil millones de pesos) y ajustar la fórmula de daños, con el fin de incluir el etano importado para dicho cálculo. La compañía brasileña ofreció aportar inversiones propias para quitarle presión a Pemex.


      Odebrecht abrió así la puerta a algo que parecía imposible: llegar a un acuerdo con el gobierno de López Obrador para preservar su principal negocio en México.


      Negocios en familia


      El 12 de noviembre de 2015, durante una gira por Zacatecas, López Obrador despotricó, como solía hacerlo cotidianamente, contra la reforma energética impulsada por el entonces presidente Enrique Peña Nieto: “Una banda de malhechores, que es gente sin escrúpulos morales, entrega los bienes de la nación a particulares nacionales y extranjeros, como es el caso de la entrega de la industria eléctrica y del petróleo”.


      Paradójicamente, justo por esos días, los parientes de uno de los más cercanos colaboradores de López Obrador gestionaban ante el gobierno de Peña la concesión y la explotación de dos de los mayores yacimientos de petróleo en Chiapas y Veracruz.


      Grupo Idesa, en el que —como se dijo antes— es accionista la esposa de Javier Jiménez Espriú y su parentela política,16 se asoció en 2015 con Petrofrontera, una subsidiaria de la corporación canadiense International Frontier Resources (IFR), para participar en la licitación de la ronda 1 de la reforma energética.


      IFR cotiza en la bolsa de valores de Toronto (TSX) y, además de México, tiene proyectos energéticos en Estados Unidos (en Montana) y en el norte de Canadá (en los helados Territorios del Noroeste, que colindan con el Ártico).


      Los parientes del extitular de la SCT y los inversionistas canadienses formaron el 21 de septiembre de 2015 la empresa Tonalli Energía, con la que en noviembre de aquel mismo año se postularon por dos de los 25 yacimientos licitados por la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH).


      Aspiraban a quedarse con las concesiones de los campos petroleros Catedral, en Chiapas, y Tecolutla, en Veracruz, que al momento de la licitación contaban en conjunto con un volumen de 45 millones de barriles de aceite y 726 mil millones de pies cúbicos de gas.17


      El fallo de la licitación se publicó el 24 de diciembre de 2015, pero Tonalli no tuvo suerte y no le tocó regalo navideño. Quedó en segundo lugar en las dos zonas que licitó. En la puja por el yacimiento de Chiapas perdió ante Diavaz Offshore, en la que es accionista el fondo de inversión Evercore, de Pedro Aspe, exsecretario de Hacienda en tiempos de Carlos Salinas de Gortari.


      Mientras que la licitación por el yacimiento de Veracruz la ganó un consorcio formado por la empresa tamaulipeca de servicios Geo Estratos y la compañía inglesa MxOil. Sin embargo, ambas incumplieron con presentar las pólizas de garantía y la CNH les retiró el contrato.


      La convocatoria establecía que, en caso de incumplimiento, el contrato se asignaría a quien hubiera quedado en segundo lugar. Fue así que el 12 de mayo de 2016 la CNH notificó a Tonalli Energía que se le había adjudicado el bloque 24 para la extracción de hidrocarburos en Tecolutla, al norte de Veracruz, en la cuenca Tampico-Misantla.


      El campo petrolero abarca una superficie de siete kilómetros cuadrados, y si bien el volumen de hidrocarburos al momento de la concesión era muy bajo en comparación con otros yacimientos, está ubicado en una zona que la consultora especializada HS Markit, de Londres, ha identificado como una potencial “supercuenca”, que albergaría miles de millones de petróleo por explotar.


      La corporación canadiense International Frontier Resources (IFR) tiene la expectativa de multiplicar la producción y concretar un gran negocio. Tanto así, que ya le ofrecieron a Idesa adquirir la mayoría de las acciones de Tonalli Energía en el transcurso de 2020.


      Por lo pronto, la empresa conjunta de los canadienses e Idesa ya recibió los primeros pagos de Pemex por el petróleo extraído en el campo Tecolutla. Tan sólo uno de sus pozos promedió 156 barriles por día, a un precio de venta de 64.73 dólares, según un reporte que IFR compartió a sus inversionistas en la Bolsa de Toronto.


      En ese mismo reporte, IFR celebró que “fue una de las primeras compañías extranjeras en participar en la histórica reforma energética de México del sector petrolero”. Esa reforma por la que López Obrador ha acusado reiteradamente a Peña Nieto de traidor a la patria por entregar los recursos petroleros a extranjeros.


      ***


      Durante 20 años, Javier Jiménez Espriú estuvo al servicio de uno de los más grandes corporativos japoneses: el grupo Sumitomo, un gigante multinacional con compañías en el sector químico, financiero, del acero, minería, cemento, construcción y armas.


      Entre 1996 y 2016 fue presidente del Consejo de Administración de NEC de México, filial de la japonesa Nippon Electric Company, que a su vez pertenece al Sumitomo. Durante ese periodo, la compañía fue un importante proveedor del gobierno federal. Fox, Calderón y Peña Nieto le dieron contratos por 100 millones de pesos.18


      Multinacionales ganan con fracaso de refinerías


      La corporación brasileña Odebrecht, protagonista del mayor escándalo de corrupción del continente, cobró en los últimos 10 años más de mil 160 millones de dólares en México en un fallido proyecto que tenía como objetivo elevar la producción de combustibles.


      Otros corporativos internacionales también fueron beneficiados con contratos multimillonarios, asignados directamente para la fallida modernización de refinerías.


      Entre las beneficiadas está la corporación coreana Samsung, que obtuvo en 2014 un contrato por 345 millones de dólares para mejoras en las instalaciones de Pemex en Salamanca,19 lo cual resultó un fiasco, pues en enero de 2019 —dos años después de entregar la obra— la planta paró su producción por fallas técnicas.


      Otras corporaciones que obtuvieron contratos para modernizar a las refinerías de Salamanca, Salina Cruz, Tula, Ciudad Madero y Minatitlán son la estadounidense IHI E&C International y Foster Wheeler, con sede en Suiza, con asignaciones por 7 mil 300 millones de pesos; Jacobs Engineering Group Inc., de Estados Unidos, y Dragados Offshore, de España, con casi 7 mil millones; Técnicas Reunidas, también de España, con 549 millones; Northam Engineering, originaria de los Países Bajos, con 206 millones, y Saipem S.p.A., filial de la compañía italiana de energía Eni, con un contrato por 779 millones de pesos.


      La producción de combustible, en vez de aumentar, cayó a sus peores niveles históricos. En 2006 la cantidad de gasolina importada por México era de 23.2%, y para el cierre de 2019 superó 80 por ciento.


      En 2014 —cuando inició la supuesta modernización de las refinerías— México importó 427 mil barriles diarios de combustible y al cierre de 2018 la importación había subido a 594 mil 300 barriles diarios, es decir, se incrementó 40% en tan sólo cuatro años. En contraste, la producción cayó 57% en el mismo periodo.


      Las refinerías cada vez producen menos, pese a la inversión multimillonaria ejercida para elevar su capacidad. Los ganadores son los consorcios extranjeros (Shell, Exxon, Chevron, etc.) que inundan el mercado con gasolina importada.

    

  


  
    
      VI


      Los negocios oscuros


      Corrupción corporativa + poder político

      = impunidad


      La corporación de los sobornos


      Alstom es una corporación francesa con una larga historia de corrupción que, pese a ello o tal vez gracias a ello, ha logrado afianzar multimillonarios negocios en México. Durante el gobierno de Ernesto Zedillo la empresa gala pagó sobornos para conseguir contratos; al quedar al descubierto, ya durante el periodo de Fox, se le aplicó una sanción que consistía en impedirle que durante dos años pudiera participar en licitaciones públicas, pero la compañía promovió un litigio y forzó a la SFP a retirar la inhabilitación; luego se le impuso una multa simbólica, que eran como cacahuates frente a los millones que se embolsó. Fue así que siguió acumulando contratos durante los gobiernos del propio Fox, de Calderón y de Peña Nieto. En conjunto, en los últimos tres sexenios las asignaciones a Alstom y sus filiales suman más de 36 mil millones de pesos.


      Pese a su prosperidad, la corporación no ha cumplido con el pago cabal de sus impuestos.


      En 2001 y 2005 el gobierno federal aplicó doble sanción a su filial Alstom Power de México por presentar información falsa en su declaración de impuestos1 y luego, en el gobierno de Peña, se le perdonó un adeudo acumulado por 38.5 millones de pesos.2 Alfonso Caso Aguilar, el exdirector de la Compañía de Luz y Fuerza, que durante el foxismo estuvo involucrado en la trama de sobornos de Alstom, también fue beneficiado por la amnistía fiscal, pero durante el sexenio de Calderón, cuando recibió la condonación de un millón 389 mil pesos que le debía al fisco.


      Alstom es quizá la corporación transnacional que en los últimos 20 años se ha visto involucrada en más casos de corrupción en el mundo. Ha sido acusada de sobornos, tráfico de influencias y lavado de dinero en países de Europa (Hungría, Italia, Letonia, Eslovenia, Polonia), de Asia (China, India, Indonesia, Singapur, Arabia Saudita, Taiwán, Malasia, India), de África (Egipto, Zambia, Túnez) y de América (Brasil, Venezuela, Argentina, Bahamas y México).


      Apenas el 8 de noviembre de 2019 un tribunal de Estados Unidos condenó a un exejecutivo de Alstom por participar en un esquema de corrupción en Indonesia, para un proyecto eléctrico; días después, el 25 de noviembre, un tribunal del Reino Unido impuso una multa de 16.4 millones de libras a Alstom Network UK Ltd. por haber obtenido mediante sobornos un contrato para surtir tranvías en Túnez; los pagos ilegales los hacía a través de la empresa “fachada” Construction et Gestion Nevco Inc.


      ***


      El modus operandi que utilizó Alstom para ocultar los sobornos que pagaba a funcionarios mexicanos es idéntico al que años después aplicaría Odebrecht, otra multinacional de la corrupción: usar empresas fantasma como intermediarias —con prestanombres incluidos—, simular el desembolso como pago de servicios, asignar un código secreto a los corrompidos y luego transferirles el dinero a cuentas en paraísos fiscales.


      Alstom utilizó tres empresas “fachada” de Panamá (OG Consulting, OG Corporation e Inamex), con los nombres de las cuentas en clave (Clamor y Vigo) en el Credit Suisse de Zurich, a los que fueron transferidos millones de dólares. Según la indagatoria del caso y las declaraciones de testigos protegidos, al menos un millón 200 mil dólares fueron destinados a Alfonso Caso Aguilar, exdirector de Luz y Fuerza del Centro (LyFC), y Antonio García Rojas, exsubdirector de la misma compañía estatal, ya extinta.3


      Las empresas “fachada” utilizadas en estas operaciones fueron declaradas con el estatus de suspendidas apenas en septiembre de 2019. Las tres tenían como supuestos dueños a ciudadanos panameños que alquilaban sus nombres; el presidente de dos de estas firmas, por ejemplo, aparecía a la vez como directivo de otras 2 mil 700 compañías “de papel”.4


      Las transferencias a Suiza se efectuaron entre 1994 y 2000, pero fue hasta julio de 2004 cuando las autoridades intervinieron y decidieron inhabilitar por dos años a Alstom y a su subsidiaria Areva T&D.5 El corporativo francés se amparó y logró que la SFP, por orden de un juez, retirara la sanción en mayo de 2007.6 No obstante, en agosto de 2008 un tribunal dio entrada a un recurso de revisión y negó la protección a la multinacional de origen francés. Ya para entonces estaba en el poder Felipe Calderón, cuyo gobierno determinó que el castigo que impondría por este caso de corrupción era de apenas 341 mil pesos, lo cual representaba un ridículo 0.65% respecto a un solo contrato por 52.3 millones de pesos que obtuvo Alstom en 1999 mediante el pago de sobornos.


      En su resolución, la SFP expuso que la causa de la sanción fue que Alstom proporcionó información falsa durante la licitación pública 18500001-021-99 para la adquisición de mil 656 transformadores de corriente y potencia, convocada por Luz y Fuerza del Centro, y por haber transferido fondos a la empresa panameña Inamex, S. A., que a su vez fueron a dar a funcionarios corruptos.7


      Los contratos a Alstom nunca dejaron de fluir. La resolución legal que validaba la inhabilitación se dio en agosto de 2008, pero a los pocos días la CFE otorgó a Alstom Switzerland Ltd. un contrato por 101 millones de pesos para reparaciones de componentes de turbina en la central de ciclo combinado Huinala, en Nuevo León.8 La adjudicación fue directa, “por dedazo”, como suelen llamar los proveedores a este procedimiento discrecional. En los meses y años siguientes las asignaciones se multiplicaron. El episodio de corrupción no dañó los negocios de la corporación francesa en nuestro país.


      ***


      Alstom ha participado en años recientes en tres grandes proyectos de infraestructura de transporte: la construcción de la línea 12 del metro de la Ciudad de México, el tren eléctrico de Guadalajara y la línea 3 del metro de Monterrey (Metrorrey). En los tres casos, las obras han estado plagadas de irregularidades, sobrecostos y pagos injustificados.


      En Monterrey, Alstom Mexicana obtuvo, en conjunto con Constructora Garza Ponce y Constructora Moyeda, el contrato para la construcción del viaducto, estaciones, vía y obra electromecánica para la línea 3 de Metrorrey e interconexión con líneas ya existentes, por un monto de 2 mil 171 millones de pesos.


      El periodo original de ejecución era del 21 de mayo de 2014 al 15 de septiembre de 2015; sin embargo, la conclusión de la obra se ha retrasado y la expectativa es que se entregue, por fin, en 2020, cinco años después de lo proyectado.


      Desde un inicio, la obra estuvo mal planeada. Antes del arranque, la Secretaría de Obras de Nuevo León proporcionó a los contratistas los proyectos arquitectónicos y de ingeniería, pero de la línea 2B, no de la línea 3, que es la que se iba a construir. El beneficiado con este “error” fue Alstom y sus asociados, pues el costo de la obra se elevó 863 millones de pesos.


      Adicionalmente, en el primer año de la obra se realizaron “pagos indebidos” por 37.7 millones de pesos por diferencias entre los volúmenes de obra pagados y los ejecutados y por la incorrecta evaluación de los precios unitarios.9


      En esta obra se utilizaron recursos federales, aunque fue el gobierno de Nuevo León el que asumió la supervisión del proyecto. Y fue esa autoridad la que en 2014 avaló y autorizó pagos de 183 millones de pesos en 33 conceptos fuera de catálogo para suministrar escaleras eléctricas y elevadores para facilitar el acceso a las estaciones, sin considerar que se carecía de los proyectos arquitectónicos y de ingeniería.10


      En el segundo año del proyecto nuevamente se dieron pagos sin justificar a Alstom y sus socios, por 37.4 millones de pesos. Por ejemplo, se desembolsaron 21 millones de pesos por seis equipos de perforación que se consideraba utilizar para las pilas de cimentación, cuando sólo se justificaban dos.11


      Los desembolsos irregulares continuaron conforme avanzaba la obra. En una auditoría realizada en 2018 se detectaron otros 36 millones de pesos de pagos no contemplados en el proyecto, incluidos 29 millones por el desperdicio de 33% del concreto utilizado en la cimentación.12 A pesar de que el costo ya se había multiplicado, la fecha de entrega de la línea 3 de Metrorrey se seguía aplazando. Esta obra, por cierto, era parte de los compromisos de campaña de Peña Nieto, que no logró ver concluida en su sexenio.


      Alstom y la nefasta Línea 12


      Mediante procedimiento de licitación pública, el 17 de junio de 2008 se asignó al consorcio formado por Alstom Mexicana, ICA y Carso Infraestructura, de Carlos Slim, el contrato para la construcción de la Línea 12, que va de Mixcoac a Tláhuac, con una longitud de casi 25 kilómetros. El importe original contratado fue de 17 mil 583 millones de pesos, con un plazo para entregar la obra el 31 de diciembre de 2011.


      Como suele ocurrir en las obras en las que participa Alstom, el plazo no se cumplió y el monto se elevó. En mayo y octubre de 2011 se firmaron dos convenios con los que se amplió en 550 millones de pesos el costo de la obra, por trabajos adicionales no considerados inicialmente. Se trató, en los hechos, de una ampliación del contrato. El costo se incrementó todavía más en los últimos meses de ejecución, hasta superar los 20 mil millones de pesos.


      Cuando la Línea 12 entró en operación el 30 de octubre de 2012 —con 10 meses de retraso—, la obra estaba incompleta. En el proyecto ejecutivo se consideraba colocar 142 escaleras eléctricas, pero sólo se instalaron 102, y de 53 elevadores faltó poner ocho; de 23 estaciones previstas inicialmente, se entregaron 20. También faltaban 42 cámaras, seis equipos de aire acondicionado, una vía de mantenimiento de trenes y 66 salidas de emergencia.13


      En distintas revisiones realizadas en el transcurso de la obra se detectaron múltiples irregularidades, como las siguientes: los estudios de ingeniería básica tuvieron deficiencias al no considerar las afectaciones del trazo propuesto en el pueblo de Santa María Tomatlán y la estación La Virgen; sin justificación se modificó el proyecto, al reducir de 23 a 20 las estaciones y al eliminar algunos tramos; el trazo de Tomatlán a la estación Tula se modificó por la infraestructura vial existente (Eje 3 y Taxqueña); se encontraron filtraciones de agua en 500 metros en el tramo subterráneo Atlalilco-Mexicaltzingo; hubo trabajos de mala calidad en talleres, estaciones e intertramos, debido a que en los elementos estructurales de concreto armado (muros, columnas, escaleras y trabes) quedó expuesto el acero; además, se presentaron segregaciones, abombamientos y fracturas, incluso después de que los contratistas hicieron reparaciones.14


      Pero lo peor vino al paso de los meses. En marzo de 2014, cuando todavía no se cumplía ni siquiera un año y medio de su apertura, la Línea 12 fue cerrada parcialmente por el riesgo de descarrilamiento de los trenes. Once de las 20 estaciones dejaron de funcionar, al detectarse fallas graves como durmientes fracturados y desgaste en rieles en el tramo elevado que va de la estación Culhuacán, en Iztapalapa, hasta Tláhuac.


      Representantes del corporativo Alstom y sus socios mexicanos de ICA y Carso fueron llamados a comparecer a la Asamblea Legislativa por su presunta responsabilidad, al tiempo que la Cámara de Diputados creaba una comisión de seguimiento, ya que la obra se había ejecutado con fondos federales.


      La consultoría francesa Systra elaboró un diagnóstico del tramo cerrado, y aconsejó sustituir más de tres kilómetros de rieles, modificar el trazo de algunas curvas, nivelar vías y modificar el perfil de las ruedas de los trenes para evitar riesgo de descarrilamientos. Las correcciones han representado un gasto adicional de más de 650 millones de pesos. La conclusión fue que los rieles y las llantas de los carros tenían un desgaste prematuro, lo que era evidencia de un mal diseño de la obra.


      La comisión legislativa que dio seguimiento al caso determinó que se habían cometido distintos delitos en la ejecución de la obra, como peculado y pagos indebidos, por lo que se pidió la intervención de la PGR. Eso influyó en que el actual canciller, Marcelo Ebrard, se autoexiliara en París durante casi tres años.


      Ésta ha sido la obra más cuantiosa, pero también la más polémica en la que ha participado Alstom en nuestro país.


      Alianza con OHL: asignación amañada


      Ni siquiera el escándalo mediático de la Línea 12 frenó el acceso de Alstom a más contratos. El 4 de septiembre de 2014 la consultoría Systra presentó su diagnóstico en el que exhibió las irregularidades en la ruta elevada del metro que va a Tláhuac. Y a las tres semanas la corporación francesa que participó en esa obra se asoció con la polémica constructora española OHL para participar juntas en la licitación de un tramo del tren eléctrico urbano de Guadalajara.


      En medio de la polémica por la presunta responsabilidad de Alstom en las fallas de la Línea 12, la SCT, encabezada en esos días por Gerardo Ruiz Esparza, asignó un paquete de obras para ampliar el tren al consorcio formado por Alstom Transport México, S. A. de C. V. y Constructora de Proyectos Viales de México, filial de OHL.


      La asignación fue irregular, según descubrió una revisión que la Auditoría Superior de la Federación (ASF) realizó al proceso de licitación.


      “La Dirección General de Transporte Ferroviario y Multimodal efectuó una evaluación deficiente de las propuestas, ya que en la integración del cálculo del porcentaje de financiamiento el licitante ganador omitió considerar todas las diferencias que resultan entre los ingresos y los egresos”, advirtieron los auditores.


      “La omisión en el cumplimiento de la integración correcta del porcentaje mencionado era motivo para desechar la propuesta de conformidad con lo establecido en las bases de licitación, por lo que al no hacerlo restó transparencia al proceso licitatorio.”15


      La SCT dejó pasar esta irregularidad y asignó el contrato a Alstom-OHL, dejando fuera de la contienda a un consorcio formado por tres potentes corporaciones europeas: Thales, de Francia, Isolux Corsán y CAF, de España.


      El contrato por 7 mil 400 millones de pesos se firmó el 14 de noviembre de 2014, con un plazo para entregar el 30 de diciembre de 2017.


      El contrato incluía, entre otros trabajos, la instalación y puesta en marcha del material rodante, señalización ferroviaria, sistemas de comunicaciones, centro de control, vía y construcción de dos subestaciones de alta tensión, todo para la línea 3 del tren ligero en la zona metropolitana de Guadalajara.


      El plazo, por supuesto, no se cumplió ni tampoco el monto acordado, como se ha estilado en las asignaciones otorgadas a Alstom. El 16 de mayo de 2018 las autoridades dieron una prórroga para concluir el 31 de agosto de 2019 y ampliaron el monto del contrato en 255 millones de pesos. Llegó la nueva fecha de entrega y la obra seguía en proceso. Una vez más, la corporación francesa y su aliado español no cumplieron.


      Además, una auditoría detectó pagos indebidos a los contratistas por al menos 37 millones de pesos por nueve conceptos no previstos en el contrato y por el cálculo incorrecto de los factores de ajuste de costos. Uno de los pagos aprobados fue para corregir “trabajos mal ejecutados”.16


      Los vínculos Lozoya-OHL-Odebrecht


      “¡Ganamos!”


      Una voz entusiasmada celebró al teléfono un contrato que la CFE había asignado a OHL para construir una central eléctrica en Sonora.


      —Tú ya sabías —reprochó la voz, atribuida a Jesús Campos, director técnico de la constructora española OHL—. Tú ya sabías, me cae de madre que ya sabías.


      —¡Es un contratazo! —respondió orgulloso al otro lado de la línea otra voz identificada como la de José Andrés de Oteyza, presidente del consejo de OHL en México—. Hablé con Enrique Ochoa el viernes, estábamos ahí en… ¡Te dije que fueras ahí y no llegaste!


      —Sí, sí me dijiste —lo interrumpió su interlocutor—. Por eso digo que desde el viernes tú ya sabías y lo hiciste todo el pinche fin de semana.


      —Esto es un gran éxito.


      —¡Sí, sí!


      La celebración no era para menos. El contrato del que hablaban correspondía, al parecer, a la central eléctrica de ciclo combinado Empalme I, por 476 millones de dólares, equivalente a 7 mil 877 millones de pesos. OHL dejó en el camino en esa licitación a consorcios en los que participaban las corporaciones españolas Cobra, Acciona, Isolux, Initec, Duro Felguera e Iberdrola y las japonesas Toshiba y Mitsubishi.


      El fallo de la licitación se dio el 31 de marzo de 2015, el mismo día en que supuestamente se realizó esa llamada.


      La conversación forma parte de un conjunto de intercepciones telefónicas que fueron difundidas en YouTube por un usuario con nombre Danielle Steele, en las que se escucha a supuestos directivos de OHL México hablar de negocios turbios, como sobrecostos en obras y la obtención de información privilegiada para obtener contratos. Se menciona en las llamadas al extitular de la SCT, Gerardo Ruiz Esparza, y al exdirector de la CFE, Enrique Ochoa. Ambos negaron haber favorecido a la corporación española.


      En el caso de la central eléctrica de Sonora, esta segunda llamada fechada el mismo 31 de marzo de 2015 menciona más indicios de lo que aparenta haber sido una licitación amañada. La conversación involucra a Ochoa y al entonces director de Pemex, Emilio Lozoya:


      —Tú sabes más cosas de las que me cuentas —dijo la voz atribuida a Jesús Campos.


      —¡Pero claro, hombre! A ver, esto lo arreglé yo en gran medida el jueves en la noche con Lozoya, y el viernes hablé directamente con Ochoa, directamente, porque me lo arregló Emilio —presumió la voz que se supone corresponde a De Oteyza.


      —No, bueno… O sea, tú se lo platicaste a él y luego lo arreglaste tú.


      —Por eso, o sea, se lo pedí a Emilio, se lo expliqué, Emilio habló y luego hablé yo directamente con Ochoa. Entonces ya sabía yo que esto estaba… Bueno, hasta el último minuto siempre se puede caer.


      —No, claro. Eso me queda clarísimo.


      —Se puede caer, pero teníamos una gran, gran, pero una enorme posibilidad de ganar.


      —Pero si no te metes, estaba caído.


      —Sí. Nos mata Iberdrola. Iberdrola en este terreno es un competidor muy peligroso.


      ***


      En esta otra llamada, fechada el 10 de abril de 2015, la voz atribuida a De Oteyza habla con quien se supone es Emilio Lozoya:


      —Mi querido José Andrés.


      —¿Qué pasó, Emilio? Ya estoy en la calle, en la puerta, donde me dijeron que te esperara.


      —Una disculpa, se equivocaron, ya voy saliendo de la oficina.


      —Vengo a la oficina de Ochoa, te espero en la calle, ¿dónde?


      —Ah. ¿En dónde estás tú?


      —Yo estoy en el edificio de la CFE, aquí en Reforma. Me dicen que en el piso 16 está Enrique Ochoa, pero me dijo Pablo que yo te esperara aquí en la puerta del edificio.


      —Ahí te veo. Yo llego en menos, en cinco o seis minutos.


      —Entonces te espero. Aquí está la entrada del edificio y una entrada como a un sótano.


      —Perfecto, ahí te espero. Ahí espérame por favor, paso por ti y ya entramos al sótano juntos.


      La analogía no puede ser más precisa: el presidente de OHL México y Lozoya negociando en los sótanos del poder. Ambos personajes se conocían desde años antes. Por eso el tono tan fraterno en su comunicación.


      Lozoya había participado entre octubre de 2010 y abril de 2012 en el Consejo de Administración de OHL México, primero en el comité de auditoría y luego como consejero independiente.17 Además, hasta agosto de 2012 había sido consejero de Infoglobal, S. A.,18 una empresa española de la que es accionista Javier López Madrid, yerno del principal socio de OHL, Juan Miguel Villar Mir, a través SIA Capital.


      Esta última empresa ha sido investigada en España por su presunta intervención en la trama de corrupción de OHL en aquel país.


      Así que el vínculo de Lozoya con OHL está probado. Por eso resulta sospechoso que a los pocos meses de haber sido nombrado director de Pemex por Enrique Peña Nieto la petrolera mexicana haya asignado contratos multimillonarios a la corporación española.


      La última participación documentada de Lozoya en el consejo de OHL fue en abril de 2012. El 1 de diciembre del mismo año asumió la dirección de Pemex y los contratos a la constructora española comenzaron a fluir en marzo de 2013, a través de la división de refinación, y sumaron casi 2 mil 400 millones de pesos en tan sólo nueve meses, como se muestra en el cuadro VI.1.
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      Hubo un contrato adicional que permanece oculto, y que vincula a OHL con Odebrecht. Se trata de una asignación realizada en octubre de 2014 a favor de IEPI México para supervisar la construcción del gasoducto Los Ramones, en su segunda fase, que va de la frontera norte al bajío.


      IEPI es la filial industrial de OHL, mientras que el tramo del gasoducto lo construyó AOT Pipelines, un consorcio formado por la firma brasileña Odebrecht, Techint de Argentina y Arendal de México.19


      La asignación directa tanto a Odebrecht y sus socios como a la filial de OHL la realizó Tag Pipelines, S. de R. L., una subsidiaria de Pemex que tiene como accionistas a dos compañías de papel creadas en las Islas Caimán: MGI Enterprises (con 84% de las acciones) y MGI Supply Ltd. (con el 16% restante).


      Pemex se ha negado durante cinco años a hacer público el contrato del gasoducto construido por Odebrecht y supervisado por OHL, el cual representó una inversión cercana a los mil millones de dólares.


      Trasiego de “sobornos” México-Suiza-España


      Hay un vínculo adicional en esta trama que enlaza a las dos corporaciones acusadas de corrupción con el exdirector de Pemex.


      La Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) descubrió que una cuenta en Suiza, a través de la cual supuestamente se triangularon sobornos de Odebrecht a favor de Lozoya, también fue utilizada para enviar fondos a una empresa vinculada con personajes de OHL.20


      Según la pesquisa de la UIF, de la cuenta 024088097460 del banco Gonet & Cie, de Suiza, fueron transferidos un millón 100 mil dólares en junio de 2011 a favor de la empresa española Infoglobal, de la que era director y socio Javier López Madrid, yerno del máximo accionista de OHL, y de la que también había sido consejero Lozoya.


      La cuenta de la que salió el dinero para Infoglobal estaba a nombre de la empresa offshore Tochos Holding, establecida en las Islas Vírgenes Británicas, de la que según las autoridades mexicanas son beneficiarios Emilio Lozoya y su hermana Gilda Susana.


      La transferencia de junio de 2011 no fue la única. Una unidad de élite de la Guardia Civil de España extrajo mensajes de un disco duro incautado en el domicilio de López Madrid y descubrió siete facturas por 2.4 millones de dólares emitidas en 2010 y 2011 por Tochos Holding.21 La sospecha es que esas facturas son por presuntas comisiones o sobornos ligados con obras adjudicadas en México a Infoglobal.


      De la misma cuenta en Suiza de Tochos Holding salió el dinero con el que Lozoya adquirió a finales de 2012 la residencia que ocupaba en el exclusivo fraccionamiento residencial Lomas de Bezares, a un precio de 38 millones de pesos, y una mansión a la orilla del mar en Ixtapa, valuada en 1.9 millones de dólares.22 Ambas propiedades fueron aseguradas por la Fiscalía General de la República, al encontrar indicios de que fueron adquiridas con dinero proveniente de los sobornos de Odebrecht y de Altos Hornos de México.


      La pesquisa de las autoridades trata de determinar si las transferencias de Tochos Holding desde Suiza a Infoglobal forman parte de la trama de corrupción de OHL en España, en donde la empresa es investigada por el supuesto pago de comisiones a funcionarios a cambio de contratos millonarios.


      Hay más indicios que apuntan a un posible trasiego de sobornos entre México y Europa.


      En la investigación que se sigue en España se identificó que en noviembre de 2010 la empresa Constructora de Proyectos Viales de México recibió de la matriz de OHL 3.4 millones de dólares; 24 horas después ese dinero fue transferido a una cuenta en el banco UBS de Suiza a nombre de Lendir Investments de Luxemburgo, una firma “fachada” creada por el despacho Mossack Fonseca, el mismo del escándalo de los Panama Papers.


      La misma sociedad luxemburguesa había transferido por esos días 718 mil euros a SIA Capital, propiedad de López Madrid, quien fue detenido en abril de 2017 por la Guardia Civil de España, por presuntamente haber sobornado al expresidente de la Comunidad de Madrid.


      La multiplicación de los contratos


      Infoglobal obtuvo contratos en México cuando Lozoya fue su consejero. En el sistema Compranet aparece al menos una asignación de PMI, la filial internacional de Pemex. Además, tuvo una fallida incursión en los sistemas penitenciarios.


      Pero los contratos de mayor monto se otorgaron a OHL, empresa en la que el dueño de Infoglobal participaba como consejero. Las asignaciones se multiplicaron cuando Enrique Peña Nieto gobernó el Estado de México y luego cuando fue presidente.


      La empresa española, por ejemplo, tiene la concesión de 400 kilómetros de las autopistas Atizapán-Atlacomulco, Puebla-Perote, del Circuito Exterior Mexiquense, Viaducto Bicentenario, Autopista Urbana Norte y Supervía Poetas. También ha recibido contratos multimillonarios en Pemex, la CFE y la SCT. Es uno de los contratistas del tren México-Toluca, que dejó inconcluso el gobierno de Peña, y tiene 49% de las acciones del Aeropuerto Internacional de Toluca.


      En conjunto, sus contratos y concesiones superaron los 100 mil millones de pesos en los últimos 10 años.


      Al igual que en España, en México hay indicios de que OHL incurrió en actos de corrupción. Como el tramposo aumento de tarifas en el Viaducto Bicentenario que, en un audio filtrado en YouTube, confesó una voz atribuida a Pablo Wallentin, quien fue representante de la constructora española en nuestro país: “El gandallismo es que nosotros estamos pidiendo el aumento antes de hacer la inversión de las obras […] Vamos a tener tarifas como si ya las hubiéramos construido. Ésa es la transa que estamos haciendo”.


      Corrupción con premio


      La compañía suiza ABB pagaba excéntricos sobornos en especie para obtener contratos millonarios en México. Un yate, un auto Ferrari, un crucero por el Mediterráneo y vacaciones pagadas para funcionarios y sus esposas son algunos de los obsequios que la multinacional otorgó entre 1997 y 2004, durante los sexenios de Ernesto Zedillo y Vicente Fox, a funcionarios de Luz y Fuerza del Centro y de la CFE. Los pagos ilegales se realizaban con facturas falsas emitidas por tres empresas intermediarias, incluida la representante de ventas de ABB en México, y se estima sumaron 1.9 millones de dólares; a cambio, la compañía obtuvo contratos por 90 millones de dólares.23


      Las autoridades de Estados Unidos seguían la pista de sobornos que la filial jordana de ABB había pagado al régimen de Saddam Hussein en Irak, cuando descubrieron que la trama alcanzaba a otros países, incluidos Italia y México. Reportaron el hallazgo en 2010 al gobierno de Felipe Calderón, pero éste, en vez de sancionar e inhabilitar a la empresa, la premió con más contratos. En marzo de 2011, por ejemplo, la CFE —la misma dependencia involucrada en el escándalo de corrupción— le compró equipo eléctrico por 1.9 millones de pesos,24 y en agosto del mismo año le otorgó otra asignación por 326 mil euros,25 equivalente en esos días a 5.8 millones de pesos.


      La corrupción de ABB nunca fue castigada en México. La SFP inhabilitó por 17 años y medio al exdirector de operaciones de la CFE, Néstor Moreno Díaz, principal beneficiario de los sobornos, pero a la compañía suiza se le permitió continuar como proveedora privilegiada. Se castigó al que recibió el “moche” pero no al que lo entregó.


      De hecho, al llegar el gobierno de Enrique Peña Nieto se olvidaron los antecedentes de corrupción de ABB y los montos de las asignaciones se multiplicaron. A las tres semanas del retorno del PRI al poder —el 21 de diciembre de 2012—, la CFE le asignó un primer contrato por 2.3 millones de pesos y a la semana siguiente otro más por 41.3 millones.26 Durante el resto del sexenio fluyeron, generosas, las asignaciones a la compañía, y éstas continuaron cuando López Obrador llegó al poder. El área de refinación de Pemex y la CFE, dirigida por Manuel Bartlett, son las que han dado los mayores contratos a ABB; tan sólo entre mayo y agosto de 2019 le asignaron compras y obras por 120 millones de pesos.27


      El favoritismo para Deutsche Telekom


      El gigante alemán de las telecomunicaciones Deutsche Telekom se vio involucrado en una trama de favoritismo y posible corrupción durante el gobierno de Peña Nieto. Su filial T-Systems obtuvo un contrato multianual por poco más de 2 mil millones de pesos para dar servicios de soporte, operación y mantenimiento tecnológico en el SAT, incluido un sistema para reforzar la seguridad y evitar la intrusión de hackers. No obstante, una investigación descubrió que el proveedor incumplió con el contrato y, pese a ello, funcionarios federales lo premiaron con cuatro convenios de ampliación por casi 400 millones de pesos adicionales.


      Las cuatro ampliaciones a T-Systems fueron otorgadas durante la gestión de Osvaldo Santín Quiroz al frente del SAT y las validó Luis Fernando Cadena Barrera, quien se desempeñaba como administrador de Tecnologías de la Información del órgano recaudador de impuestos. Ambos funcionarios se conocían desde los días en que trabajaron en el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMyM), en los tiempos en que Peña fue gobernador de esa entidad. Santín había sido el director del mencionado instituto de 2007 a 2011 y en el mismo periodo Cadena Barrera había sido su coordinador de administración.


      Santín llegó a trabajar al gobierno federal de la mano de Luis Videgaray. Entre diciembre de 2012 y septiembre de 2016 se dedicó a atender todos los asuntos del entonces secretario de Hacienda; él le llevaba su agenda y estaba pendiente de sus citas y reuniones de trabajo. Cuando Videgaray fue nombrado canciller, Santín brincó a director del SAT, en sustitución de Aristóteles Núñez. Y fue al poco tiempo de su arribo cuando se empezó a manifestar el favoritismo a T-Systems.


      El contrato celebrado con la filial mexicana de Deutsche Telekom, mediante el procedimiento de licitación, tendría vigencia hasta el 19 de agosto de 2019 por un monto de hasta 2 mil 80 millones de pesos. Pero mediante cuatro convenios se extendió el plazo por más de cuatro meses y el monto se elevó a 2 mil 475 millones de pesos.


      La investigación en torno al contrato descubrió una serie de irregularidades que ponían en riesgo la información en poder del SAT: se carecía de una herramienta automatizada para la generación del inventario de sistemas con antivirus; se identificaron 10 sistemas sin soporte de hotfixes (parches rápidos para solucionar problemas de usuarios) por parte del fabricante, lo que representaba un riesgo de vulnerabilidad en los equipos; y durante un recorrido de pruebas se detectó que no se contaba con herramientas que permitieran la medición de contención y bloqueo de amenazas cibernéticas.


      Uno de los anexos técnicos del contrato establecía que T-Systems debería definir y actualizar las categorizaciones en la mesa de servicios (Service Desk), que es el conjunto de recursos para solucionar cualquier incidencia tecnológica, además de dar la respectiva capacitación. Pero ese servicio ya estaba contratado con otra empresa, lo que representaba una duplicidad de actividades y costo adicional.


      Cada vez que un proveedor cumple con lo establecido en un contrato, debe aportar evidencias, lo que en el ámbito gubernamental se conoce como “entregables”.


      En el caso del contrato con T-Systems no se encontraron los entregables de distintos productos, informes o servicios, como el plan de trabajo para implantar controles de seguridad ni el soporte del middleware (un software o sistema que asiste a una aplicación para interactuar o comunicarse con otras o entre redes). Tampoco se halló evidencia del servicio de administración de base de datos ni de los mecanismos de respaldo necesarios que permitan restaurar un servidor en caso de un incidente.


      Esta irregularidad es grave, porque sin entregables no hay evidencia de que el servicio se haya otorgado.


      Una muestra del favoritismo fue que los funcionarios federales toleraron los incumplimientos y omitieron aplicar una penalización por 30 millones de pesos a T-Systems.


      El trato privilegiado no terminó ahí. El 15 de diciembre de 2017 la filial de Deutsche Telekom recibió un segundo megacontrato, ahora por mil 432 millones de pesos, también en el SAT, por el servicio de una nube híbrida, a través de la cual se ofrecerían servicios como la factura electrónica, fiscalización y las transacciones aduaneras. Los servicios integrados de nube pública y nube privada deberían garantizar la privacidad de la información tanto del SAT como de los contribuyentes.


      El contrato se otorgó mediante una licitación que fue impugnada en forma reiterada por el competidor Micronet de México, quien identificó irregularidades en las bases de participación que terminaron beneficiando a T-Systems. La SFP encontró elementos de prueba suficientes para frenar la asignación, en tanto la dirección de controversias daba una resolución. El 8 de junio de 2018 esa instancia recomendó anular el fallo.


      Pero una semana después, el 14 de junio, la administración de recursos materiales del SAT volvió a asignar el contrato a T-Systems. Una vez más, Micronet formalizó su inconformidad por lo que consideró “defectos, excesos y omisiones” en el proceso de licitación. La SFP intervino otra vez y solicitó que se repusiera el proceso de licitación. Por insólito que parezca, el 17 de julio se otorgó por tercera ocasión el contrato a la misma empresa alemana, en un fallo firmado por Roberto Vázquez Jiménez, administrador de infraestructura tecnológica; Luis Fernando Ruiz Guerra, administrador de coordinación, metodologías y proyectos de tecnología, y Jorge Monterrubio Fernández, subadministrador de asesoría y licitaciones.


      Ante el evidente favoritismo, surgieron sospechas de corrupción, y el 11 de septiembre de 2018 la SFP volvió a anular el fallo, pero esta vez con una petición dirigida al Órgano Interno de Control del SAT, para que investigara la actuación de los funcionarios. El argumento para anular el contrato era que T-Systems no garantizaba el correcto resguardo de la información fiscal de una posible intrusión de hackers.


      Los funcionarios del SAT hicieron oídos sordos, porque justo una semana después de este exhorto de la SFP asignaron una vez más el contrato a la misma compañía. Por cuarta ocasión, vino un proceso de impugnación, de intervención de la SFP, de anulación del fallo y de reposición del proceso de licitación.


      Pasaron los meses y el 8 de febrero de 2019 —ya durante el gobierno de López Obrador— funcionarios del SAT se reunieron para determinar quién daría el servicio de nube híbrida. Y —oh, sorpresa— el elegido resultó… ¡T-Systems!28

    

  


  
    
      VII


      Los cárteles empresariales


      Artimañas corporativas para acaparar

      el mercado


      Los negocios de Baxter


      El 16 de enero de 2015 el entonces presidente Enrique Peña Nieto recibió en el salón Adolfo López Mateos de la residencia oficial de Los Pinos a los directivos de la multinacional Baxter, por haber ganado el Premio Nacional de Calidad 2014. “Su determinación por ser los mejores en su campo los ha llevado a ser un referente nacional de innovación, de excelencia y de sustentabilidad”, dijo en su discurso.


      Con especial afecto estrechó la mano de Víctor Alonso Pedroza Campo, un ingeniero industrial colombiano, quien desde el 29 de julio de 2010 había sido nombrado presidente del Consejo de Administración de Plasti-Estéril, S. A. de C. V., una empresa filial de Baxter ubicada en Atlacomulco, Estado de México. También felicitó aquel día a Andrés Rojo Nava, director de calidad, quien años antes había sido el gerente de la compañía. Tras la entrega del premio, siguieron los aplausos, los abrazos y las palabras de elogio mutuo.


      Nadie, aquel día, siquiera imaginaba que la compañía que Peña había galardonado estaba ligada a su pasado como empresario, una faceta desconocida que nunca mencionó en su currículum oficial.


      Peña Nieto había participado como socio fundador de Plasti-Estéril el 24 de septiembre de 1991, cuando tenía 25 años de edad, en sociedad con su papá, un hermano, un tío y un vecino de la familia. La empresa se dedicaba a producir sueros y soluciones medicinales inyectables.1


      A la par que incursionó en los negocios, Peña Nieto se tituló como licenciado en derecho en la Universidad Panamericana, con una tesis que, a la vuelta de los años, generó polémica al haberse detectado 197 párrafos plagiados de los 682 que integran el texto titulado “El Presidencialismo mexicano y Álvaro Obregón”.2


      También en aquel año —1991— Peña dio sus primeros pasos en la política, como activista en la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP), el llamado sector popular del PRI que agrupa a comerciantes y a comités de colonos, y en el Frente Juvenil Revolucionario.


      Con su título de abogado recién estrenado, Peña emprendió su aventura empresarial con una aportación de un millón de pesos a la farmacéutica Plasti-Estéril. Su papá, Enrique Peña del Mazo, su hermano Arturo Peña Nieto, su tío Arturo Peña del Mazo y el ingeniero químico Víctor Manuel Monroy Naime —vecino de la familia— aportaron una cantidad idéntica, para sumar un capital social de 5 millones de pesos. En las referencias de los socios, el notario Alfredo Montiel Rojas (hermano de Arturo Montiel, exgobernador del Estado de México), anotó: Enrique Peña Nieto, licenciado en derecho, con domicilio en Paseo de San Francisco 112, fraccionamiento San Carlos, del municipio de Metepec.


      En el acta constitutiva, formalizada en septiembre de 1991, se anotó como principal objetivo de la sociedad mercantil la fabricación, distribución, comercialización e importación de productos plásticos estériles para hospitales e industria farmacéutica. La empresa se instaló en la avenida Salvador Sánchez Colín número 9, en el Parque Industrial Atlacomulco. En la parte trasera de la planta industrial corre el río Lerma, uno de los más contaminados del país, por los desechos industriales que se vierten en su cauce; al frente están las instalaciones de Rafytek, fábrica de capital estadounidense.


      La incursión de Peña Nieto como empresario fue efímera. Al año siguiente de haber fundado la planta de Plasti-Estéril, ésta fue vendida parcialmente a la familia Monroy Carrillo, dueña —entre otras compañías— del grupo alimenticio La Moderna.


      En 1998 la empresa volvió a cambiar de manos. Para entonces Peña Nieto ya había incursionado como funcionario público; desde 1994 se desempeñaba como secretario particular del secretario de Desarrollo Económico del Estado de México, Juan José Guerra Abud, durante la efímera gubernatura de Emilio Chuayffet y luego en la gestión de César Camacho Quiroz.


      Entre las tareas de Peña Nieto estaba llevar la agenda de reuniones que su jefe Guerra Abud sostenía cotidianamente con potenciales inversionistas. Desde 1997 la poderosa corporación transnacional Baxter Inc. había llegado al Estado de México, interesada en invertir en una planta para producir sus productos médicos. Tras analizar las alternativas, decidió adquirir una fábrica farmacéutica que estaba en funciones en Atlacomulco.


      La opción elegida por Baxter fue nada menos que Plasti-Estéril, la empresa que había fundado el joven funcionario Peña Nieto (ya para entonces tenía 32 años de edad).


      Aquel año se concretó la compra de la planta. En su informe a inversionistas, la multinacional reportó así la operación:


      En 1998, Baxter adquirió Plasti-Esteril SA de CV, un fabricante mexicano de recipientes esterilizados para sustancias inyectables. Estos pequeños envases se usan para diluir medicamentos intravenosos. La línea de productos tiene un fuerte potencial de crecimiento en América Latina a medida que el mercado cambia las ampolletas de vidrio por las de plástico. Además, Baxter está expandiendo su negocio de compuestos farmacéuticos, en el que los laboratorios Baxter preparan soluciones específicas para pacientes de hospitales.3


      En ese mismo informe, Baxter explicaba por qué había decidido invertir en México: “Se espera que las tasas de tratamiento de diálisis se dupliquen en América Latina en los próximos cinco años debido al envejecimiento de la población, el aumento de la cobertura de atención médica y un mayor diagnóstico de enfermedades de los riñones”.


      La transnacional estadounidense se anticipó a lo que desde entonces se preveía como una epidemia: la multiplicación de enfermos con insuficiencia renal crónica. Ése ha sido desde entonces uno de sus principales mercados.


      La multiplicación de los contratos


      Baxter es un gigante del sector farmacéutico que tiene su base de operaciones en Deerfield, Illinois, ciudad ubicada al norte de Chicago y al sur de Milwaukee, a la orilla del lago Míchigan. Su principal negocio son los tratamientos para pacientes con insuficiencia renal crónica irreversible, un padecimiento que ha tomado dimensiones de epidemia en México, agravado con la explosión de casos de diabetes. Año tras año, los casos se han multiplicado. En 1990 el sector salud reportó 2 millones 800 mil casos; para 2000 ya se habían disparado a 4.1 millones, en 2010 sumaron 6.3 millones y al cierre de 2019 superó los 8 millones de pacientes.4 En 30 años se triplicó la cantidad de enfermos, y eso puso en aprietos las finanzas de las instituciones de salud, que han tenido que destinar una mayor inversión para tratamientos médicos especializados.


      Mientras unos sufren, otros gozan. Baxter ha resultado beneficiada con la epidemia de insuficiencia renal y con la multiplicación de los contratos públicos. Entre 2002 y 2018 ha obtenido más de 35 mil millones de pesos en compras, principalmente en el IMSS.


      Los contratos se multiplicaron a partir de que Peña Nieto llegó a la Presidencia. Entre enero de 2013 y diciembre de 2018 el gobierno federal asignó a Baxter contratos por 11 mil 358 millones de pesos, principalmente de insumos para atender a enfermos con insuficiencia renal crónica. Ese monto representó un incremento de 75% respecto a los contratos que había asignado a Baxter el gobierno anterior, de Felipe Calderón.5


      En el IMSS, el mayor monto de los contratos a Baxter fue por licitación pública, pero el ISSSTE decidió, en la mayoría de sus asignaciones, darlas por adjudicación directa, un procedimiento discrecional que se presta a arreglos entre funcionarios y proveedores. Tan sólo en dos contratos “por dedazo”, el monto superó los 970 millones de pesos.


      En el primer año de la administración federal de López Obrador los contratos a Baxter se mantuvieron sin mayores cambios. En 52 contratos asignados en 2019 el monto superó los mil millones de pesos.


      La multiplicación de asignaciones se dio pese a que, años antes, Baxter había estado involucrada en un caso de colusión empresarial, mediante el cual seis laboratorios incrementaron deliberadamente los precios de las sustancias médicas que le vendían al IMSS para multiplicar sus ganancias. Se ponían de acuerdo en sus cotizaciones para participar en licitaciones amañadas; así, se turnaban las asignaciones y todos ganaban, menos los derechohabientes, pues el encarecimiento provocaba menor acceso a los insumos y deterioro en la calidad de los servicios médicos.


      La colusión para subir precios


      El caso de corrupción empresarial en el que estuvo involucrado Baxter fue etiquetado por la Cofece como el “cártel de los medicamentos”.


      La Cofece es un órgano autónomo que investiga las posibles conductas ilícitas que afectan la libre competencia. Es como una policía o detective que vigila la actuación de las compañías. Cuando encuentra evidencias de posibles arreglos oscuros entre empresas o monopolios, inicia una investigación.


      Así lo hizo en el caso de las farmacéuticas. Encontró indicios de colusión tras analizar 238 licitaciones realizadas por el IMSS. Los investigadores detectaron que las posturas de seis empresas eran con frecuencia similares, y ese patrón despertó sospechas fundadas de que había complicidad.


      La estrategia amañada consistía en manipular las ofertas presentadas en la licitación; las empresas concursantes se coordinaban para presentar precios elevados en sus posturas y sólo una bajaba ligeramente la oferta, con lo que se garantizaba la asignación del contrato. Luego, esa misma práctica la aplicaban en otros concursos, y se iban turnando quién sería el ganador.


      En el transcurso de la investigación se detectó que los empleados de los laboratorios se comunicaban con más frecuencia cuando se acercaban las fechas de entrega y apertura de propuestas de las licitaciones, lo que representó otra prueba de la colusión.


      Según la acusación, las farmacéuticas Eli Lilly y Baxter de Estados Unidos, Fresenius de Alemania y tres laboratorios de México (Cryopharma, Pisa y Probiomed) cometieron prácticas monopólicas absolutas, pues se ponían de acuerdo para participar en las licitaciones del IMSS, turnarse los contratos, encarecer los precios de sus productos y, al final, repartirse las utilidades obtenidas.


      Las licitaciones presuntamente amañadas les permitieron obtener contratos por 2 mil 426 millones de pesos, y de ese monto más de 20% correspondió a sobreprecios. En el cuadro VII.1 se muestra la relación de las asignaciones por empresa, de acuerdo con la investigación de la Cofece.
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      Eli Lilly, Cryopharma, Probiomed y Pisa fueron halladas responsables de coordinarse para presentar posturas en las licitaciones de insulina —sustancia básica para tratar a pacientes con diabetes—, mientras que una conducta similar de complicidad fue señalada para Fresenius, Pisa y Baxter en la venta de sueros al IMSS.


      La investigación determinó que durante el tiempo que duró la colusión de los seis laboratorios, el IMSS pagó un sobreprecio de hasta 57.6% en las compras de insulina y soluciones, que se tradujo en pérdidas por 622 millones de pesos.


      El dinero pagado por el sobreprecio de las medicinas equivale al costo de construcción de cinco clínicas con 50 consultorios médicos. No obstante, el IMSS sólo tuvo oportunidad de resarcir una cuarta parte del daño, porque la multa impuesta a las seis empresas involucradas y a los ejecutivos que participaron en las negociaciones oscuras fue de sólo 151.6 millones de pesos.


      Aunque este caso de corrupción empresarial ocurrió durante el sexenio de Vicente Fox, fue hasta agosto de 2017 cuando el IMSS pudo empezar a cobrar —mediante embargos— la multa que fijó la Cofece desde enero de 2010.


      ¿Por qué tardaron tanto las autoridades en aplicar sanciones? Porque las compañías involucradas promovieron litigios mediante los cuales intentaron desacreditar la investigación del cártel de los medicamentos.


      Una resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 8 de abril de 2015, concluyó, en definitiva, que Baxter, Fresenius, Eli Lilly, Cryopharma, Probiomed y Pisa habían cometido prácticas monopólicas absolutas, con lo que validó las sanciones de la Cofece.


      No obstante, la resolución judicial no impidió que las empresas del cártel de los medicamentos continuaran recibiendo contratos públicos. A partir de que se les aplicó la sanción han recibido más de 30 mil millones de pesos en contratos. La multa que les aplicaron, de 151 millones de pesos, equivale apenas a 0.50% de sus nuevas asignaciones. Es como haber pagado 50 centavos por cada 100 pesos de sus ventas. Con esas sanciones no se combate la corrupción, al contrario, se alienta.


      ***


      La investigación de la Cofece sobre las licitaciones amañadas en el IMSS inició en 2006, y fue hasta el 28 de enero de 2010 cuando hizo públicas las conclusiones y los nombres de los involucrados. Los datos revelados eran impactantes: seis laboratorios habían creado un cártel para simular competencia, elevar los precios y repartirse las ganancias ilícitas. El escándalo estalló y, a continuación, vino lo insólito: las empresas acusadas multiplicaron sus contratos luego de haber sido exhibidas como corruptas. El gobierno de Felipe Calderón las premió con más asignaciones.


      En 2010 —cuando estalló el escándalo—, los seis laboratorios involucrados en el cártel de los medicamentos obtuvieron contratos públicos por mil 555 millones de pesos, principalmente en el IMSS, institución a la que —según la acusación— habían defraudado con sobrecostos. Al año siguiente la cifra conjunta se multiplicó ¡162%!, al sumar 4 mil 61 millones de pesos, y para 2012 se elevó todavía más, a 4 mil 214 millones. Las más beneficiadas con este reparto fueron Fresenius, Pisa y Baxter, con más de 90% del total asignado.6


      Los contratos continuaron en el siguiente sexenio, hasta sumar 33 mil 811 millones de pesos entre 2010 y 2018.7 Y esto sin contar las ventas millonarias que estos laboratorios realizaban indirectamente al sector salud a través de distribuidores exclusivos. Estas cifras muestran que, en los hechos, la corrupción empresarial no se castigaba en el sexenio de Calderón ni en el de Peña Nieto.


      Las autoridades alegaban que no podían limitar la participación de las empresas en las licitaciones, porque estaban en curso litigios para impugnar la sanción de la Cofece. Este argumento se desplomó cuando en abril de 2015 la corte validó la investigación que reveló prácticas monopólicas.


      Y, paradójicamente, aquél fue el mejor año en contratos para algunas de las empresas acusadas. Baxter, por ejemplo, obtuvo el 15 de octubre de 2015 (a los seis meses de la resolución de la corte) la mayor asignación en su historia como proveedor en el IMSS, por 4 mil millones de pesos.8


      Por si fuera poco, el contrato era de alcance transexenal, pues lo otorgó el gobierno de Peña Nieto, pero se extendió hasta finales de 2019, ya en el sexenio de López Obrador, para atender a los pacientes de nuevo ingreso diagnosticados con insuficiencia renal. A Baxter le encomendaron dotar a cada enfermo de un paquete de diálisis peritoneal, que incluía catéter, conector de titanio y línea de transferencia, así como 60 millones de bolsas de solución. El mismo día, el IMSS asignó otro contrato a Laboratorios Pisa, éste por 821 millones de pesos, complementario al servicio que daría Baxter.


      Para Fresenius 2015 también se perfilaba como el mejor año, pues el IMSS le había subrogado la atención de hemodiálisis a pacientes con insuficiencia renal crónica. Pero la empresa alemana incumplió con los compromisos adquiridos con el IMSS, y el Órgano Interno de Control de esa institución decidió inhabilitarla por dos años y medio.


      El cártel de los pollos


      La colusión es una forma de corrupción empresarial que suele afectar directamente a los consumidores. Cuando dos o más compañías se ponen de acuerdo para poner condiciones en el mercado, eso automáticamente elimina la posibilidad de la libre competencia. Y así, sin competidores enfrente, las empresas coludidas pueden fijar precios a su antojo.


      Los acuerdos entre competidores para fijar precios son calificados por las autoridades regulatorias como una práctica monopólica absoluta, la cual es sancionada por la ley.


      Un caso de colusión de este tipo involucró a Pilgrim’s Pride y Tyson, dos de las mayores corporaciones internacionales de la industria avícola, que en presunta complicidad con productores nacionales encarecieron 32% el pollo, que es la principal fuente de proteína de la población mexicana.9


      Estos arreglos oscuros entre competidores ocurrieron entre 2008 y 2009, según la acusación formulada por la Cofece, la cual aplicó en octubre de 2013 una sanción de 130 millones de pesos por “prácticas monopólicas”. Pero al igual que en el caso del cártel de las medicinas, las empresas señaladas impugnaron la sanción y pasaron los años sin que las autoridades pudieran aplicar un castigo.


      Mediante acuerdos e intercambio de información entre competidores se estableció un precio uniforme en la venta de productos derivados del pollo. Las empresas y los productores involucrados simulaban que ofrecían ofertas, aunque en realidad lo que hacían era frenar la tendencia a la baja de los precios.


      Según la investigación de las autoridades regulatorias de competencia económica, los acuerdos entre competidores ocurrieron en temporadas en las que cíclicamente se observaba una tendencia a la baja en los precios de la carne de pollo. De esa forma, se obligaba a los consumidores a comprar más caro.


      Esta práctica de corrupción empresarial se detectó básicamente en la Ciudad de México y tuvo una duración de 44 días. En ese periodo los consumidores tuvieron que pagar 107 millones de pesos más por los sobreprecios. Éste es un claro ejemplo de cómo la corrupción afecta la vida cotidiana.


      Cuando ocurrió este caso de colusión, Tyson de México y Pilgrim’s eran empresas competidoras; pero desde junio de 2015 la primera fue adquirida por la segunda, con lo que ahora tienen vínculos de negocios.


      Tyson sobornó a las esposas de funcionarios


      Tyson ya se había visto involucrado antes en un caso de corrupción en México, en particular en sus plantas procesadoras en Gómez Palacio, Durango, en donde durante más de 10 años realizó pagos irregulares a las esposas de médicos veterinarios del gobierno encargados de la certificación TIF (Tipo Inspección Federal).


      Cualquier empresa que exporta productos cárnicos debe participar en ese programa de inspección, el cual es supervisado por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader, antes Sagarpa). Cuando una instalación de procesamiento de carne requiere la certificación TIF, se asigna un veterinario gubernamental para que realice la inspección de todo el proceso.


      En 1994 Tyson Foods Inc. invirtió en México en tres plantas procesadoras en Gómez Palacio, Durango, en las cuales había dos veterinarios oficiales asignados a la supervisión de los productos alimenticios que ahí se procesaban.


      Desde aquel año la compañía estadounidense incluyó en su nómina a las esposas de los dos veterinarios, pese a que no prestaban ningún servicio en las plantas de producción.10 Eran “aviadoras” o empleadas fantasma.


      El gerente de la planta, al detectar esta irregularidad, intentó suspender los pagos. Sin embargo, uno de los veterinarios amenazó con interferir en el proceso de inspección TIF, lo cual habría afectado las exportaciones de la empresa. Así que las esposas siguieron cobrando sin trabajar.


      Diez años después, en junio de 2004, el gerente de una de las plantas envió un memorándum a sus superiores en Springdale, Arkansas —donde está la sede corporativa de Tyson—, para denunciar los pagos irregulares que se realizaban a las esposas de los veterinarios.


      Esto motivó una serie de reuniones urgentes de directivos de la compañía en Arkansas, quienes el 7 de julio de aquel año decidieron que los pagos a las esposas deberían cancelarse. Como compensación, Tyson incrementó el monto que daba a los veterinarios “por honorarios profesionales” extra a su salario.


      En septiembre de 2005 un gerente de planta de Tyson en México se volvió a quejar con sus superiores en Arkansas, porque se sentía incómodo con autorizar los pagos irregulares a los veterinarios oficiales.


      Finalmente, ante la presión interna, Tyson aplicó medidas correctivas y en abril de 2007 reveló voluntariamente la mala conducta al Departamento de Justicia y a la SEC.


      En total, desde 1994 hasta mayo de 2004 Tyson realizó pagos indebidos por 260 mil dólares a los veterinarios y a sus esposas, y otros 90 mil dólares entre julio de 2004 y noviembre de 2006 para influir en las decisiones de los médicos responsables de certificar sus productos para la exportación.


      Los arreglos oscuros de las Afores


      El mercado de las Afores en México permite que un trabajador pueda, en cualquier momento, traspasar su cuenta a una administradora que le ofrezca mejores rendimientos netos o un mejor servicio. Esto propicia una sana competencia entre las distintas sociedades autorizadas para gestionar fondos para el retiro. El ahorrador puede irse con quien le convenga.


      Pero igual que ocurrió con el cártel de los pollos, la colusión entre distintas Afores ha limitado, en distintos momentos, la libre competencia.


      The Principal Financial Group, una compañía de inversiones y seguros que tiene su sede en Iowa, Estados Unidos, estuvo involucrada en este esquema de colusión. Su filial Principal Afore, S. A. de C. V. reconoció haber incurrido en la práctica ilegal de realizar acuerdos con competidores para limitar el traspaso de trabajadores, y por esa falta aceptó pagar una multa de 75.6 millones de pesos.11


      Grupo Sura, un holding financiero originario de Colombia; Afore XXI, del Grupo Financiero Banorte, y Profuturo son las otras administradoras involucradas en supuestos acuerdos para dividirse el mercado de los servicios de fondos para el retiro, lo que representa una práctica monopólica.


      La Cofece resolvió en abril de 2017 multar con mil 100 millones de pesos a las Afores involucradas, aunque los actos de colusión habían ocurrido años antes, entre noviembre de 2012 y junio de 2014. En ese periodo, las administradoras pactaron convenios secretos para reducir el número de traspasos de cuentas de trabajadores a un monto máximo semanal, para así disminuir la competencia.


      El seguimiento a los acuerdos se hacía vía correo electrónico, con la supervisión de los directores de las Afores coludidas. Para ocultar su identidad, los involucrados utilizaban sobrenombres o códigos secretos.


      El siguiente correo enviado por un funcionario de Afore XXI a un ejecutivo de Principal expone cómo se limitaría paulatinamente el traspaso de cuentas: “Le avisamos a la fuerza comercial que las semanas son de 40 millones de pesos […] El acuerdo es y se mantiene que a partir de la semana 6 enviaríamos 40 mdp, neteando desde la semana 1. Lo que te garantizo es que desde el próximo envío no mandaremos más de 30 mdp y estoy revisando para ver si puedo bajarlo a 10 mdp semanales”.12


      El correo de respuesta aporta más detalles sobre los acuerdos oscuros para limitar la competencia: “La diferencia por la semana 5 es muy grande a mi favor, así que dime cómo lo vamos ajustando. Por las próximas 3 semanas no creo poder mandar menos de 40 mdp. ¿Tú crees poder más de 40 para ir reduciendo el diferencial?”


      Su interlocutor respondió: “Toda la semana pasada trabajamos con base en lo acordado […] ¿A cuánto podrías bajar [el monto de traspasos] después de las próximas 3 semanas?”


      Estos correos —y muchos más— fueron las evidencias recopiladas para demostrar la complicidad para limitar los traspasos a un monto máximo, lo que permitía a las administradoras de fondos para el retiro coludidas reducir sus costos comerciales sin disminuir el número de cuentas administradas. Se repartieron el mercado y maximizaron sus utilidades.

    

  


  
    
      VIII


      China Inc.


      El turbio avance de las corporaciones

      chinas en México


      Sinohydro y la CFE: tragedia en la Amazonia


      Primero se escuchó un estruendo. Luego vino una furiosa ráfaga de viento que hizo volar a los obreros que trabajaban en el túnel. No alcanzaron ni a levantarse de aquella sacudida cuando, casi de inmediato, llegó una ola que los arrastró. En pocos segundos aquella plácida noche del sábado 13 de diciembre de 2014 había dado un giro trágico: 14 obreros fallecieron —algunos ahogados, otros aplastados— en un accidente que parecía inexplicable, en la construcción de la presa hidroeléctrica Coca Codo Sinclair, en el acceso a la Amazonia ecuatoriana.


      La constructora de esta presa era la corporación Sinohydro, de China, mientras que la supervisión estaba a cargo de la CFE, que en esos días era dirigida por Enrique Ochoa Reza, uno de los hombres más cercanos al entonces presidente Enrique Peña Nieto. Los familiares de las víctimas responsabilizaron a ambas compañías de la tragedia que ocurrió por un derrumbe en un pozo de presión del cuarto de máquinas, situación que sólo pudo deberse a errores humanos o a fallas en la obra.


      La tragedia fue echada al olvido por los contratistas y las autoridades. Nadie fue castigado. Sinohydro continuó la obra y la entregó el 17 de noviembre de 2016, día en que acudieron a inaugurarla los presidentes de Ecuador, Rafael Correa, y de China, Xi Jinping. Al paso de los meses, empezaron a aflorar defectos graves atribuidos a una obra mal hecha y a una deficiente supervisión de parte de la mexicana CFE.


      Un informe de noviembre de 2017, enviado a la Corporación Eléctrica del Ecuador, reportó el hallazgo de daños en los equipos de turbinas de la hidroeléctrica, pese a que tenían apenas un año en operación. Pero lo más preocupante fue un diagnóstico de la agencia alemana Consulting Inspection Services, que había detectado 7 mil 648 fallas en la presa, principalmente fisuras, las más grandes de 38 centímetros, que urgía reparar.


      La Contraloría General del Estado de Ecuador estimó que las reparaciones de esas fisuras requerían una inversión de mil millones de dólares, cantidad que equivale a una tercera parte de lo que costó la presa.


      La CFE había sido advertida desde el 8 de abril de 2015 de las fisuras en los distribuidores de las turbinas, según consta en un oficio obtenido para esta investigación periodística. “Se han encontrado 364 indicaciones [fisuras] de carácter superficial. Posteriormente los resultados de la re-inspección de las soldaduras en los restantes distribuidores señalaban resultados similares”, menciona el documento.


      La consultora advirtió: “Mientras no se corrija la fuente del problema, se deben esperar más grietas, también en áreas no abiertas para inspección […] El agrietamiento puede conducir a la pérdida de integridad estructural, a fugas y a fallas del equipo de proceso en servicio”.1


      La Corporación Eléctrica del Ecuador responsabilizó a la CFE de haber avalado la entrega de distintas fases de la presa, pese a las evidentes anomalías, por lo que ha considerado emprender acciones legales por daños y perjuicios. La Contraloría del Ecuador también fincó responsabilidades civiles contra la compañía estatal mexicana.2


      ¿Cómo es que llegó la CFE a supervisar esa obra en el Ecuador? La CFE abrió en 2011 una oficina en aquel país para ofrecer servicios de ingeniería y de supervisión de obras. Uno de sus primeros contratos fue para analizar la factibilidad de potencial hidroeléctrico del río Zamora, que forma parte de la cuenca superior del Amazonas. Cuando Sinohydro obtuvo la asignación para construir la gigantesca presa Coca Codo Sinclair, la CFE entró como supervisor de la obra, con un contrato que superó los 128 millones de dólares.


      Allá, en la Amazonia, iniciaron los contactos de funcionarios de la CFE con la compañía china que, al igual que la brasileña Odebrecht, enfrentaba acusaciones de haber recurrido al pago de sobornos para obtener asignaciones de obras públicas en distintos países. México era su siguiente destino.


      ***


      Las extrañas coincidencias de la vida: el 13 de diciembre de 2014 ocurrió la fatal explosión en la hidroeléctrica del Ecuador que construía Sinohydro y que supervisaba la CFE. Y casi a la par, en los últimos días de aquel año, la empresa china presentó a la CFE una propuesta para construir en México una presa de similar tamaño y características.


      El 9 de enero de 2015, mientras Sinohydro y la CFE enfrentaban airados reclamos por la tragedia en Ecuador, se llevó a cabo el fallo de la licitación de la Central Hidroeléctrica Chicoasén II, que favoreció a la compañía china, en un consorcio que formó con Omega Construcciones Industriales, Desarrollo y Construcciones Urbanas y CAABSA Infraestructura, S. A. de C. V. El contrato asignado fue de 386 millones de dólares.


      ¿En algo influyó el vínculo que la CFE y Sinohydro habían tenido previamente en Ecuador para asignar el contrato de Chicoasén?


      Sinohydro es una empresa estatal de China que pertenece al Grupo Power Construction Corporation, y se ha especializado en el diseño y desarrollo de infraestructura hidroeléctrica. Su proyecto más importante fue la ejecución de la monumental presa de las Tres Gargantas, en el río Yangtsé, que es el proyecto hidroeléctrico más grande del mundo.


      Para construir la presa de Chicoasén II en Chiapas, Sinohydro requería ejecutar una obra de desvío sobre la margen derecha del río Grijalva. Mientras que la planta hidroeléctrica proyectaba desarrollarla en 180 hectáreas y equiparla con tres megaturbinas, las primeras en México tipo “bulbo”, con un potencial de generación eléctrica de 240 MW. El tiempo estimado para la ejecución de la obra era de 44 meses; es decir, debería estar lista a más tardar en agosto de 2018, antes de que concluyera el gobierno de Peña Nieto.


      Pero casi desde el inicio la obra surgieron problemas sindicales y comunitarios. Los trabajadores de acarreo de material, alentados por sus líderes, continuamente bloquearon los accesos para presionar a que se les dieran mayores beneficios. Mientras que ejidatarios de Chicoasén y pobladores denunciaron violaciones a sus derechos, porque se afectaron sus tierras sin recibir una indemnización justa. La CFE se había comprometido, además, a construir infraestructura de servicios de salud y de agua potable, pero no les cumplió. Al consorcio responsable de la construcción de la presa lo acusaron de impulsar persecución judicial contra sus líderes agrarios, a quienes amagaron con encarcelar por oponerse a la obra.


      Enrique Ochoa Reza dejó la CFE en julio de 2016 para irse a dirigir al PRI nacional, y casi a la par Sinohydro y sus socios decidieron parar la obra cuando apenas llevaban un avance de 17%. Alegaron que el gobierno federal no había logrado liberar el predio en el que se construiría la presa y la planta hidroeléctrica. La compañía estatal, por su parte, argumentó que la construcción se suspendía “temporalmente” para resolver los problemas sociales.


      Tras suspenderse la obra, el consorcio encabezado por Sinohydro interpuso en agosto de 2017 una demanda ante la Corte Internacional de Arbitraje de Londres,3 para exigir al gobierno de Peña una reparación del daño por 223 millones de dólares.


      El juicio lo ganó la corporación china en julio de 2020, pero de inmediato la CFE —encabezada por Manuel Bartlett— impugnó el fallo, por lo que el litigio sigue abierto. La información en torno al caso es secreta y se podrá conocer hasta el año 2023.


      La administración de López Obrador quiere reactivar la obra de la central hidroeléctrica. Un estudio del Centro Nacional de Control de Energía considera que Chicoasén II puede ser la alternativa para atender el crecimiento de la demanda de energía eléctrica de los estados de Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo. Incluso propone como fecha factible de entrada en operación abril de 2022.


      Aunque antes de echar a andar de nuevo la obra tendrán que sentarse a dialogar con los ejidatarios, quienes desde mediados de 2019 están de nuevo en pie de lucha, en defensa de sus tierras. Sinohydro tiene abierto el litigio y en una de esas regresa a pelear la titularidad de la obra.


      Cadena de sobornos


      Antes de llegar a México, la constructora Sinohydro se había visto involucrada en esquemas de presuntos pagos de sobornos a cambio de obras en Venezuela y en Ecuador, país en donde coincidió como contratista con la CFE en la construcción de la presa hidroeléctrica Coca Codo Sinclair en la cuenca amazónica.


      Los sobornos en Ecuador no fueron aislados. La corporación china formó parte de una red de contratistas, encabezada por Odebrecht, que supuestamente financió la segunda campaña electoral de Rafael Correa por la Presidencia.


      El 4 de mayo de 2019 la Procuraduría General del Ecuador inició formalmente la investigación en torno a esta red de sobornos. La base de su pesquisa es un extenso reporte secreto con el nombre en clave “Arroz Verde”, en el que se detallan los aportes de 11.6 millones de dólares de empresas multinacionales para la campaña presidencial.4 En ese expediente figura la aportación de 500 mil dólares que Sinohydro hizo a la campaña en enero de 2014.5 El juicio contra Correa y otros 20 exmiembros de su gobierno por este caso de corrupción inició en febrero de 2020.


      En Venezuela, Sinohydro obtuvo un contrato de la petrolera estatal Petróleos de Venezuela, S. A. (Pdvsa) para construir la planta termoeléctrica La Cabrera, la cual fue inaugurada por Nicolás Maduro el 3 de abril de 2014. Por esa obra, supuestamente pagó un soborno de 7 millones de dólares a un intermediario.6


      La corporación china ha enfrentado acusaciones en años recientes de haber incurrido también en corrupción en distintos países africanos, entre ellos Kenia, Zimbaue y el Congo, para ejecutar obras hidroeléctricas.


      ***


      Tras su fallido contrato en la planta de Chicoasén, en Chiapas, Sinohydro regresó a México a ejecutar más obras en el sector eléctrico.


      En la cartera de proyectos de la CFE la empresa china tiene vigente un contrato por 659 millones de pesos para construir y equipar dos subestaciones eléctricas, además de instalar 208 kilómetros de circuito de líneas de transmisión para su interconexión en los estados de Guanajuato y Chihuahua.


      Además, en marzo de 2019 llegó a un acuerdo con la corporación francesa Neoen para participar en la construcción del parque fotovoltaico El Llano, en Aguascalientes, el cual fue asignado mediante subasta pública por el Centro Nacional de Control de Energía. El plazo del contrato es de 15 años y la inversión estimada por las propias autoridades es de 330 millones de dólares.


      Sinohydro, en sociedad con una filial de la multinacional española Prodiel, serán las encargadas de construir el parque fotovoltaico en una superficie de 800 hectáreas, en donde se proyecta colocar un millón de módulos monocristalinos para captar la energía solar. Una vez concluidas las instalaciones, se conectarán a la red de alto voltaje de la CFE, a la que se le venderá 70% de la energía generada, junto con Iberdrola y Menkent, subsidiaria de Cemex.


      Aunque la concesión se otorgó a Neoen, la construcción, operación y el mantenimiento de la planta de energía solar estarán a cargo de Sinohydro y su socia española Prodiel, que ya antes había participado en otro proyecto más grande en Coahuila, en donde, por cierto, fue acusada de actos de corrupción por un proveedor. La empresa española negó los señalamientos.


      El auge del contrabando de divisas


      A las 10:40 horas del 22 de octubre de 2018 agentes aduanales comisionados al Aeropuerto de la Ciudad de México sometieron al mecanismo de selección automatizada un paquete enviado desde Asia por la empresa de mensajería DHL. Al abrirlo encontraron diversos sobres cuyos remitentes eran 18 corporaciones financieras de China y de otras cinco naciones asiáticas.


      En el interior de los sobres los agentes descubrieron una fortuna: 35 documentos por cobrar que, en conjunto, sumaban 5 millones 204 mil dólares, equivalentes a casi 100 millones de pesos.


      La Ley Aduanera, en su artículo 9, establece que toda persona que ingrese al país documentos por cobrar por una cantidad superior a 10 mil dólares debe declararlos a las autoridades fiscales, de lo contrario, se incurre en un delito equiparable al contrabando. Peor aún, el artículo 105 del Código Fiscal de la Federación advierte que se castigará hasta con seis años de cárcel a quien no declare en la aduana la introducción de órdenes de pago superiores a 30 mil dólares.


      Todos los documentos descubiertos en el aeropuerto, en un envío de paquetería, sobrepasaron con creces los límites establecidos por la ley. Los detalles de este decomiso no habían sido revelados, hasta ahora.


      Las órdenes de pago de mayor monto correspondían al Bank of China, uno de los grupos financieros más grandes de Asia y enlistado por Fortune en el sitio 44 de las 500 principales corporaciones globales.


      Tan sólo una letra de cambio emitida por el Bank of China ascendía a 787 mil 502 dólares, lo cual equivale a 78 veces el tope previsto en la ley aduanera y 28 veces el del Código Fiscal; otra era por 680 mil dólares y una más por 590 mil.


      Las autoridades estaban ante un caso de posible tráfico de divisas que salpicaba a grandes corporaciones financieras, entre ellas Bank of China, Banco Industrial y Comercial de China (ICBC), Yinzhou Bank, Chongqing Rural Commercial Bank y el Agricultural Bank of China. Además, Citibank Taiwan; Canara Bank y Corporation Bank de India; Mufg Bank, Mizuho Bank y Sumitomo Mitsui de Japón; Thanachart Bank de Tailandia y el Keb Hana Bank de Corea del Sur.7


      El 15 de marzo de 2019 la Administración General de Aduanas notificó a cada uno de esos bancos que les aplicaría sanciones previstas en el artículo 185 de la ley aduanera, que consisten en un pago de 20 a 40% de la cantidad que omitieron declarar.


      En conjunto, la multa fue equivalente a un millón de dólares, de los cuales la mitad corresponde al Bank of China, por 10 órdenes de pago que no declaró y que excedieron el monto previsto por la ley.


      Éste, por supuesto, no fue un caso aislado. Es apenas un botón de muestra de un delito que está en expansión en México y que involucra a grandes corporaciones. Justo dos años antes del hallazgo en el aeropuerto, en octubre de 2016, agentes aduanales habían detectado documentos por cobrar por 450 millones de dólares que pretendían ser introducidos al país por la aduana de Toluca.


      En el primer trimestre de 2019 ocurrió un nuevo megadecomiso de documentos, también en Toluca, que hasta el momento ha permanecido en secreto. No obstante, las autoridades fiscales dejaron pistas que permiten dimensionar el tamaño del golpe. Entre enero y marzo de 2018 los embargos de mercancía que pretendía ser introducida de contrabando ascendieron a 302 millones de dólares. Pero en el mismo lapso de 2019 la cifra se disparó a 21 mil 518 millones de dólares, que representa 71 veces más de un año a otro. “Estos incrementos se debieron a un decomiso de documentos, importación de divisas por medio de documentos por cobrar o efectivo, en la Aduana de Toluca”, revela un escueto informe entregado por las autoridades fiscales.8


      El retorno de China Railway


      China Railway Construction Corporation (CRCC), la segunda compañía de construcción e ingeniería más grande del mundo,9 se preparaba en noviembre de 2014 a entrar a todo vapor al mercado mexicano. Asociado con Grupo Higa, había ganado la concesión para construir el tren México-Querétaro, la obra de infraestructura más ambiciosa del gobierno de Peña Nieto.


      El lunes 3 de noviembre de aquel año, el entonces secretario de Comunicaciones y Transportes, Gerardo Ruiz Esparza, convocó a empresarios de la industria del transporte para anunciar el contrato del tren a favor de la empresa asiática.


      “Dejo el testimonio que desde que se hizo la invitación —en una visita del presidente Enrique Peña Nieto a la República de China— a participar en estos procesos licitatorios, desde ese momento enviaron a México a 200 técnicos que trabajaron intensamente para cumplir con las fechas que se les pidió originalmente para la construcción de este tren de alta velocidad México-Querétaro”, expresó en el anuncio de la asignación de la obra.


      Todo avanzaba a alta velocidad. Pero cuatro días después la marcha fue frenada abruptamente. La noche del jueves 7 de noviembre de 2014 el propio funcionario que apenas el lunes había celebrado la asignación a China Railway anunció, a través de su cuenta de Twitter, que el contrato se cancelaba.


      “Debido a dudas e inquietudes en la opinión pública se instruyó a la @SCT_mx reponer la convocatoria para la construcción del #TrenRápido”, escribió en un escueto mensaje. “La finalidad de este nuevo proceso de licitación es para dar más tiempo y una mayor participación a los fabricantes de trenes”, argumentó.


      En realidad, aquel día se canceló definitivamente el proyecto. Nunca se volvió a convocar a una licitación.


      La cancelación coincidió con que el equipo de la periodista Carmen Aristegui estaba por publicar un reportaje que revelaba que Grupo Higa —asociado de China Railway en la obra del tren— le había construido una residencia al presidente, la famosa “Casa Blanca” de Peña Nieto. Aquella investigación periodística detonó en el mayor escándalo de corrupción del sexenio.


      Peña Nieto cayó en el descrédito; a partir de entonces, los casos de corrupción en su gobierno se multiplicaron; brotaban uno tras otro. Y el proyecto del tren quedó en el olvido. Los inversionistas emprendieron un litigio para exigir a las autoridades mexicanas el pago de una indemnización superior a 11 millones de dólares por haberles frenado el tren. Después de aquella fallida incursión, parecía que la corporación china se había ido definitivamente de México. Pero no. Ha regresado.


      ***


      China Railway está de regreso de la mano de Grupo Aldesa, la polémica constructora española que vivió su época de expansión precisamente durante el gobierno de Peña Nieto, con la asignación de multimillonarios contratos marcados por las deficiencias, como el Paso Exprés en Morelos.


      A finales de 2019 CRCC adquirió 75% de las acciones de Aldesa, que pese a ser una corporación española tiene su principal base de negocios en México, con contratos públicos por más de 10 mil millones de pesos en 10 años.


      De hecho, la intención de CRCC al quedarse con la mayoría accionaria de Aldesa es regresar a la reconquista del mercado mexicano, tras su frustrada incursión con el tren México-Querétaro.


      Aldesa estaba en problemas financieros y acudió ante los inversionistas chinos en busca de ayuda. En vez de sólo inyectar recursos, CRCC se quedó con el control de la constructora española y con su cartera de proyectos.


      En su trayectoria en México, Aldesa ha participado en obras controversiales, como la autopista Durango-Mazatlán, que desde su inauguración en octubre de 2013 ha enfrentado múltiples problemas, como derrumbes, deslaves y daños por deficiencias; el Paso Exprés en Morelos, cuyo derrumbe provocó la muerte de dos personas en julio de 2017; el embovedamiento del río de Los Remedios, el cual dejó inconcluso, y la construcción de la torre de control del aeropuerto de Texcoco.


      La compañía ha desarrollado, además, obras de infraestructura en los aeropuertos de Guadalajara, Cancún y San José del Cabo; plantas fotovoltaicas en Jalisco y Yucatán, así como un parque eólico en Nuevo León.


      Las dos compañías asociadas se han visto involucradas en casos de corrupción. Aldesa figuró en la investigación de presunto financiamiento ilegal al Partido Popular de España en 2013, mientras que la corporación china fue sancionada en 2019 por el Banco Mundial por irregularidades en una licitación en Georgia, antigua república soviética.


      Durante el proceso de precalificación y licitación para una obra carretera en aquel país la compañía china tergiversó información, lo cual fue calificado por el Banco Mundial como una “práctica fraudulenta”. Por ese motivo, el 4 de junio de 2019 la inhabilitó por nueve meses para concursar en obras fondeadas por la institución en cualquier país.


      La inhabilitación también aplica para la filial de la compañía china, CRCC México, que tiene su base de operaciones en un despacho de Paseo de las Palmas 405, en Lomas de Chapultepec, en la misma colonia donde está la casa blanca de Peña.


      Historial de sobrecostos, incumplimientos y obras mal hechas


      Antes de pasar a manos de inversionistas chinos, Aldesa había sido una corporación que continuamente se veía envuelta en controversias por deficiencias detectadas en las obras, sobrecostos, pagos en exceso e incumplimiento en los plazos.


      Su primer gran contrato público fue la construcción de la autopista Durango-Mazatlán, en el sexenio de Felipe Calderón. En un consorcio que formó con Omega Corp cobró 3 mil 463 millones de pesos por construir los túneles, estructuras, terracerías, obras de drenaje, entronques, obras complementarias y señalamientos en un tramo de 46 kilómetros.


      La ejecución de la obra tuvo múltiples irregularidades. En el contrato se había acordado que no se daría anticipo a Aldesa, pero el gobierno de Calderón incumplió esta cláusula y aportó 517 millones de pesos para financiar a la constructora. Además, se detectaron pagos en exceso por 28 millones de pesos.10


      Ya durante el gobierno de Peña Nieto, la corporación española construyó el viaducto de siete kilómetros que conecta Interlomas-carretera Naucalpan-Toluca, el cual incluye dos túneles y tres puentes. La obra fue asignada por la SCT a Aldesem y a Proacon, dos filiales de Aldesa, con un monto original de 466 millones de pesos, el cual al final se incrementó 25%, hasta sumar 581 millones de pesos.11


      Las mismas dos filiales de Aldesa construyeron la primera etapa del Túnel Emisor Poniente II, en el Estado de México,12 por mil 795 millones de pesos. El plazo original pactado para concluir la obra fue el 13 de abril de 2017, pero al día siguiente del vencimiento la SCT le dio una ampliación de seis meses y un pago extra de 235 millones de pesos, para sumar 2 mil 30 millones de pesos.13


      Aldesem, en conjunto con Ingeniería y Servicios ADM, tenía a su cargo la obra de construcción de talleres y cocheras para la ampliación del tren eléctrico de Guadalajara, con una inversión de casi 600 millones de pesos, y en la cual tampoco se cumplió con el plazo que se había fijado para enero de 2017.


      La SCT otorgó a la misma compañía el contrato para construir el distribuidor vial Benito Juárez de la vía rápida Bicentenario, en la ciudad de León, con una inversión de 127 millones de pesos y, una vez más, la obra fue entregada con retraso.


      En sociedad con una constructora de Chiapas, Aldesa participó en la construcción de un tramo de la carretera Acayucan-La Ventosa, en Oaxaca. El contrato original fue de 231 millones de pesos, pero al final el monto se redujo a casi la mitad, debido a que no fue posible continuar la obra por bloqueos de pobladores.14 También la SCT le asignó la modernización de las carreteras Coatzacoalcos-Veracruz y Mérida-Chetumal, con una inversión conjunta de 545 millones de pesos.


      Pero quizá la obra reciente más polémica ejecutada por Aldesa fue la ampliación del libramiento de Cuernavaca, mejor conocida como Paso Exprés, en el que dos hombres fallecieron el 12 de julio de 2017, al caer su auto a un socavón que se formó por un hundimiento.


      El contrato de esta obra fue adjudicado el 24 de noviembre de 2014 al consorcio formado por Construcciones Aldesem —filial de Aldesa— y Epccor, S. A. de C. V., por un monto de 901 millones de pesos.15 Los contratistas se comprometieron a entregar la obra el 28 de noviembre de 2016, pero no cumplieron. Tras una serie de convenios el plazo se extendió al 30 de junio de 2017 y el monto se elevó a mil 548 millones de pesos, 71% más que el proyecto original.16


      Así que cuando ocurrió el hundimiento que provocó la muerte de dos personas, la vialidad tenía 12 días de haberse entregado. En auditorías realizadas a la obra se detectaron trabajos de mala calidad en muros, pavimento y terraplenes, así como pagos irregulares a los contratistas y deficiencias del proyecto ejecutivo original.17


      Los contratos en el aeropuerto de Texcoco


      Aldesa fue una de las corporaciones extranjeras que obtuvo contratos para la construcción del malogrado Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAIM). Su filial mexicana Aldesem, en sociedad con Jaguar Ingenieros Constructores, obtuvo una asignación por mil 242 millones de pesos para edificar la torre de control de tráfico aéreo.18 La fecha originalmente pactada para concluir la obra fue el 18 de diciembre de 2018, pero cuando se venció el plazo sólo habían realizado 11% de los trabajos.19 La empresa logró una prórroga para entregar el 20 de marzo de 2019, pero ya para entonces el presidente López Obrador había cancelado la obra. En ese megacontrato de Aldesa y su socio mexicano sólo se lograron ejercer 134 millones de pesos.


      En el mismo aeropuerto, Aldesem tenía asignada la construcción de accesos y plataformas para exploración geotécnica para la pista 2.


      Como parte de las obras hidráulicas para el nuevo aeropuerto, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) asignó a Aldesem el contrato para el embovedamiento del río de Los Remedios en los límites de Nezahualcóyotl y Ecatepec, por un monto de 406 millones de pesos y el compromiso de concluir en enero de 2017.20 Como es costumbre, la compañía española no acabó a tiempo, además de que incumplió con lo establecido en el contrato, por lo que la Conagua decidió retirarle la obra. Cuando presentó su propuesta, Aldesem había entregado una carta en la que se comprometía a obtener el suministro de tubería de alta calidad, pero ya en la ejecución de los trabajos recurrió a un fabricante distinto que no cumplía con las especificaciones requeridas. Eso motivó a las autoridades a terminar anticipadamente el contrato.21


      Otro tramo de la obra de embovedamiento del río —de avenida central al dren general del Valle— lo realizaba la también corporación española Acciona.


      El tráfico de hierro


      Las mineras de origen chino tuvieron una peculiar expansión durante el gobierno de Felipe Calderón y en el arranque del sexenio de Peña Nieto. En ese periodo se multiplicaron 24 veces los envíos de hierro a la nación oriental desde el puerto de Lázaro Cárdenas, que sirvió como centro de operación de cárteles michoacanos.22


      El volumen de los envíos a China del mineral sin aglomerar se disparó de 377 mil toneladas en 2006 a 9.4 millones de toneladas en 2013.23 Un explosivo crecimiento de 2 400 por ciento.


      El hierro es un mineral que demanda masivamente la industria siderúrgica de China para mantener sus elevados niveles de producción de acero, el cual sirve por igual para fabricar tuberías, estructuras para la construcción y armas.


      Las células criminales participaron de la mano con algunas corporaciones chinas. En Michoacán lo hacían de dos formas: de común acuerdo o a la fuerza, mediante amenazas. Cobraban una cuota por tonelada extraída de los yacimientos, y otra tarifa por dejar pasar los cargamentos al puerto de Lázaro Cárdenas, de donde salían con destino a puertos de China. También recurrían al robo de cargamentos, para su comercialización ilegal.


      En ocasiones el mineral robado era comercializado a la mitad de su valor en el mercado. En otros casos, los grupos criminales recurrían a la subfacturación de la mercancía. Por ejemplo, reportaban en Aduanas un valor equivalente a 20% de lo real, con lo que, además, eludían el pago de impuestos.


      Las corporaciones coludidas compartían las ganancias con los criminales, que en algunos casos recibían su pago en especie, con precursores químicos que les servían para producir drogas sintéticas. No todas las firmas chinas —hay que decirlo— aceptaban estos enjuagues turbios. Pero la mayoría había accedido a cooperar.


      Una estimación del extinto Cisen refiere que en pleno auge del tráfico de hierro ilegal a China —entre 2013 y 2014— el precio de la tonelada del mineral en el mercado internacional era de 100 dólares (unos mil 300 pesos al tipo de cambio promedio de entonces), por lo que un solo buque cargado con 75 mil toneladas le podía representar al crimen organizado ingresos por hasta 7.5 millones de dólares, unos 100 millones de pesos.


      Entre las mineras chinas que las autoridades acusaron por su presunto involucramiento en esta trama criminal estaban Eastwin Mining y Shangai Internacional, que operaban en Sinaloa, Oriente Minero, en Colima, y Eagle Rock Mineral, en Michoacán. Las tres primeras fueron señaladas por el delito de operaciones con recursos de procedencia ilícita24 y la cuarta fue intervenida al encontrarse mineral presuntamente de procedencia ilegal en sus instalaciones.


      Adicionalmente, la Secretaría de Economía detectó que Grupo Minero de Ixtapa Zihuatanejo y Consorcio Min Ben exportaban el metal sin contar con el permiso respectivo.25


      ***


      Eagle Rock fue creada el 23 de agosto de 2013 en Lázaro Cárdenas, Michoacán, con el principal objetivo de extraer y exportar hierro. Al medio año de haber iniciado operaciones fue intervenida por las autoridades federales, al encontrar en sus patios de maniobras aledaños al puerto 7 mil 500 toneladas del mineral de supuesta procedencia ilegal, listo para ser enviado a China.


      Los socios de la empresa intervenida eran un ciudadano chino, dos coreanos y un joven de 23 años de Pantla, un pueblo costero de Zihuatanejo, Guerrero, ubicado a la orilla de la carretera que enlaza con Manzanillo. Todos dijeron vivir juntos en una privada del fraccionamiento Agua Marina, en Lázaro Cárdenas.


      El principal accionista era Nanyang Li, quien ante el notario José Peña López dijo ser empresario proveniente de Ziyang, una ciudad ubicada en el centro de China, en la provincia de Sichuan. Su aportación para crear la mina fue de 14 millones 900 mil pesos, equivalente en esos días a poco más de un millón de dólares.


      Hyun Tony Yi y Tae Yoon Chung, ambos de 40 años y originarios de Seúl, Corea del Sur, aportaron en conjunto 5 millones de pesos.


      Mientras que el supuesto socio mexicano, un humilde joven de 23 años de edad, residente en el pueblo de Pantla y quien actualmente trabaja como empleado de seguridad en un conjunto turístico de Zihuatanejo, fue inscrito como accionista minoritario con una aportación de 200 mil pesos.


      Del mismo pueblo de Pantla eran originarios los dos supuestos dueños del Grupo Minero de Ixtapa Zihuatanejo,26 al cual el SAT le había retenido entre 2014 y 2017, en el puerto de Lázaro Cárdenas, un cargamento de 70 mil toneladas de hierro que iba a ser llevado a China a bordo del buque Luyang Eagle. Además de retener el embarque por sospechas del posible origen ilícito del mineral, esta compañía también había sido señalada por indicios de subfacturación en sus exportaciones. Las autoridades habían registrado de enero a septiembre de 2013 el envío a China de más de 600 mil toneladas de hierro, las cuales fueron facturadas a un valor promedio de 27 dólares por tonelada, cuando en ese momento el precio del metal en el mercado internacional era de 100 dólares.27


      En agosto de 2012 el citado grupo había llegado a un acuerdo con la compañía National Business Development Group Inc. (NBDG), que se ostentaba como integrante de la corporación Wah Seong de Malasia, y con Comercializadora Sagitario Business Inc., una empresa de papel establecida en Florida, para comercializar el hierro extraído de dos yacimientos en Guerrero.


      ***


      El consorcio minero El Águila era utilizado por grupos criminales para exportar a China hierro extraído ilegalmente en Michoacán. Uno de sus operadores era Ángel Padilla Gálvez, quien en mayo de 2019 fue sentenciado por un juez federal a nueve años de prisión, acusado de haber auxiliado a lavar más de 900 millones de pesos en este esquema de comercialización del mineral al mercado asiático. Un tribunal redujo en octubre la condena a cinco años.


      Según la acusación, Padilla Gálvez era el operador financiero del grupo criminal de Los Caballeros Templarios, que entre 2011 y 2014 habían tomado el control de las exportaciones de hierro a China desde Lázaro Cárdenas.


      En la investigación contra la minera El Águila se logró documentar sus negocios con corporaciones chinas. Por ejemplo, realizó envíos de minerales a la compañía Loyal Base Development Ltd., que tenía sus oficinas en el cuarto piso del edificio Winbase Centre, en Hong Kong. Uno de los embarques a esa firma salió el 27 de septiembre de 2013 del puerto de Lázaro Cárdenas, con 91 mil 500 toneladas de mineral de hierro, valuado en un millón 541 mil dólares.


      Otra firma que recibió transferencias de El Águila es Sunstar (HK) Shipping Limited, otra firma de Hong Kong, según las pesquisas de las autoridades.


      Cuando las fuerzas federales tomaron el puerto de Lázaro Cárdenas, la minera El Águila movió sus operaciones a Manzanillo. De ahí salió el 13 de enero de 2015 un embarque con 100 toneladas de cobre con destino a China. El destinatario era la compañía Agic Marketing Ltd., una comercializadora global de metales no ferrosos. Lo que evidenciaba este envío es que, ante las restricciones impuestas a las ventas de hierro en bruto, los traficantes habían cambiado el tipo de mineral para exportar.


      ***


      Shangai Internacional de Sinaloa, una de las mineras chinas ligadas al tráfico de hierro, fue señalada por el SAT por presunta elusión fiscal. El 8 de enero de 2020 el órgano de recaudación notificó el congelamiento de tres cuentas bancarias de la empresa, por omisiones en el pago de impuestos desde 2010, con un monto acumulado superior a los 108 millones de pesos. Tan sólo por ISR debía 48 millones de pesos.28


      Shangai Internacional fue creada el 26 de mayo de 2006 en Sinaloa,29 para hacer minería a cielo abierto con el uso de explosivos en el yacimiento denominado San José, ubicado en el poblado El Llano de la Palma, en Culiacán. El capital que requirió para echar a andar el proyecto fue de aproximadamente 2 millones de dólares y su expectativa era recuperar la inversión en tres años de operación, pues tenía comprometida por anticipado la venta al mercado chino del hierro que lograra extraer.


      El yacimiento ferrífero había sido explotado entre 1970 y 1981 por Altos Hornos de México, con un promedio de 2 mil toneladas anuales que enviaba a la planta siderúrgica de Monclova. La mina fue abandonada y la empresa china llegó a reactivarla.


      Oriente Minero, S. A. de C. V. —también involucrada en el tráfico de hierro—, le quedó a deber impuestos al SAT por 92 millones 199 mil pesos. Esta empresa era propiedad de Grace Power International Holdings Limited, que poseía 95% de las acciones;30 tenía su sede en Hong Kong, pero actualmente la sociedad mercantil ya está disuelta.31


      El auge de mineras chinas


      En 15 años se crearon en México alrededor de 70 empresas mineras con capital chino y casi la mitad se afincó en Colima, Michoacán y Guerrero.


      La extracción de mineral de hierro ha sido la actividad preponderante de estas mineras. Las grandes corporaciones se llevan el insumo en bruto, sin procesar, y en las plantas siderúrgicas de China lo transforman en acero, que luego es reexportado a México convertido en tuberías, estructuras, varillas, láminas o incluso armas.


      Las inversiones chinas tuvieron una pausa, luego de las restricciones que aplicaron las autoridades federales para tratar de frenar la intromisión de células criminales en la exportación de minerales a Asia.


      En 2019, no obstante, retornaron los proyectos. Eurofro Mines Group, de capital chino, inició la exploración en Michoacán en el proyecto Doña Paula, en busca de yacimientos de hierro, mientras que en Jalisco tiene en marcha el proyecto Jalical, para la explotación de oro y plata. Esta compañía fue creada en diciembre de 2012 en Guadalajara con el nombre de Sierra-Cascade Nursery, pero a los pocos días cambió a su actual nombre. Tiene como accionistas a Yi Hao y Rui Zhao, chinos de origen, pero de nacionalidad canadiense.


      Mining Company Daluo, creada en Manzanillo por los inversionistas chinos Yasha Lou Gu y Xuezhi Hu,32 ha tomado dos proyectos en Guerrero y en Jalisco, para la exploración de hierro. Mientras que Ningbo Yinyi Mining Co. Ltd., corporación de la provincia de Zhejiang, al sur de Shanghái, tiene en marcha cuatro proyectos: dos de desarrollo en Arteaga, Michoacán, y en La Unión, Guerrero, para producir hierro, y otros dos de exploración del mismo mineral en Jalisco. Qingdao Eurofro Industrial Co. Ltd., compañía con base en un puerto de la provincia de Shandong, tiene otro proyecto de exploración en Tomatlán, Colima.


      Pero quizá el mayor proyecto es el de la corporación Tianjin Binhai Harbor Port International Trade, que —como su nombre lo indica— está ubicada en el gigantesco puerto de Tianjin, en la bahía de Binhai, que es la puerta de entrada a Pekín. Esa compañía abastece unos 2 millones de toneladas anuales de mineral de hierro a las principales plantas siderúrgicas de esa megaurbe, en donde por cierto también está la sede de la fabricante china de armas Norinco, otra gran consumidora de acero.


      Tianjin Binhai tiene proyectos de extracción de hierro en Colima, en Nayarit, en Michoacán y en Guerrero —todos para exportar a China—, además de realizar exploración de otros metales en Chihuahua y Sinaloa.


      Cuando llegaron a México, las mineras chinas limitaban su presencia en la región del Pacífico. Hoy se han extendido al centro, norte y sur del país, con proyectos en al menos 15 estados. Se especializaban en extraer hierro en roca; actualmente se han expandido a minerales tan especializados como el litio y el titanio.


      Con 26 concesiones de explotación en 256 mil hectáreas de seis estados, Desarrollo Minero Unificado de México se ha convertido en la principal compañía china de extracción en el país. Fue creada el 8 de diciembre de 2009 en Manzanillo, y su principal accionista es la corporación Tianjin Binhai Harbor Port International Trade Co. Ltd., que importa mineral de hierro de México, India, Indonesia, Filipinas, Malasia, Irán, Brasil, Australia, Ucrania y Rusia, el cual venden a plantas acereras en la zona aledaña a la megaurbe de Pekín.


      JC Mining trabaja en explorar tres yacimientos de oro y plata en Oaxaca y Guerrero (los proyectos se llaman Gold Shear, Rey de Oro y Santa Lucía); Tianjin North China Geological Exploration Bureau participa en otros cinco proyectos mineros en Sinaloa; mientras que Harbor Mining, compañía establecida en 2012 con aportación del fondo Geomason Quarry Co. Ltd. de las Islas Caimán, tiene en marcha un proyecto para extraer manganeso en Villa de Cos, Zacatecas.


      Pero quizá los dos proyectos mineros más polémicos que actualmente tienen en marcha inversionistas chinos son la explotación de litio en Sonora y de titanio en Chiapas.


      La compañía que tiene a su cargo el proyecto para explotar el titanio en Chiapas se llama Jiangsu Daluo Energy Resources & Material Co. Ltd., la cual tiene su sede en el octavo piso del edificio Supertex en la pequeña ciudad de Jiangyin, famosa por su puente colgante —uno de los más grandes del mundo— que atraviesa el caudaloso río Yangtsé.


      La concesión pertenecía a la compañía canadiense Blackfire, que fue acusada de estar involucrada en el asesinato del activista Mariano Abarca en 2009, por oponerse a la industria extractiva.


      El titanio es codiciado porque sus características físicas y químicas permiten realizar aleaciones para obtener materiales muy resistentes a la corrosión; por ello es utilizado en la industria médica para prótesis e implantes, en la fabricación de naves espaciales y misiles, y en aplicaciones electrónicas, en particular en teléfonos móviles.


      La compañía Jiangsu Daluo aparece en los registros oficiales de 2019 como la responsable de operar los proyectos mineros Arena Negra y Angelina, para la explotación de titanio, ambos en el municipio de Pijijiapan, en la costa de Chiapas, en una superficie de 31 mil 500 hectáreas.33 El concesionario de uno de los predios ha sido Tristán Canales Reyna, hijo de un exdiputado federal del PRI y ejecutivo de Grupo Salinas.


      Inversiones en tierra del Chapo


      En la serranía de Badiraguato las corporaciones chinas están en busca de oro, plata, plomo, cobre y zinc. Entre las montañas de esta región de Sinaloa, que colinda con Chihuahua y Durango (el llamado triángulo dorado del narcotráfico), han realizado trabajos de exploración las compañías Tianjin North China Geological Exploration Bureau, Huakan Internacional Minera, Shaanxi Dong Ling Group y China Mineral Resources Group.34


      Las corporaciones orientales explotan concesiones que han obtenido del gobierno mexicano, o que les han cedido otras empresas mediante asociaciones de inversión, en una región dominada por el cártel de Sinaloa. Entre las montañas de difícil acceso, que durante décadas ocultaron sembradíos de amapola y marihuana, ahora han incursionado ingenieros mineros a barrenar en busca de yacimientos.


      Badiraguato es famoso porque en ese municipio sinaloense nacieron tres capos del narcotráfico: Joaquín el Chapo Guzmán, Rafael Caro Quintero y Juan José Esparragoza, el Azul. Cerca de la ruta que conduce a La Tuna, el caserío en el que nació el Chapo, las compañías Tianjin North China Geological Exploration Bureau y Huakan Internacional Minera tienen autorización de la actual administración federal para realizar trabajos de exploración minera en miles de hectáreas de 24 predios.


      La primera de estas compañías es una corporación transnacional, con presencia en el sur de Asia, África, Australia y Canadá, mientras que la segunda es su filial en México.


      Tan sólo en el proyecto denominado La Esperanza tienen derecho de explotación en dos predios de 394 y 523 hectáreas. Mientras que en la zona identificada como Los Tajos suman 654 hectáreas; en La Máxima, 300; y en La Reyna del Cobre, otros 100, todos ubicados en la serranía de Badiraguato.


      En esa misma región, la compañía China Minerals Resources Group tenía un proyecto de exploración de oro y plata en 140 hectáreas del llamado proyecto San Javier, el cual fue aplazado. Mientras tanto, Shaanxi Dong Ling Group tiene autorización para exploración en el predio Las Andreas, en busca, además de plomo, de cobre y zinc.


      El tren maya a corporación acusada de corrupción


      China Communications Construction (CCC), una corporación involucrada en casos internacionales de corrupción, participa en la construcción del tren maya, uno de los proyectos emblema del gobierno de López Obrador.


      En abril de 2020 recibió la asignación para desarrollar el primer tramo del tren maya, en asociación con la corporación portuguesa Mota Engil, con un contrato por 13 mil 400 millones de pesos.


      El primer tramo es de 237 kilómetros y es uno de los más polémicos, porque va de Palenque, Chiapas, a Escárcega, Campeche, y en el trayecto hay vestigios arqueológicos y una porción de selva rica en fauna; de ahí que grupos ambientalistas han advertido del riesgo de que el desarrollo de la obra y el paso del tren causen un daño irreversible a la riqueza natural y cultural en esa región.


      La corporación china que participa en el primer tramo se especializa, a nivel global, en el diseño y desarrollo de grandes obras de infraestructura, como autopistas, túneles, puentes, aeropuertos y trenes de alta velocidad.


      Entre sus obras están, por ejemplo, el puente Danyang-Kunshan, en China, considerado el más largo del mundo; el enlace marítimo Hong Kong-Macao; el monumental puente atirantado sobre el río Yangtsé, el mayor de su tipo, y el ferrocarril Pekín-Shanghái, el tren de alta velocidad más extenso construido en una sola fase.


      En contraste con sus grandes proyectos, la corporación china acumula un historial de acusaciones de corrupción a nivel global. En julio de 2011 el Banco Mundial la inhabilitó por incurrir en prácticas fraudulentas en una obra ejecutada en Filipinas. El castigo lo levantó hasta enero de 2017, pero al año siguiente una de sus filiales fue acusada de nuevo, esta vez por el gobierno de Bangladesh, por un supuesto intento de soborno a funcionarios ligados a la construcción de una autopista. Los señalamientos se extienden a Canadá, Panamá, Sri Lanka y numerosos países africanos.


      El gobierno mexicano sabía de los oscuros antecedentes de China Communications Construction, pero justificó su contratación con el argumento de que ya había cumplido su sanción con el Banco Mundial. Además, el Fondo Nacional de Fomento al Turismo (Fonatur) —encargado del proyecto— asegura que la corporación ha aplicado acciones para prevenir que se repitan actos de corrupción, como el establecimiento de un departamento de compliance o buenas prácticas corporativas. Eso equivale a una promesa de que ya se portará bien.

    

  


  
    
      IX


      La riqueza bajo tierra


      El saqueo de las mineras extranjeras


      Un montículo con decenas de cruces de madera clavadas, sobre las que cuelgan cascos de minero, cierran el paso del camino que conduce a las instalaciones de Americas Gold and Silver, en Cosalá, Sinaloa. Detrás de esa escena que recrea el drama de la muerte en las minas, hay una manta de reclamo al dueño de la corporación canadiense, Darren Blasutti: “Su empresa nos tiene esclavizados y abandonados”.


      Este peculiar bloqueo lo establecieron en enero de 2020 más de 200 obreros para denunciar los daños a la salud y la explotación laboral que sufren cotidianamente en las distintas minas que tiene la corporación canadiense. Según los testimonios, los obreros exponen todos los días su vida al bajar cientos de metros a trabajar sin equipo adecuado, por lo que algunos ya presentan altos niveles de plomo en la sangre; en caso de fallecimiento la empresa ha ofrecido a sus familias un seguro de sólo 100 mil pesos.


      Americas Gold and Silver posee 67 concesiones mineras en Sinaloa, que cubren 19 mil 385 hectáreas en el municipio de Cosalá; en esa zona explota la histórica mina Nuestra Señora, que data de la época de la Colonia, la mina San Rafael, el proyecto El Cajón y la planta procesadora Los Braceros. Su filial mexicana se llama Minera Cosalá, S. A. de C. V., la cual tiene autorización para extraer cobre, oro, plata, plomo y zinc. Los testimonios de los obreros refieren que la empresa cedió la administración de la nómina a por lo menos cuatro empresas de outsourcing, un esquema muy común que utilizan las corporaciones para eludir sus responsabilidades. La movilización de los trabajadores es porque, además de los riesgos de salud que enfrentan, aseguran sufrir explotación laboral, con sueldos que oscilan entre 127 y 250 pesos diarios, en jornadas de hasta 12 horas, y con deficientes medidas de seguridad, pese a que el sueldo promedio en el sector supera los 350 pesos al día.


      De hecho, la protesta detonó el 25 de enero, luego de que el líder sindical negoció un contrato colectivo de 250 pesos por día, sin prestaciones.


      “Cosalá no se vende, Cosalá no se da, Cosalá tiene mineros con mucha dignidad”, es la consigna que desde aquel día han adoptado los obreros en su movilización.


      ***


      El caso de Cosalá ejemplifica los problemas que cotidianamente se viven en las minas de todo el país: explotación laboral con el consentimiento de sindicatos “blancos” o simulados; elusión de obligaciones patronales mediante la contratación de empresas de outsourcing y daño al medio ambiente, que repercute en la salud de los obreros y de los habitantes de las comunidades.


      Pero, sobre todo, el caso ilustra que la descomunal riqueza generada en las minas no se refleja en un beneficio en la vida de las comunidades. Americas Gold and Silver llegó a explotar los yacimientos de Sinaloa en 2003. En aquel entonces Cosalá ocupaba el tercer lugar estatal en pobreza, de 18 municipios evaluados; en el reporte oficial más reciente, difundido en 2017, ya era el segundo municipio sinaloense más pobre, sólo después de Badiraguato,1 en donde también han florecido las empresas mineras transnacionales, en particular las de capital chino.


      Americas Gold and Silver reportó a sus inversionistas que en 2019 tuvo pérdidas, pero ese mismo año invirtió en una nueva mina de oro y plata de 11 mil 700 hectáreas en Nevada, que se sumaron a las que ya tenía en Idaho y en Sinaloa.2 La compañía está en expansión, pero esa prosperidad no se refleja en Cosalá.


      Por eso cuando los mineros se manifestaron le reclamaron al presidente de la compañía su desconocimiento sobre las condiciones de pobreza que se viven en aquella región sinaloense. “Darren Blasutti, le pedimos de la manera más atenta baje a Cosalá, el pueblo que le da ganancias millonarias a su empresa”, decía una manta que colocaron en el acceso a la mina San Rafael, la más importante de la corporación canadiense.


      Peñasquito, la mina de oro más grande de México, es otro caso que ejemplifica la inequidad. Cuando en 2010 empezó a producir en Zacatecas a cielo abierto, la corporación canadiense Goldcorp estimaba que el yacimiento tenía reservas probadas y probables que en aquel momento representaban un valor equivalente a 40 mil 965 millones de dólares, para explotar hasta 2033. En contraste, la multinacional sólo desembolsó para los ejidos afectados con el inicio del proyecto minero un pago que no superó los 100 millones de pesos (unos 7.7 millones de dólares al tipo de cambio de entonces). Esto representa apenas 0.018% del valor de los minerales que Goldcorp proyectaba extraer durante la vida útil de la mina.3 Es decir, por cada mil dólares de la riqueza minera, las comunidades desplazadas, a quienes se les despojó del agua y de sus tierras, recibirán apenas 18 centavos.


      En septiembre de 2019, después de una serie de bloqueos de ejidatarios que reclamaban a la minera por haberlos dejado sin agua y sin trabajo, la empresa ofreció destinar 25 millones de dólares adicionales para obras comunitarias. Aun suponiendo que se concrete esa inversión, la ayuda a los pobladores se traduciría en apenas 80 centavos por cada mil dólares de los minerales extraídos.


      Cuando se hizo la estimación del valor de las reservas, cada onza de oro se pagaba en 725 dólares, mientras que en enero de 2020 se cotizó en mil 584 dólares. En una década, también subió el precio de los otros minerales que se extraen del yacimiento. Entonces, si se realiza una actualización, el valor de la riqueza minera en Peñasquito es superior a los 67 mil millones de dólares,4 y la aportación realizada a las comunidades se reduce al equivalente a sólo 11 centavos por cada mil dólares.


      No obstante, en su informe a inversionistas de 2019, la corporación canadiense reportó que las reservas eran casi la mitad respecto a las que había calculado una década atrás. En 2009 estimaba que había por extraer 17 millones 400 mil onzas de oro, mientras que en su actualización estima que hay 9 millones 800 mil. De plata consideraba reservas por mil 46 millones de onzas y su pronóstico más reciente es que quedan 565 mil millones.5


      Al valor vigente de los minerales en enero de 2020, las reservas que reportan en Peñasquito representan todavía una fortuna: más de 37 mil millones de dólares, un monto similar al de hace 10 años. Esa riqueza contrasta con la pobreza en la que viven seis de cada 10 habitantes de Mazapil —donde se ubica la mina—, el cuarto municipio con mayor miseria extrema en Zacatecas.


      El caso de Mazapil no es el único. La mina de Palmarejo, operada por la corporación Coeur Mining, de Estados Unidos, está asentada en Chínipas, Chihuahua, localidad en la que 84% de la población es pobre; la mina Los Filos, de la compañía canadiense Leagold Mining, y que tiene reservas de 7 millones 430 mil onzas de oro, está ubicada en Eduardo Neri, Guerrero, un municipio con un índice de marginación de 72 por ciento.


      El auge y la evasión


      Las compañías mineras han multiplicado cinco veces el valor de su producción en las últimas dos décadas, y esa riqueza las ha beneficiado casi exclusivamente a ellas mismas. La omisión de las autoridades —que raya casi en la complicidad— ha permitido que grandes corporaciones eludan el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, y ello ha propiciado una menor inversión pública en las regiones en las que tienen sus concesiones.


      Desde 2014 se estableció el pago de un derecho de 7.5% sobre las utilidades de las empresas mineras, más 0.5% para las compañías que comercializan oro y plata. Según las reglas de operación, 50% del dinero recaudado es para beneficiar con obras y servicios a los pueblos en los que se asientan las minas, para retribuir a sus habitantes un poco por el daño ambiental y social ocasionado. A pesar de que la riqueza minera se ha multiplicado, las cifras de recaudación por ese gravamen son mínimas y, por lo tanto, el dinero no ha llegado a las comunidades.


      En 2018 —sólo por citar un año reciente— el valor de la producción minero-metalúrgica superó los 248 mil millones de pesos,6 mientras que los derechos pagados ese mismo año sobre la explotación de las minas sumaron 2 mil 605 millones de pesos.7 Dicho monto representa apenas 1% sobre la riqueza generada. Se recaudó un peso por cada 100. Y ésa ha sido la tónica año tras año. Una pequeña recaudación frente a la fortuna que extraen las grandes compañías.


      Antes de la aplicación de este derecho, la situación estaba peor. México era —junto con China— uno de los pocos países en los que no se gravaba la minería. Sólo se aplicaba una cuota fija que iba de un rango de 5.70 a 124 pesos por hectárea de tierra concesionada. Esto permitía a las grandes corporaciones pagar montos ridículos. Por citar sólo dos casos: la corporación First Majestic Silver, que explota la concesión del proyecto La Encantada en 4 mil hectáreas de Coahuila, para la extracción de plata, obtuvo en 2012 una utilidad bruta de mil 464 millones de pesos y sólo pagó aquel año por concepto de derechos 68 mil 160 pesos, equivalente a 0.004% de sus ganancias. Una disparidad similar ocurrió en el caso de Agnico Eagle Mines, que ese mismo año desembolsó 954 mil pesos por los derechos de explotación de una mina de oro en Sonora, mientras su utilidad fue de 5 mil 716 millones de pesos.8


      En Canadá, esas mismas compañías aceptan pagar un mayor gravamen en retribución por sus enormes ganancias. Agnico Eagle Mines, por ejemplo, tuvo utilidades brutas equivalentes a 5 mil millones de pesos en un proyecto minero en Quebec, y como en esa provincia se cobra un impuesto provincial sobre minería de 16%, desembolsó 810 millones.9


      Con la aplicación en México de una tasa de 7.5% sobre las utilidades mineras —que entró en vigor en enero de 2014—, se buscaba aumentar la recaudación. Pero los consorcios encontraron la forma de eludir el pago y la situación siguió igual.


      Al año, aproximadamente 2 mil 800 contribuyentes omiten el pago de derechos sobre minería al que están obligados. Y en el listado de presuntos evasores hay corporativos extranjeros, como la Minera Peñasquito, la quinta mina de plata más grande del mundo y la segunda más grande de México que pertenece al grupo canadiense Goldcorp, la cual, por si fuera poco, ha acabado con los mantos freáticos del valle de Mazapil, en Zacatecas.


      También de Canadá, como presuntos evasores han sido investigados Agnico Eagle, que maneja tres minas de oro y plata en Chihuahua; Capstone Mining, que opera en Zacatecas; Yamana Gold, que está en Sonora; Endeavour Silver, con minas en Guanajuato, Durango, Jalisco y Chihuahua; Fortuna Silver Mines y el corporativo First Majestic Silver, que explota yacimientos en Sinaloa y Durango.


      Las autoridades han auditado tres yacimientos de ArcelorMittal, la mayor compañía siderúrgica mundial, que tiene su sede en Luxemburgo; una filial de Fresnillo PLC, del Reino Unido, así como una mina en la que es accionista Ternium, filial del consorcio argentino-italiano Techint, involucrado en la trama de corrupción Lava Jato en Brasil.


      ***


      Estos corporativos multinacionales de la minería —y muchos más— se han beneficiado de la falta de coordinación y caos que durante décadas ha prevalecido en las dependencias federales. En el gobierno de Peña Nieto había tal desorden que ni siquiera existía un padrón fidedigno de cuántas concesiones mineras había en el país, y mucho menos se daba seguimiento a las empresas para verificar si pagaban sus contribuciones.


      El siguiente ejemplo ilustra ese caos: en un informe elaborado al cierre de 2015, la Secretaría de Economía reportó que había 19 mil 416 títulos de concesiones mineras vigentes, con una superficie de 21 mil 969 hectáreas (equivalente a 11% del territorio nacional). Ese mismo año, en otro reporte enviado a la ASF, la misma secretaría informó que los títulos de concesiones mineras sumaban 25 mil 505. Cuatro meses después, en abril de 2016, envió una relación al SAT que mencionaba que las concesiones sobre las que se tenían datos fiscales (Registro Federal de Contribuyentes identificado) eran sólo 17 mil 402.


      Es decir, había más de 8 mil títulos sobre los que no se tenía identificado al contribuyente y, por lo tanto, el concesionario podía eludir el pago de impuestos sin mayor problema.


      Para verificar las miles de concesiones que hay en el país, la Secretaría de Economía sólo contaba con 30 inspectores y dos personas que se encargaban de emitir resoluciones de cumplimiento.10 Eso explica, en parte, el desorden.


      Y por si ese caos no fuera suficiente, el padrón entregado al SAT contenía errores graves que evidenciaban que la actividad minera se ejercía sin control de la autoridad: un total de 10 mil 668 concesiones tenían una fecha de vigencia anterior a la expedición del título; otras 359 ni siquiera tenían fecha y seis se emitieron sin nombre del titular.11


      Los expedientes revelaron, además, que la autoridad no vigilaba el cumplimiento de las obligaciones de los concesionarios, tales como entregar informes periódicos de obras, producción, ingresos y el pago de derechos sobre sus utilidades.


      No todas las concesiones deben pagar ese derecho, porque algunas no son explotadas o aún no generan ganancias. Pero aquel año sólo pagaron la contribución 140 mineras y 2 mil 884 quedaron como evasoras ante el SAT.


      Adicionalmente, el artículo 270 de la Ley Federal de Derechos establece una tasa extraordinaria de 0.5% a los ingresos derivados de la venta de oro, plata y platino, y 247 concesionarios estaban obligados a pagar este gravamen, pero sólo cumplieron 80. Eludieron su obligación dos de cada tres contribuyentes, entre los que se encontraban 59 de las más grandes corporaciones extranjeras que trabajan en el país.


      Si bien las mineras deben pagar otros impuestos, como el ISR, es común que recurran a esquemas de “planeación fiscal” para obtener beneficios previstos en la ley, como las devoluciones de impuestos, de manera que sus contribuciones quedan en montos insignificantes frente a la riqueza minera generada, la cual se ha multiplicado más de 400% en menos de 20 años. En 2001 el valor de los minerales extraídos para su comercialización sumó 47 mil millones de pesos y para 2018 superó los 248 mil millones, mientras que el valor del oro producido creció 20 veces en el mismo periodo.


      Antes que exigirles el cumplimiento de sus obligaciones por los millonarios beneficios que obtienen, las autoridades otorgan a las compañías mineras un trato privilegiado. En otros países de Latinoamérica el plazo de concesión más frecuente es de 20 a 25 años, mientras que en México las corporaciones pueden explotar los yacimientos durante 50 años, con posibilidad de renovación. Los títulos se otorgan al primero que lo solicite, no por concurso. Además, le dan al concesionario la posibilidad de que él mismo calcule el monto que debe pagar.12 Eso influye, de alguna forma, en el alto nivel de evasión.


      ***


      Listado de minas pertenecientes a corporaciones transnacionales, identificadas por posible incumplimiento en pago de impuestos:


      First Majestic Silver Corp (Canadá)


      Minera La Encantada, S. A. de C. V.


      Minera El Pilón, S. A. de C. V.


      First Majestic Plata, S. A. de C. V.


      Primero Empresa Minera, S. A. de C. V.


      ArcelorMittal (Luxemburgo)


      ArcelorMittal México, S. A. de C. V.


      ArcelorMittal Las Truchas, S. A. de C. V.


      ArcelorMittal Servicios Minero-metalúrgicos de Occidente


      Endeavour Silver (Canadá)


      Mina Bolañitos, S. A. de C. V.


      Refinadora Plata Guanacevi, S. A. de C. V.


      Minera Plata Adelante, S. A. de C. V.


      Pan American Silver (Canadá)


      Minera Corner Bay, S. A. de C. V.


      Plata Panamericana, S. A. de C. V.


      Agnico Eagle (Canadá)


      Agnico Eagle México, S. A. de C. V.


      Agnico Sonora, S. A. de C. V.


      Newmont Goldcorp (Estados Unidos)


      Minera Peñasquito


      Fortuna Silver Mines Inc. (Canadá)


      Compañía Minera Cuzcatlán, S. A. de C. V.


      Trafigura (Singapur)


      Don David Gold México, S. A. de C. V.


      Yamana Gold (Canadá)


      Minera Meridian Minerales, S. A. de C. V.


      Alio Gold Inc. (Canadá)


      Molimentales del Noroeste, S. A. de C. V.


      Mina San Francisco


      Frontera Mining (Canadá)


      Cobre del Mayo, S. A. de C. V.


      Argonaut Gold (Canadá)


      Minera Real del Oro, S. A. de C. V.


      Ternium (Argentina-Italia)


      Las Encinas, S. A. de C. V.


      Fresnillo PLC (Reino Unido)


      Metalúrgica Reyna, S. A. de C. V.


      Alamos Gold Inc. (Canadá)


      Minas de Oro Nacional, S. A. de C. V.


      USG Corporation (Estados Unidos)


      USG México, S. A. de C. V.


      Sibelco (Bélgica)


      Materias Primas Monterrey, S. de R. L. de C. V.


      Min Ben (China)


      Consorcio Min Ben JP Col, S. A. de C. V.


      ***


      Las corporaciones se llevan el oro y dejan destrucción


      Una sustancia densa, color marrón, fluye desde una amplia laguna y cae en un desnivel como una pequeña cascada. El viento forma diminutas olas, que aceleran la caída. Luego, aquel lodo tóxico forma un riachuelo que corre montaña abajo, por donde cruzan distintos arroyos que desembocan en el río Tutuaca, principal afluente del río Yaqui. La imagen, captada en video por activistas de derechos humanos, corresponde a un derrame de cianuro ocurrido en la mina de oro Dolores, en el ejido de Huizopa, en Ciudad Madera, Chihuahua. Aunque el siniestro fue reportado en febrero de 2010, los pobladores mantienen vigente, una década después, una lucha para frenar la contaminación de los cuerpos de agua cercanos a la enorme mina a cielo abierto, la cual utiliza cada año alrededor de 3 mil 600 toneladas de cianuro para realizar el método de aspersión en los llamados patios o lagunas de lixiviación, en las que se separa el oro de la roca.


      Su preocupación tiene fundamento en que el área de lixiviación se proyectó en la microcuenca del arroyo Chabacán, el cual en su cauce natural desembocaba en el río Tutuaca. Otros dos arroyos (el Amplio y San Agustín) cruzan a un costado del complejo minero.


      De hecho, de acuerdo con el proyecto inicial, la fuente principal de agua para la mina es el río Tutuaca, para lo cual los inversionistas previeron construir una galería filtrante para desde ahí bombear el líquido a un tanque elevado cerca de la planta de proceso. También consideraron interceptar el agua del arroyo Chabacán y los escurrimientos de las áreas cercanas.


      Desde el inicio del proyecto se consideraba que el uso de cianuro de sodio en el sistema de lixiviación y la potencial disolución de metales tóxicos representaba un potencial problema ambiental, porque se podrían presentar fugas o derrames en los patios de filtrado, en la pileta de proceso, en la planta de beneficio o en las tuberías.13 Para minimizar el riesgo, los inversionistas se habían comprometido a recubrir con membranas de polietileno todas las áreas donde se manejarían soluciones de proceso con cianuro.


      Pero los pobladores aseguran que las medidas de seguridad han sido insuficientes. Su lucha por la defensa de los recursos naturales de Ciudad Madera, rodeada de bosques y arroyos, se ha topado en ocasiones con la represión oficial; algunos activistas afirman que incluso han sido amenazados de muerte.


      La mina, que es operada por la corporación canadiense Pan American Silver, no es la única que ha sido señalada de dañar el ambiente por fugas de cianuro. En el municipio de Altar, Sonora, la corporación Alamos Gold fue acusada de un derrame similar por supuesta falta de mantenimiento en las instalaciones y por deficientes medidas de seguridad; hubo riesgo de contaminación de acuíferos, porque la sustancia se filtró al subsuelo.


      La compañía canadiense Linear Gold fue expulsada de Magdalena Teitipac, municipio ubicado en la región de los Valles Centrales de Oaxaca, porque sus habitantes la acusaban de haber contaminado con cianuro, arsénico y mercurio los mantos freáticos, norias y un río, cuando su filial Plata Real realizó trabajos de exploración en una porción de las 9 mil 600 hectáreas que tenía como concesión desde 2007 para la extracción de oro y plata. La superficie concesionada tocaba tierras comunales, y la minera había ofrecido recompensar a los comuneros con 15 mil dólares en los dos primeros años de la concesión y 20 mil a partir del tercer año. Pero en febrero de 2013 los habitantes se organizaron e impidieron el acceso a trabajadores, y seis meses después en una asamblea se decidió declarar al municipio como zona prohibida para la actividad minera; esto derivó en persecución judicial contra al menos 14 defensores del pueblo y cuatro de ellos fueron encarcelados.


      Prácticamente en todas las minas de oro del país se utiliza el sistema de aspersión de cianuro. Decenas de miles de toneladas de esta sustancia potencialmente letal son utilizadas cada año en los procesos mineros para extraer el valioso metal.


      Es tan dañina para el medio ambiente y la salud, que en 2010 el Parlamento Europeo resolvió por mayoría solicitar a la Comisión Europea la prohibición de su uso en la minería, tras un derrame ocurrido en Hungría; la resolución fue vetada, aunque algunos países, como Alemania, decidieron adoptarla.


      El uso del cianuro no está prohibido en México, pero las mineras enfrentan cada vez mayor presión y rechazo de los habitantes cercanos a los centros de extracción y procesamiento. En Veracruz han ocurrido movilizaciones contra el proyecto minero Caballo Blanco, que las corporaciones canadienses Candelaria Mining y Agnico Eagle Mines pretenden desarrollar en 19 mil 900 hectáreas prácticamente frente a la central nucleoeléctrica de Laguna Verde. Para desarrollar el tajo a cielo abierto se requerirá el uso de explosivos, lo cual genera inquietud a los pobladores de Actopan y Alto Lucero, localidades donde se ubica el proyecto minero, porque temen que las detonaciones provoquen microsismos que deriven en un desastre nuclear. Tan sólo en la etapa de preparación del sitio y construcción se prevé el uso de 10 toneladas diarias de altos explosivos. Y una vez en operación, los inversionistas calculan que se usarán 125 toneladas de cianuro al mes para la obtención del oro.14 Al rechazo de esta mina se han sumado prestigiadas ambientalistas, como la bióloga Julia Carabias, quien considera que se destruiría la riqueza de flora y fauna para que los inversionistas canadienses obtengan 100 mil onzas de oro anualmente. “Con la mina, después de 10 años, el panorama será una población desempleada con la naturaleza destruida.”15


      Cerca de ese desarrollo hay otros proyectos mineros para extraer oro, como Las Minas y Miqueta, de la canadiense Mexican Gold Corp., que también se han enfrentado al rechazo de pobladores.


      Argonaut Gold —también de Canadá— proyecta la minera San Antonio en La Paz, Baja California Sur, en donde prevé el uso de mil 806 toneladas de cianuro al año para sus procesos, mientras que en Guanajuato impulsa el desarrollo minero a cielo abierto Cerro del Gallo, al que la Secretaría del Medio Ambiente le negó su autorización el 17 de diciembre de 2019, entre otras razones porque consideró que el método de lixiviación con cianuro pondría en riesgo la calidad del agua superficial (represas, ríos y estanques) y a largo plazo la integridad de los mantos freáticos.16


      El auge minero ha traído tanta demanda de cianuro que la compañía estadounidense Chemours (antes DuPont) ha intentado, sin éxito, establecer una fábrica en la que produciría 65 mil toneladas anuales de la sustancia. Primero intentó instalarla en San Luis de la Paz, municipio guanajuatense ubicado en los límites con San Luis Potosí, pero en 2017 la compañía desistió por el rechazo de los habitantes. Buscó entonces instalarse en la Comarca Lagunera, pero nuevamente surgió una movilización ciudadana de oposición.


      El cianuro no es, por supuesto, la única sustancia tóxica de la minería. En Guanajuato, la empresa canadiense Great Panther ha sido acusada de haber contaminado los cuerpos de agua de la ciudad con residuos de sus procesos mineros.


      ***


      La actividad minera requiere una estricta vigilancia de las autoridades ambientales, pues la falta de control en sus procesos de trituración, lavado, separación química de los minerales y confinamiento de residuos puede originar una grave contaminación de agua, suelo y aire.


      Un primer paso para echar a andar un proyecto minero es someterlo a una evaluación del impacto ambiental. Pero en la realidad, un mínimo porcentaje de las concesiones ha cumplido con ese requisito. De las más de 27 mil concesiones mineras otorgadas en 15 años, las autoridades ambientales a nivel federal sólo evaluaron 287, equivalentes a menos de 1 por ciento.


      Una evidencia del incumplimiento de las normas ambientales en la mayoría de los proyectos mineros es que en 3 mil 200 inspecciones realizadas en tres lustros por la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, en siete de cada 10 se identificaron irregularidades, pero sólo se sancionó a menos de 40 por ciento.


      Los proveedores fantasma


      Metals and Sand-Blasting, una empresa que el SAT investigó por presunta simulación de operaciones, emitía comprobantes fiscales a la productora de acero Ternium, filial del corporativo argentino Techint, involucrado en escándalos de corrupción en Brasil, Argentina e Italia, en sociedad con Odebrecht.


      Un reporte elaborado el 20 de diciembre de 2019 por autoridades fiscales refiere que Metals and Sand-Blasting carecía de infraestructura, activos y personal suficiente para dar los servicios descritos en una serie de comprobantes fiscales que emitió a Ternium por 7 millones 825 mil pesos.17 Las facturas eran por concepto de servicios “sand-blast”, un tipo de limpieza industrial muy especializado, con abrasivos o chorro de arena, para eliminar óxido, grasas, pintura y otras impurezas.


      La empresa había sido creada el 15 de noviembre de 2006 en Monterrey,18 y tenía su domicilio fiscal en el municipio de Santa Catarina, en la casa de una privada del fraccionamiento Valle de Santa Cruz. Cuando los notificadores del SAT visitaron esa dirección en diciembre de 2019 para reportar un adeudo de impuestos, constataron que en el lugar no había ninguna empresa.


      La delegación del IMSS en Nuevo León reportó a los fiscalizadores que Metals and Sand-Blasting tenía inscritos sólo dos trabajadores y el Registro Público de la Propiedad no localizó inmueble alguno del contribuyente. En su declaración fiscal de noviembre de 2016, la empresa había declarado que contaba con activos por 269 mil pesos “por equipo de transporte”. Pero el instituto de Control Vehicular no encontró ni una sola unidad a nombre de la empresa.


      Al no contar con activos, infraestructura ni trabajadores, el SAT concluyó que “las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales son inexistentes”. Con ello, decidió incluir al proveedor de Ternium en el listado de empresas presuntamente fantasma.


      La minera canadiense Endeavour Silver Corp. también tenía un proveedor fantasma. En sus informes a inversionistas, reportó que entre sus supuestos contratistas en el proyecto de la minera El Cubo, en Guanajuato, estaba Construcciones Mineras Gogui, S. A. de C. V., la cual ha sido identificada por el SAT como una empresa de operaciones inexistentes o simuladas.19 Gogui había sido creada el 17 de diciembre de 2009 en León, Guanajuato.20


      ***


      En el kilómetro 6.2 de la carretera Zacatecas-Vetagrande se ubica un complejo minero abandonado, cubierto por maleza y basura, en el que ya sólo quedan fierros oxidados. Ese desolador paraje es el domicilio fiscal vigente de la Compañía Minera El Arca, que en algún momento perteneció al corporativo canadiense Morgain Minerals Inc. y fue proveedor de Peñoles.


      El 19 de junio de 2019 empleados de fiscalización del SAT acudieron en busca de la minera para entregar un requerimiento de pago, y lo que encontraron fue una mina fantasma.21


      “Esa minera tiene muchos años deshabitada y abandonada, el dueño se fue de México y no se supo más de él”, contó Reyes González, vecino de la compañía abandonada.


      La minera El Arca había sido creada el 14 de enero de 1998 y, pese a que en el acta constitutiva aparecen sólo dos socios zacatecanos,22 el corporativo canadiense Morgain Minerals Inc. reportaba a sus inversionistas que tenía participación de 70% en la empresa productora de oro y plata.


      Tras una disputa legal con los accionistas mexicanos, la compañía canadiense terminó por retirarse de la minera.


      Ante el SAT, El Arca seguía vigente todavía en 2019, y por eso el órgano de recaudación buscaba localizar a sus representantes legales para cobrarles adeudos. También la Secretaría de Finanzas de Zacatecas le requería el pago de 15 millones de pesos por impuestos que la minera no pagó.


      Las autoridades zacatecanas documentaron adeudos fiscales por ingresos superiores a 60 millones de pesos, según la compulsa de comprobantes emitidos por El Arca a las compañías Metalúrgica Met-Mex Peñoles y Constructora Minero Metalúrgico Muñoz.23


      El quebranto de la salinera de Mitsubishi


      Mitsubishi es una de las más grandes corporaciones japonesas, con presencia en el sector industrial, financiero e incluso en la producción de energía nuclear. En México, este consorcio está asociado desde 1976 con el gobierno de México en la empresa Exportadora de Sal, S. A. de C. V. (Essa), con 49% de las acciones.


      En el acuerdo de alianza, Mitsubishi es el comprador y comercializador exclusivo en todo el mundo de la sal producida en la empresa paraestatal, que tiene su planta en Baja California Sur. Esas condiciones son desfavorables para el gobierno mexicano, pues le impiden que pueda acceder a nuevos mercados y evalúe mejores alternativas de venta. La compañía japonesa es la que busca clientes y negocia los precios. Esto ha provocado pérdidas multimillonarias, pues con frecuencia Mitsubishi ha vendido la sal a un precio inferior al del mercado e incluso por debajo de su costo.


      Por citar tan sólo un caso: en un contrato suscrito con Shanghai Chlor-Alkali Chemical Co. Ltd., el precio establecido por Mitsubishi fue de 10.19 dólares la tonelada métrica, pese a que el costo de producción fue de 15.25 dólares. Estas mismas condiciones se han establecido con decenas de clientes más. Tan sólo en siete contratos analizados, las pérdidas sumaron 3.4 millones de dólares. Esas pérdidas, por supuesto, fueron absorbidas por el gobierno mexicano. Mitsubishi no pierde.


      Los ingresos por la venta de sal de mesa se han desplomado año con año. Entre 2013 y 2018 la caída fue de 40.3%. Eso ha provocado que, desde hace seis años, la empresa registre una pérdida bruta en la comercialización de ese producto. Tan sólo en 2018, de cada 100 pesos obtenidos en ventas la empresa tuvo que aportar 25 para cubrir sus costos.


      El riesgo de quiebra es inminente, pues la empresa no ha sido rentable en los últimos años y, para colmo, enfrenta pasivos contingentes por 12 mil 838 millones de pesos, sobre todo por juicios mercantiles que arrastra desde hace cinco años.24


      Las autoridades mexicanas han reaccionado con tibieza ante los atropellos de Mitsubishi. En enero de 2018 intentaron proceder contra Masaki Okada, quien fungía como tesorero de Exportadora de Sal, pero como no lo encontraron en los domicilios que había aportado, optaron por colocar un exhorto en estrados para que se presentara voluntariamente a hacerse responsable de los pagos irregulares que le habían detectado.


      A Okada lo acusaban de haber permitido la venta de sal a filiales de la corporación japonesa a un precio inferior al acordado. Por ejemplo, en 2013 se vendieron cinco embarques con 87 mil 633 toneladas métricas de sal a Mitsubishi Canada Limited, en Vancouver, a un promedio de 20.51 dólares por tonelada, pese a que el contrato establecía un precio de 21.82 dólares. Lo anterior provocó que Essa dejara de percibir un millón 451 mil pesos.25


      Lo mismo ocurrió con un contrato suscrito con Mitsubishi Corporation, en el que se pactó un precio por tonelada métrica de 20.87 dólares, pero la compañía japonesa pagó 20.29 dólares por tonelada por un embarque de 31 mil 500 toneladas que fue enviado en el barco Unicorn Ocean, el 1 de mayo de 2013, con destino a Yokkaichi, Japón.


      En otros embarques, el gobierno mexicano tuvo que reembolsar dinero a Mitsubishi porque el precio final de venta fue menor al pactado en el contrato.


      Un peñista en la mayor concesión de Litio


      El litio es un mineral abundante en México, el cual es codiciado por al menos 10 compañías de China, Canadá, Reino Unido, Italia y Australia, que realizan proyectos de exploración y potencial producción en cinco estados del norte del país.


      La principal aplicación del litio es el desarrollo de baterías de alta durabilidad, que son utilizadas en teléfonos móviles, equipos de cómputo, tabletas, en vehículos e incluso en la industria armamentista. Estados Unidos ha utilizado baterías de litio en sus misiles de defensa aérea por su gran capacidad de potencia disponible y seguridad de almacenamiento. Es un insumo básico para las industrias tecnológica y automotriz.


      El mayor yacimiento de litio en el mundo está ubicado en el estado de Sonora, y su explotación ha sido concesionada a la empresa británica Bacanora Lithium plc, la cual está asociada a la corporación Ganfeng Lithium Co., de China, que posee 22.5% de las acciones.26


      Esta sociedad británica-china tiene 10 concesiones para extraer litio en Sonora, con una superficie de explotación de más de 8 mil 150 hectáreas. Alrededor de este proyecto operan al menos 10 empresas subsidiarias, entre ellas Mexilit, Minera Megalit, Minera Sonora Borax, Operador Lithium Bacanora y Minerales Tubutama, todas establecidas en México, así como Mineramex Ltd., creada en las Islas Vírgenes y un fideicomiso RK Mine Finance, ubicado en las Bermudas.27


      Aunque los inversionistas son extranjeros, en la sociedad participa como directivo un mexicano: Andrés Constantin Antonius González, un hombre cercano a Enrique Peña Nieto, con quien ha colaborado.


      En los informes financieros de Bacanora, que fueron inscritos en el Registro Mercantil del Reino Unido, se incluyó una ficha en la que se menciona el vínculo que ha tenido con el exmandatario: “El doctor Antonius anteriormente se desempeñó como subsecretario de Política Energética y antes de eso fue miembro del personal de la Secretaría de Agricultura. El doctor Antonius también desempeñó en 2012 el papel de coordinador de estrategia del equipo de transición del entonces presidente electo Peña Nieto”.


      Antonius ha recibido su remuneración anual en la compañía bajo el esquema “pago basado en acciones”, lo que quiere decir que también tendría participaciones o valores en la empresa minera.28


      Aunque la inversión de la compañía se frenó abruptamente por la emergencia sanitaria por covid-19, mantiene vigente su plan de, a mediano plazo, extraer 35 mil toneladas de Litio por año en Sonora. Su apuesta es convertir a Bacanora en el proveedor líder para industrias de rápido crecimiento, como la de los autos eléctricos y el almacenamiento de energía.


      La extracción de litio es tan atractiva que también están en busca del preciado metal las compañías canadienses Zenith Minerals, OrganiMax Nutrient Corp., Infinite Lithium, One World Lithium y Radius Gold en yacimientos de Sonora, Baja California, San Luis Potosí, Coahuila y Zacatecas. Mexital, de Italia y Lithium Australia realizan labores de exploración en Sonora, mientras que Aliens Metal Ltd., del Reino Unido, tiene proyectos en Zacatecas.29


      El litio es considerado el oro blanco por su alto valor, o el nuevo petróleo, por representar una alternativa energética. Eso explica el interés de tantos corporativos extranjeros que buscan explotar la riqueza de los megayacimientos de México. La corporación británica-china Bacanora lleva la delantera, de la mano de un prominente excolaborador de Peña Nieto.
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      Ganancias vs. derechos


      Cuando las utilidades se anteponen

      al bien colectivo


      Las multinacionales y su río de muerte


      Juan Manuel alucinaba y escuchaba voces inexistentes, hablaba con lenguaje incoherente, vomitaba en forma constante, tenía fiebre, mareos, dolor abdominal intenso, taquicardia y una diarrea líquida abundante e incontenible que le provocó una deshidratación aguda. Su familia lo había llevado de urgencia al hospital, en donde fue internado para tratar de controlar sus funciones vitales. Al día siguiente de su hospitalización, la salud del niño de nueve años de edad se había agravado con hipotermia, sudoración excesiva y deterioro respiratorio que obligó a intubarlo. Permaneció 18 días encamado, entró en estado de coma irreversible y finalmente falleció. Las causas de la muerte fueron complicaciones por una intoxicación grave por arsénico. Un examen de laboratorio confirmó que el cuerpo presentó una concentración aproximada en la orina de 51 microgramos por litro, la cual es mortal. Los médicos no lograron frenar el daño en el cerebro, el hígado, los pulmones y los riñones, y el niño murió de una falla orgánica múltiple.


      La intoxicación de Juan Manuel se debió a que había caído en un río contaminado por desechos industriales. Pruebas realizadas después de su muerte comprobaron que en las aguas había altas concentraciones de metales como mercurio, plomo, cromo, cobre, níquel y zinc. Lo que evidenciaba el deceso del niño era que las industrias que había en los márgenes del cauce habían violado las normas, vertiendo sus desechos sin ningún tipo de tratamiento. Y aún más, lo que develó este caso fue la negligencia, apatía y complicidad de las autoridades ambientales y de salud.


      ***


      Si Juan Manuel Estrada Juárez vivera, ya habría cumplido 20 años de edad. Su muerte ocurrió el 13 de febrero de 2008 en el municipio de El Salto, Jalisco, y prendió luces de alerta a nivel internacional sobre la urgencia de frenar las descargas industriales al río Santiago, en cuyos márgenes hay más de 600 plantas manufactureras de los sectores químico, farmacéutico, metalmecánico, autopartes, electrónico, de alimentos y bebidas. Al menos 71 fábricas corresponden a corporaciones extranjeras.1 Entre las empresas con reportes elevados de descargas de químicos han estado las corporaciones Huntsman y Celanese, de Estados Unidos, Nestlé, de Suiza, y Kao, de Japón.2


      A partir de la tragedia, las autoridades intensificaron el monitoreo de las descargas contaminantes. Así, un estudio del Instituto Mexicano de la Tecnología del Agua encontró que en 2011 la planta de Nestlé en Ocotlán vertía fósforo hasta 19 veces lo permitido y la planta de Kao en El Salto 46 veces los niveles tolerados de grasas y aceite, entre otros compuestos.


      Textile Effects, una de las primeras industrias en instalarse en las orillas del río Santiago hace más de 50 años, también ha tenido altos niveles de contaminación. Esta planta pertenecía al grupo CIBA, pero en 2006 fue adquirida por la corporación Huntsman y justo aquel año —dos antes de que ocurriera la muerte de Juan Manuel— reportó emisiones elevadas de metales pesados muy tóxicos como arsénico, cadmio y mercurio.3


      Celanese, que tenía una planta en las orillas del río, vertió en 2015 hasta 13 veces el límite de desechos químicos, incluida casi media tonelada de ácido clorhídrico.4


      Un análisis de las descargas industriales, efectuado en febrero de 2020, demostró que las plantas de siete multinacionales ubicadas en la cuenca del río Santiago continúan vertiendo contaminantes al agua por encima del límite permitido por la normatividad. Esas empresas son: BorgWarner Morse Systems, cuya matriz está en Míchigan; Cytec de México, originaria de Nueva Jersey; Hershey’s, de Pensilvania; Honda, Quimi-Kao y Zoltek, de Japón, y Nestlé, de Suiza.5


      Pese a que las revisiones se han multiplicado, no ha sido suficiente. Desde la muerte de Juan Manuel la contaminación industrial en el río Santiago ha continuado, y con ello se han multiplicado las enfermedades y los fallecimientos de habitantes de la zona. El Comité de Defensa Ambiental de El Salto señala que entre 2008 y 2019 se registraron en la cuenca más de 250 casos de cáncer, la mayoría en mujeres, y 973 personas con daño renal, 533 de ellas con falla crónica.


      ¿Quién desechó metales tóxicos al agua?


      En documentos obtenidos para esta investigación consta que el año en que falleció Juan Manuel, 60 industrias afincadas en Jalisco habían vertido al agua más de 6.5 toneladas de metales pesados, la mayor parte en la cuenca del río Santiago.6 Y entre los químicos vertidos había 2.3 toneladas de cromo, 463 kilos de compuestos de plomo, 300 kilos de cianuro y 100 kilos de arsénico, además de cadmio, níquel y mercurio, todas sustancias de alta toxicidad.


      Una pequeña exposición a cianuro puede ser fatal, dañar el cerebro y el corazón, conducir al coma y a la muerte, como le ocurrió al niño Juan Manuel. Mientras que el plomo afecta principalmente el sistema nervioso, produce anemia y una exposición prolongada daña los riñones.


      Un año antes de la tragedia, en 2007, el volumen vertido al agua había sido todavía mayor: 13.5 toneladas de metales pesados y otras sustancias tóxicas.


      Los reportes oficiales elaborados aquellos años (2007-2008) por las autoridades ambientales mencionan que entre las emisoras de sustancias contaminantes estaban las plantas jaliscienses de las multinacionales estadounidenses Hewlett Packard, IBM y Flextronics, las tres del sector de la electrónica; la minera Molycorp y las productoras de químicos Cytec, Celanese y Huntsman. Además, el registro oficial incluye emisiones al agua de las compañías alemanas Fresenius (farmacéutica), Siemens (productos eléctricos) y ZF (manufacturera de autopartes); de las japonesas Honda (fabricante de autos) y Kao (productora de derivados de aceites); de la suiza Nestlé (del sector alimenticio) y de la brasileña Oxiteno (del sector químico).7


      El reporte se limita a mencionar el volumen de sustancias vertidas al agua, pero no atribuye responsabilidad específica a alguna compañía por la contaminación del río.


      Celanese es la empresa multinacional que aparece con más reportes de emisiones al agua en aquellos años (2007-2008): 712 kilos de compuestos de cromo, 313 kilos de níquel, 309 de plomo, 142 de cadmio, 30 de cloruro de metileno, 68 de arsénico, 29 de cianuro y 2.56 de mercurio.


      Una década después de la trágica muerte de Juan Manuel, muchas de estas industrias continuaban vertiendo sus desechos sin tratamiento previo, y se sumaron otras más.


      Gatorade de México, subsidiaria de Pepsi, tiene una planta de producción en el municipio jalisciense de Ixtlahuacan de los Membrillos, ubicado en el margen del río Santiago, y en el reporte oficial de 2018 las autoridades ambientales informaron que esa empresa había vertido 392 kilos de níquel, 13.8 de arsénico, 9.2 de cromo, 8.3 de plomo y 3.7 de cadmio.


      Hershey, la compañía que debe su nombre a la pequeña población de Pensilvania en donde nació la famosa barra de chocolate, tiene una fábrica en El Salto, Jalisco, y ha sido señalada en distintos estudios de verter desechos en niveles por encima de la norma. Los informes oficiales refieren que entre 2016 y 2018 tuvo emisiones al agua de 89 kilos de plomo, cadmio, cromo y níquel. En el mismo periodo, las empresas Zoltek, originaria de Japón y dedicada a fabricar fibra de carbón, reportó emisiones de 47 kilos de metales pesados, mientras que Crown Envases, subsidiaria de una multinacional que tiene su sede en Filadelfia, Pensilvania, vertió 17.8 toneladas. Ambas empresas tienen sus plantas en El Salto.


      En ese mismo municipio hay otras compañías multinacionales que no vierten desechos al río, pero sí arrojan altos niveles de contaminantes al aire y suelo. Tal es el caso de Benchmark Electronics, filial de una compañía que tiene su sede en Arizona, que en 2016 reportó la emisión de 6.7 toneladas de plomo en polvos respirables o vapores; la automotriz japonesa Honda eliminó desde 2015 los residuos al agua en su planta jalisciense, pero entre 2016 y 2018 reportó 164 kilos de desechos de compuestos de cadmio, cromo, níquel y plomo en el suelo.


      Otras multinacionales que tienen plantas de producción en Jalisco han reportado la transferencia de metales tóxicos al alcantarillado, como la cigarrera Philip Morris que, según los informes oficiales, transfirió 11.6 kilos de compuestos de cromo, níquel, plomo y cadmio en 2018; la farmacéutica Boehringer Ingelheim, 7.5 kilos el mismo año, y Bebidas Mundiales, embotelladora de Coca-Cola, 81 kilos.8


      Sustancias sin medición


      La norma que regula los límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas de aguas residuales sólo considera 17 parámetros —entre ellos ocho metales pesados—, pero hay cientos de sustancias tóxicas que vierten las industrias a los ríos que no son reguladas y, por tanto, no son motivo de verificación y mucho menos de sanciones. Los vacíos legales son aprovechados por algunas empresas para contaminar impunemente.


      Prueba de ello es que desde 2011 el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA) localizó más de mil 90 sustancias químicas en el río Santiago, provenientes de industrias que descargan sus residuos en ese afluente. Entre las empresas que han vertido una amplia variedad de desechos está Huntsman, una multinacional con presencia en los cinco continentes, que tiene una planta de producción en la localidad de Atotonilquillo, perteneciente al municipio de Chapala.


      La farmacéutica Ciba-Geigy instaló esa planta en 1965 y la vendió en 2006 a Huntsman para que produjera colorantes y productos químicos para la industria textil. Los residuos de sus procesos contienen sustancias tóxicas, las cuales han sido descargadas directamente al río, según consta en una investigación realizada en 2012 por Greenpeace. El 22 y 24 de marzo de aquel año la organización ambiental recolectó agua residual del tubo de descarga de la empresa y envió las muestras a analizar a sus laboratorios en la Universidad de Exeter, en el Reino Unido. El resultado fue asombroso y preocupante: se localizaron en una muestra 52 compuestos orgánicos persistentes, ninguno de los cuales está regulado por la normatividad mexicana. Entre las sustancias detectadas hay algunas muy peligrosas para la salud, utilizadas para fabricar colorantes, como el llamado 2,5-dimetilanilina, muy tóxico si es inhalado y al contacto con la piel, y el trifluorometilanilina, que a largo plazo puede causar daños en órganos internos.


      También se encontró en las descargas la presencia del compuesto denominado ftalatoester DEHP, que puede dañar el hígado y el sistema reproductivo.9


      Huntsman no es la única empresa señalada de verter químicos distintos a los que establece la norma. En 2008, cuando ocurrió la muerte por envenenamiento de Juan Manuel, en el río Santiago, se reportó la descarga al afluente de cloroformo, una sustancia catalogada como residuo peligroso que puede dañar el cerebro, el sistema nervioso central, los riñones y el hígado.10 La sustancia fue vertida, al parecer, por un laboratorio.


      Aquel año las industrias vertieron otras sustancias, como la piridina, utilizada en la producción de medicinas, cuya exposición está vinculada a daños neurológicos, renales y del hígado; y el tricloroetileno, utilizado para fabricar otros compuestos químicos, que puede causar alteraciones del sistema nervioso y del ritmo cardiaco.11


      Hay indicios de corrupción en el desdén de las autoridades para supervisar los desechos de las industrias. Pese a la evidencia del daño ambiental, los contaminadores actúan con impunidad. En 14 años apenas se aplicaron ocho multas por incumplimiento a la norma de descargas de aguas en todo el estado de Jalisco, y sólo una correspondió al corredor industrial donde se manifiesta el problema de contaminación del río Santiago.12


      En Jalisco hay 621 títulos de descargas de aguas residuales inscritos ante el Registro Público de Derechos de Agua (Repda), y apenas son supervisados un promedio de 14 al año. A ese ritmo, tendrán que pasar más de 40 años para que supervisen a todos. Ya para entonces el daño ambiental será irreversible.


      Negligencia criminal


      Las autoridades sabían desde hace más de 15 años del grave daño ambiental que estaban causando las descargas industriales al río Santiago. Pese a las evidencias de que el cauce tenía altas concentraciones de metales pesados que podían ocasionar cáncer y otras enfermedades graves, no hicieron nada para frenar la contaminación.


      Uno de los estudios fue elaborado en 2003 por orden del gobierno de Jalisco, y contiene un inventario de 280 descargas industriales, de las cuales 265 eran vertidas al río Santiago, con un promedio de 227 litros por segundo. El 36.5% de ese caudal lo aportaba la industria química-farmacéutica; 15%, la industria de alimentos y bebidas; y 12.3%, el sector manufacturero textil. En aquel entonces se analizaron los desechos en Celanese, Nestlé, Celulosa y Derivados (Cydsa) y Ciba (hoy Huntsman) y ninguna de las industrias monitoreadas cumplió con las normas ambientales.13


      En un segundo estudio, realizado en 2005, se determinó que, en 19 de 26 muestras de descargas industriales analizadas, se incumplía por lo menos con un parámetro ambiental. Entre las empresas que hicieron descargas por arriba de la norma estaban Mexichem, Kao, Industrias Gosa, Hershey, Envases Universales, Empaques Modernos de Guadalajara y Crown Envases de México.14


      En 2011 el IMTA informó que entre 87 y 94% de las factorías de la cuenca del río Santiago incumplían con al menos uno de los parámetros ambientales. El estudio identificó mil 90 sustancias en descargas al afluente, entre ellas algunas que en elevados niveles pueden dañar gravemente la salud, como los ftalatos, empleados para hacer flexibles los plásticos y que causan daños reproductivos y hepáticos; el tolueno, que afecta el sistema nervioso; cloroformo, cuya exposición a largo plazo puede dañar el hígado y los riñones; el benceno, que puede producir cáncer, y el fenol, que afecta al sistema nervioso.15


      Pese a que se ponía en riesgo la salud de la población, las autoridades federales y estatales fueron omisas, durante décadas, en el cumplimiento de la ley. Hay datos que vislumbran actos de corrupción de dependencias que toleraban la violación a las normas ambientales. Para muestra un botón: en abril de 2008 la Secretaría de Medio Ambiente de Jalisco reportó que había efectuado 86 inspecciones de descargas residuales en industrias establecidas en la cuenca del río Santiago, y la conclusión fue que… ¡ninguna contaminaba!16


      El ocultamiento de información fue una estrategia que siguió el gobierno de Jalisco para tratar de negar una realidad: que el río Santiago era letal.


      Primero se ocultó una investigación del IMTA realizada en 2009 que evidenciaba los altos niveles de contaminación de las descargas industriales,17 y luego se reservó por nueve años un estudio elaborado en 2010 que revelaba las altas concentraciones de metales pesados en niños que habitaban en las cercanías del río.18 Ambos documentos fueron elaborados por petición de la Comisión Estatal del Agua y su oportuna difusión pudo haber salvado vidas.


      El argumento frecuente de las autoridades para no exigir a las corporaciones el cumplimiento de las normas ambientales es que “apretarlas demasiado” podría obligar al cierre de plantas y eso significa pérdida de inversiones y de empleo.19 Esa actitud de privilegiar los capitales frente a la salud de la población es criminal. Las autoridades que no actúan son cómplices por omisión en la proliferación de enfermedades y de muertes por la contaminación. Cada muerto es su responsabilidad. Y en este perfil criminal encuadran perfecto al menos cuatro exgobernadores de Jalisco.


      La polémica Nestlé


      Nestlé es la multinacional más antigua en la cuenca del río Santiago. En 1935 la corporación suiza instaló su primera fábrica en Ocotlán, Jalisco, para producir leche condensada y en polvo. Ocho décadas después, en octubre de 2016, abrió una segunda procesadora de leche en el mismo municipio, para triplicar su capacidad de producir fórmula láctea para niños de las marcas NAN, Good Care, Good Start, Nidal y Nestogeno, que exporta a más de 20 países.


      Las instalaciones de Nestlé están a pocos metros del río Santiago y, pese a contar con plantas propias de tratamiento de aguas, la compañía tiene un historial de contaminación que ha sido ampliamente documentado por las autoridades, académicos y organizaciones civiles.


      En una evaluación realizada en 2003 se tomaron muestras en tres ocasiones de las descargas de Nestlé, y los resultados fueron que la planta incumplía casi el doble de lo permitido en grasas y aceites y en nitrógeno total, así como excesos de sólidos suspendidos totales.


      En una segunda investigación realizada en 2006 se volvió a detectar el incumplimiento de Nestlé, con niveles 50% superiores a los permitidos para grasas y aceites, y casi cinco veces arriba de lo tolerado como promedio diario del DBO5, que es un parámetro que mide el grado de contaminación del agua a partir de la cantidad de oxígeno que consume bacterias y otros seres vivos minúsculos.


      En el informe elaborado en 2011 por el IMTA se detectó hasta 20 veces el límite máximo de concentración de DBO5, hasta cinco veces más de lo permitido en nitrógeno, más de 19 veces lo tolerado en fósforo y una concentración 38 veces arriba de lo que se establecía como tope para la Demanda Química de Oxígeno (DQO), otro parámetro utilizado para medir la contaminación del agua.20


      Cuando en octubre de 2016 amplió su planta en Ocotlán, el corporativo de Nestlé se comprometió, por escrito, a que se daría tratamiento al 100% del agua residual. “Los nuevos requerimientos de Nestlé sobre la calidad del agua y la gestión de aguas residuales a los que hace referencia este compromiso, nos llevan a exceder nuestro cumplimiento respecto de las normas nacionales.”


      Celanese es la segunda multinacional más antigua en los márgenes del río Santiago. Esta compañía química de origen texano se instaló en 1947 en el municipio de Poncitlán, en los límites con Ocotlán, para producir insumos para distintas industrias, incluido el acetato de celulosa con el que se fabrican los filtros de los cigarros.


      Al igual que Nestlé, en distintos muestreos de descargas de aguas residuales realizados a Celanese se detectaron altos niveles de contaminantes. En el parámetro de Sólidos Suspendidos Totales (SST) se halló en 2006 una concentración casi 11 veces por encima del límite previsto en las reglas ambientales; en 2011 se reportó un nivel cinco veces mayor en los niveles de fósforo; y en 2015 se denunció que la empresa había vertido mercurio al río y a terrenos aledaños a la planta, en concentraciones que exceden la norma.21


      En sus reportes anuales de emisión de contaminantes, Celanese reconoció verter arsénico al agua, aunque el volumen ha ido decreciendo paulatinamente. En 2012 registró 42 kilos y en 2018 bajó a 5.2.22


      ***


      El problema del río Santiago se replica en otros afluentes del país, como el Lerma, que nace en el Estado de México, atraviesa Querétaro, Guanajuato y Michoacán y desfoga en el lago de Chapala en Jalisco. Desde hace décadas es un río muerto, pues los elevados niveles de contaminación hacen imposible la vida acuática. Recibe descargas de cientos de industrias de los más variados giros: químico, curtiduría, textil, automotriz, plásticos, metal-mecánico, alimenticio y farmacéutico. Eso explica por qué, en distintos muestreos, se han localizado sustancias nocivas para la salud, como mercurio, plomo, cadmio, tolueno y benceno.


      El río Atoyac, que atraviesa Puebla y Tlaxcala, también sufre un grave deterioro ambiental, ocho veces por encima del nivel que las autoridades ambientales clasifican como tolerable. En monitoreos realizados a industrias que descargan sus desechos al afluente, 74% ha presentado niveles de toxicidad altos,23 y se han reportado niveles elevados de leucemia o daño renal en habitantes de las zonas con más alta contaminación,24 por la presencia de metales pesados muy tóxicos, como mercurio o plomo, así como solventes y disruptores hormonales que tienen efectos sobre el sistema endócrino y en la reproducción.


      La destrucción de los ríos ejemplifica cómo se anteponen las ganancias de las industrias al beneficio colectivo.


      Ante el covid-19, el lucro antes que la salud


      La emergencia sanitaria por la pandemia de covid-19 desnudó a multinacionales que operan en la zona fronteriza. Cuando el 30 de marzo de 2020 se declaró la cuarentena, pocas maquiladoras acataron la orden de suspender actividades. Esto propició brotes de contagio, que derivaron en el fallecimiento de decenas de obreros. Las corporaciones antepusieron el afán de lucro al cuidado de la salud de sus colaboradores.


      El caso más dramático se vivió en Ciudad Juárez, en donde en apenas 20 días fallecieron al menos 20 obreros de maquiladoras.


      Tan sólo en las instalaciones de Lear Corporation, una multinacional dedicada a la fabricación de asientos y sistemas eléctricos para automóviles, las autoridades reportaron oficialmente el fallecimiento de 13 personas, aunque los propios trabajadores aseguran que hubo más víctimas; algunos refieren que fueron 19. Mientras que en la planta de Syncreon los obreros reportaron el deceso de seis de sus compañeros con síntomas que coinciden con covid-19.


      El brote en Lear Corporation ocurrió después de que en la primera semana de marzo visitó las instalaciones un grupo de alemanes. En aquellos días ya se había declarado la alerta sanitaria en Europa, y México vivía la fase 1, que correspondía a contagios importados o la transmisión del virus por extranjeros. A finales de marzo algunos obreros manifestaron síntomas de haber sido infectados por el coronavirus; el 3 de abril se hospitalizó a uno de ellos y el día 10 del mismo mes ocurrió el primer deceso en el hospital 66 del IMSS en Ciudad Juárez. En Syncreon, los trabajadores aseguran que hubo seis víctimas, cinco hombres y una mujer; los decesos los reportaron entre el 3 y el 24 de abril.


      En Baja California, la mayoría de las maquiladoras también se negaban a parar actividades, con lo cual exponían a sus trabajadores a un contagio masivo. Las autoridades laborales tuvieron que intervenir, y entre el 7 y el 21 de abril realizaron operativos para clausurar las plantas que seguían laborando. Sólo mediante la presión oficial se logró enviar a resguardo a sus casas a más de 75 mil obreros, la mayoría (unos 32 mil) en Tijuana.


      Sin embargo, para cuando suspendieron actividades ya había obreros contagiados. Fue el caso de la maquiladora Ontex, en donde trabajadores denunciaron ante el titular de la Secretaría del Trabajo en Baja California, Sergio Moctezuma, un brote de covid-19 en la planta, que había provocado el fallecimiento de cuatro de sus compañeros, uno más que en ese momento estaba internado y un aproximado de 50 casos sospechosos.


      Esta maquiladora fabrica pañales y toallas femeninas y pertenece a la multinacional Ontex Global, originaria de Bélgica y con presencia en 20 países.


      En la fábrica de Schneider Electric, en Tijuana, los obreros reportaron el deceso de un compañero y al menos otros 10 contagiados, mientras que en una planta de Clover en Mexicali los trabajadores aseguran que hubo dos víctimas.


      En la planta de JFE Shoji Steel, de capital japonés, los empleados también denunciaron ante las autoridades laborales el contagio de covid-19.


      Entre las maquiladoras que seguían laborando en medio de la cuarentena y que fueron forzadas a cerrar, había filiales de multinacionales estadounidenses, como Honeywell, Hubbell Lighting Inc., National Oil Well Varco, Sensata Technologies, Garrett Advancing Motion, Rockwell Automation, Broan Building Products, Belden, Collins Aerospace (mejor conocida como EEMSA), MTE Corporation, Southwire Americana, Sigmatron International, Teleflex, RBC Bearings Inc., Electrónica Vanguard, Tensho, Plantronics, Blue Streak Industries, BBS Baja, Hanil Electronics, Magnotek Manufacturing, Skyworks Solutions, Shaz International, Aearo Technologies, Westfall Technik, Amphenol TCS, Aju Steel, TE Connectivity (antes Tyco Electronics), Jonathan Engineered Solutions, Clover Technologies, Eaton’s Cooper Lighting, Parker Baja, Crissair de México y Avery Products.


      Además, la maquiladora de origen coreano San Diego Ace, dedicada a fabricar televisores, y AP Services de México, de capital de Luxemburgo, productora de mangueras industriales.


      Esta conducta, de priorizar la búsqueda de ganancias incluso por encima de la integridad de los obreros, es común en grandes corporaciones, como se mostrará en las siguientes historias.


      Explotación laboral extrema: el tráfico de esclavas


      Lu Fengzhen vivía como esclava en una planta textil en la región del bajío. Trabajaba de 6:30 de la mañana a la medianoche, y a veces hasta la una de la madrugada cuando había muchas prendas por elaborar. Tenía derecho a dos pausas de una hora cada una para comer, y su sueldo era equivalente a 550 pesos al mes. Aunque en realidad ganaba más, pero le descontaban 800 pesos para enviarlos a un hermano en China, que había quedado como una especie de fiador, con un adeudo de 600 dólares como garantía de que ella no intentaría escapar. Además, le hacían un descuento a su salario para cubrir los gastos migratorios por su traslado y estancia en México. En horas de trabajo tenía prohibido sostener comunicación con los otros trabajadores, y si se enfermaba, era revisada por un médico de la maquiladora, pero ella debía pagar sus medicamentos. El día de su descanso podía salir a recorrer el pueblo donde estaba asentada la fábrica, sólo si lo hacía acompañada de un guardia. Aunque quisiera, no podía huir, porque la empresa le había retenido su pasaporte.


      ¿Cómo es que Lu llegó a nuestro país? A través de la empresa Duo Bao, que la reclutó en la provincia china de Cantón —de donde es originaria— para venir a trabajar en una planta textil de KBL Group International, una compañía multinacional con sede corporativa en Nueva York, pero cuyos centros de producción estaban en Hong Kong, China y México. En Dongguan, una ciudad industrial con más de 8 millones de habitantes ubicada en el delta del río Perla, se realizó el reclutamiento de ella y de otros 80 trabajadores. La promesa que les hicieron fue que su sueldo sería equivalente a entre 270 y 300 dólares al mes, con seis días de trabajo a la semana y una jornada de ocho horas diarias. En el primer contrato que Lu firmó en China le prometieron que ella se dedicaría a operar máquinas computarizadas de tejido y a enseñar a las obreras mexicanas, pero cuando ya estaba de tránsito a Hong Kong la hicieron firmar un segundo contrato en el que se estableció que la compañía maquiladora establecida en México le diría qué actividades hacer.


      Apenas empezó a trabajar en la planta textil del grupo KBL, que estaba ubicada en Valle de Santiago, Guanajuato, descubrió que la habían engañado. Hacía su trabajo manual, no en equipos computarizados, y le descontaban dinero por todo: por los trámites migratorios, por un adeudo que había adquirido con la empresa que la reclutó en China y con la propia maquiladora para la que trabajaba. Durante el primer año estaba obligada a pagar mil 454 dólares por concepto de “garantía” por su empleo.


      Chen Suyi vivió una situación similar. Ella llegó a México seis meses después que Lu, y enfrentó la misma condición de explotación laboral. No tenía un sueldo fijo porque le pagaban según la cantidad de prendas que elaboraba, y la multaban si no reunía una cuota mínima al día. También le descontaban de su salario si cometía “infracciones”, como no apagar las luces o no cerrar las llaves del baño. Los administradores de la maquiladora tenían el control de su vida. La habían obligado a firmar cartas en las que otorgaba poder a Evan Tsung y a Chi Kin Chan Tjeo —apoderados legales de KBL—, para que en su nombre hicieran los trámites migratorios que dieran validez legal a su estancia en México, aunque en realidad ella permanecía en el país contra su voluntad, porque la habían traído con engaños.


      Los domingos Chen trabajaba medio día, hasta las tres de la tarde, y para distraerse salía con Lu a pasear a Valle de Santiago. Pero debían regresar a más tardar a las cinco de la tarde en punto, porque si se retrasaban solo un minuto, también se les cobraba multa. El único día en que las dos mujeres no fueron acompañadas por un guardia decidieron huir. Tomaron un autobús al norte, con la esperanza de encontrar otro empleo bajo mejores condiciones, pero fueron detenidas en Durango por agentes del Instituto Nacional de Migración, los cuales, al ver que carecían de documentos, las enviaron a la estación migratoria de Iztapalapa para iniciar el proceso de deportación.


      El caso de estas dos mujeres prendió una luz de alerta. Una serie de supervisiones a la planta puso en evidencia las condiciones de explotación laboral en las que permanecían 80 trabajadores de origen chino y cientos más de mexicanos, con la complicidad de las autoridades de la Secretaría del Trabajo y del Instituto Nacional de Migración que, durante años, habían tolerado las violaciones a la ley. El caso fue sancionado en 200625 y, casi de inmediato, la planta decidió cerrar.


      KBL Group International —la compañía involucrada en este caso— no es una empresa cualquiera. Es una multinacional de la moda establecida en 1985 que ha tenido su base de operaciones en el piso 17 de un edificio de la avenida Broadway, en Manhattan, a unos metros del célebre Times Square de Nueva York; ahí han trabajado sus diseñadores, expertos en producción y ejecutivos de cuenta. En esa misma avenida, en otro edificio, se encuentra la sala de exhibición, mientras que su centro de distribución se ubica en Nueva Jersey.


      Entre sus clientes, KBL ha tenido a marcas de renombre, como Abercrombie & Fitch, Bebe, Victoria’s Secret, Nordstrom, L.L. Bean y Liz Claiborne.


      Su mayor fábrica se localiza en Guangdong, China, que ha llegado a tener 3 mil 500 trabajadores, 590 máquinas y una capacidad de tejido de 85 mil prendas por mes. La segunda planta en importancia era la de Valle de Santiago, con 381 máquinas y 2 mil costureras. La producción se completaba con una factoría en Fanling, Hong Kong, con 150 obreros.


      Ante sus clientes se promueve como uno de los mayores productores de suéteres en Norteamérica, y en su expansión ha adquirido AR Knitwear, compañía de Nueva Jersey conocida por su marca de prendas para adolescentes Sweater Project. Pese a ser una compañía reconocida en el mundo textil, las autoridades laborales y de justicia mexicanas argumentaron que nunca pudieron localizarla para sancionarla, porque habían cerrado su planta de producción en Guanajuato de la noche a la mañana.


      Maximizan utilidades con minisueldos


      La mano de obra barata de los obreros e indígenas mexicanos ayudó a maximizar las utilidades de grandes multinacionales de la moda. En la década de los noventa, cuando el gobierno de Carlos Salinas de Gortari prometía que México entraría al primer mundo, gracias al Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, muchas transnacionales mudaron a nuestro país su producción para aprovechar las ventajas de cero aranceles y los estímulos otorgados a la inversión extranjera, en particular a las maquiladoras, que gozaban de exenciones fiscales cuando producían para el mercado de exportación. En aquellos años, el sector internacional de la confección eligió el valle de Tehuacán, al sur de Puebla, como una de sus bases de producción y estableció convenios con empresarios de la región para producir marcas de renombre, como Calvin Klein y Polo Ralph Lauren.


      Por su ubicación geográfica, Tehuacán atrajo a habitantes de comunidades indígenas de Oaxaca, Puebla y Veracruz, quienes encontraron en la industria textil una fuente de empleo. En 2000 —seis años después del inicio del acuerdo comercial— se vivió el pico más alto del auge de las maquiladoras en el valle de Tehuacán, con más de 70 mil personas empleadas en el sector de la confección.26 En ese momento, 10.6% ganaba como máximo un salario mínimo (42.20 pesos diarios), equivalente a cuatro dólares el día o 52 centavos de dólar por hora, al tipo de cambio de entonces; 52% percibía hasta dos salarios mínimos27 (84.40 pesos diarios o un dólar la hora). Al menos 80% de la planta laboral de las maquiladoras de la región de Tehuacán estaba compuesta por indígenas que habían inmigrado a la ciudad de regiones como la sierra Negra, sierra Mazateca, sierra de Zongolica, sierra del Nudo Mixteco, Cañada Oaxaqueña, zona del Pico de Orizaba y Huajuapan.28 Con tan bajos sueldos, su condición era de pobreza extrema.


      Cuando se dio este auge, había en el valle de Tehuacán alrededor de 700 maquiladoras del sector de la confección, pero eran cuatro consorcios los que concentraban el grueso de la producción y que trabajaban para los grandes corporativos transnacionales de la moda:


      Grupo Navarra, propiedad de una familia de Tehuacán, que tenía siete plantas de ensamble y dos lavanderías de mezclilla, con capacidad de producir hasta 150 mil pantalones por semana para Sun Apparel, Wrangler, Levi Strauss, Polo Ralph Lauren, Tommy Hilfiger y Gap,29 esta última dueña de las cadenas de tiendas Old Navy y Banana Republic.


      Mazara, también de inversionistas poblanos, tenía tres fábricas y convenios de producción para Gap, Guess y VF Corporation (dueña de las marcas Lee, Dickies y Wrangler, entre otras).


      Tarrant Apparel Group, un consorcio formado en 1988 en Los Ángeles, California,30 que poseía ocho plantas de ensamble y lavandería, con acuerdos de producción para Gap, Tommy Hilfiger y la cadena estadounidense de tiendas The Limited (ya desaparecida).


      AZT International, consorcio que tenía planta de corte y ensamble en Tehuacán, de producción textil en Coahuila y de lavado en Tlaxcala, tenía acuerdos para producir prendas para Calvin Klein, Gap y Tommy Hilfiger.


      Este auge maquilador no se reflejaba en beneficios colectivos para los trabajadores. Además de vivir en la pobreza por los bajos salarios, los obreros de la confección enfrentaban con frecuencia malos tratos y humillaciones de los supervisores, discriminación porque la mayoría eran de origen indígena y campesino; revisiones corporales a la salida del trabajo; descuentos por faltas y retrasos; contratos temporales de 28 días, con lo que no podían obtener antigüedad ni conservar derechos, y horarios de trabajos extendidos, de 10 a 12 horas diarias.31


      Los capitales “golondrinos”


      Las multinacionales de la confección se rigen por el valor de la mano de obra. Así que cuando el costo de los salarios se eleva, acostumbran a mudarse a otros sitios más baratos. Son los llamados capitales “golondrinos”. Eso es lo que ocurrió en Tehuacán. En 2001 inició el declive maquilador, con la cancelación de contratos para confeccionar marcas de renombre internacional. Las corporaciones buscaron maquiladores en otros sitios —como Bangladesh y los países centroamericanos— en donde podían pagar sueldos bajos para mantener elevados rendimientos.


      Además, el declive coincidió con la recesión que sufrió Estados Unidos en 2001, acentuada por el ataque terrorista del 11 de septiembre. La caída de la economía estadounidense provocó que disminuyeran los pedidos para exportación. Con ello también se estima que se perdieron en menos de una década 32 mil empleos: de 70 mil que había en el valle de Tehuacán en 2001, pasó a 38 mil en 2010.32


      Levi Strauss, que era una de las multinacionales que trabajaba con Tarrant, anunció en 2003 que cancelaría todos los pedidos con la compañía.33 Tommy Hilfiger, corporación cuya sede está en Nueva York, canceló contratos en Tehuacán en 2006, y con ello afectó a Grupo Navarra y a AZT, que eran sus proveedores.


      La corporación Tarrant Apparel Group cerró en 2004 sus ocho plantas en Tehuacán y sus alrededores,34 tras una movilización de obreros en una maquiladora ubicada en el poblado de Ajalpan, Puebla, que tenía como objetivo crear un sindicato independiente. La empresa cesó a los líderes del movimiento y luego empezó a despedir a cientos de trabajadores.


      La planta textil Vaqueros Navarra también cerró sus puertas en diciembre de 2007, en plenas vacaciones navideñas, con el argumento de que no había suficientes pedidos. El cierre se dio cuando acababa de elegirse un sindicato independiente, al que se había opuesto la gerencia de la empresa. Representantes de las compañías Gap, American Eagle y Warnaco contrataron a la organización Verité para una investigación interna, la cual concluyó que se habían violado los derechos de libre asociación de los trabajadores. Abercrombie and Fitch, Express y Levi Strauss se unieron para respaldar la elección sindical, y cuando ésta se dio, la empresa decidió cancelar definitivamente actividades en la maquiladora.35


      Para evitar movilizaciones sindicales similares, Confecciones Mazara —que producía la marca Dickies— elaboró una “lista negra” con los nombres de 551 trabajadores que habían sido despedidos de Vaqueros Navarra. Cuando alguno de esos obreros acudía a pedir empleo, se le negaba. “No hay trabajo para los revoltosos”, dijo una secretaria ante una trabajadora que había apoyado el sindicato independiente.36


      La explotación de niños benefició a Nike y Lacoste


      La corporación coreana Kukdong, fabricante de marcas internacionales como Nike y Reebok, ha enfrentado acusaciones graves de violación a los derechos laborales en su planta de producción en Atlixco, Puebla, como emplear a niños ilegalmente, agredir física y verbalmente a los trabajadores, negar incapacidades a mujeres embarazadas, descontar del sueldo las ausencias por enfermedad, pagar salarios inferiores al mínimo y despedir a obreros por promover la formación de un sindicato independiente.


      Kukdong tiene su sede en Seúl, Corea del Sur, aunque sus centros de producción están en México e Indonesia, en donde emplea a 6 mil obreros. Las prendas que elabora en sus fábricas se comercializan en cadenas de tiendas como H&M, Forever 21 y Walmart, pero también produce para marcas globales.


      En su planta de México ha fabricado para Lacoste, Timberland, The North Face, Carhartt, Dickies, JanSport, Columbia Sportswear, Nike y Reebok.


      A finales de 1999 Kukdong instaló su fábrica en Atlixco y, pese a no tener el respaldo de la mayoría de los trabajadores, firmó un contrato colectivo con la Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos (CROC) —afiliada al PRI—, que en realidad operaba como un sindicato blanco, más al servicio del patrón que en defensa de los obreros. Esta imposición derivó, a los pocos meses, en un conflicto laboral. En enero de 2001 Kukdong despidió a cinco trabajadores que pretendían reemplazar a la CROC con un sindicato independiente. En respuesta al despido, cientos de trabajadores iniciaron un paro, el cual fue reventado con violencia por la policía.


      La empresa cesó a obreros que apoyaban el paro y esa acción acentuó el conflicto. Los despedidos recurrieron al Consorcio por los Derechos de los Trabajadores (WRC, por sus siglas en inglés), una organización con sede en Washington que reúne a académicos y activistas, ante la cual denunciaron el acoso laboral que sufrían, así como las irregularidades que ocurrían en la fábrica de Atlixco, como el empleo ilegal de niños.


      Fue entonces que una delegación de WRC viajó a Atlixco para entrevistar a aproximadamente 30 trabajadores, cinco directivos de la empresa, delegados sindicales, representantes de organizaciones de derechos humanos, académicos, abogados, autoridades laborales e incluso un representante de Reebok.


      Con base en estas entrevistas y la investigación de campo, WRC presentó un informe en el que reportó haber encontrado “evidencia sustancial y suficiente” sobre irregularidades graves, como que la fábrica Kukdong había empleado a niños de entre 13 y 15 años, con jornadas laborales de nueve a 10 horas. Esta ilegalidad fue incluso admitida por la gerencia de la empresa coreana.37


      También se demostró que los directivos, gerentes y supervisores habían agredido tanto verbal como físicamente a los trabajadores. “Hechos que van desde azotar el martillo o desarmador, o golpear con la mano en la cabeza de los trabajadores hasta insultar y hablar con obscenidades”. Este hecho también fue admitido por los gerentes de Kukdong, empresa que ahora se llama Mexmode.


      La delegación de WRC comprobó que la compañía se había negado a incapacitar a mujeres embarazadas y a darles las prestaciones previstas por la ley; que muchos trabajadores ni siquiera recibían el salario mínimo y que, en más de una ocasión, los trabajadores habían tenido problemas de salud como fiebre, dolores de estómago e intoxicación por la comida que les servían en la cafetería de la fábrica, en donde eran encerrados para comer.


      Vejadas y despedidas


      Las denuncias de abuso laboral son una constante en las plantas que están al servicio de grandes corporativos, ya sea como filiales o como maquiladoras.


      Una investigación concluida en enero de 2020 identificó que en la manufacturera Hermosa Amazing Grace, ubicada al sur de Cuernavaca, Morelos, “las trabajadoras están en constante vulnerabilidad por los abusos que viven a diario dentro de esta empresa, malos tratos por los supervisores, que violentan a las trabajadoras con agresiones verbales, señalamientos y acoso sexual que por años ha estado allí y nadie ha hecho nada para castigar a los perpetradores”.38 Esa planta es proveedora de prendas para la cadena C&A, originaria de los Países Bajos.


      En diciembre de 2018 la maquiladora Alabama Cotton cerró sus instalaciones en Yucatán, lo que provocó movilizaciones de trabajadoras que denunciaron que los inversionistas, originarios de Canadá, se habían ido sin pagarles sueldos ni indemnizaciones. En esa planta se producía ropa deportiva para Lolë, una compañía con sede en Montreal, que tiene tiendas en 11 países.


      Rintex, fabricante de prendas con las marcas Gap, Nike, Ralph Lauren y Disney, también cerró su planta en diciembre de 2018, pero en Morelos, tras una movilización obrera que buscaba instalar un sindicato independiente. Los trabajadores denunciaron que la empresa había suscrito un acuerdo de protección con una central sindical sin representación, la cual toleraba los contratos a corto plazo que les quitaban seguridad laboral y derecho de antigüedad.


      Gap, uno de los principales clientes de Rintex, avaló una investigación interna efectuada por la organización Verité, que confirmó la problemática de abuso laboral. La empresa, en vez de mejorar las condiciones de trabajo, despidió a cuatro obreras asociadas con una queja de acoso sexual. Luego cesó a 50 más ligadas con la formación de un nuevo sindicato democrático. Paulatinamente las grandes marcas fueron cancelando pedidos y, finalmente, la planta fue cerrada, dejando sin empleo a 450 trabajadoras.39


      Armadoras ricas y obreros pobres


      México vivió a partir de 2010 un boom en la industria automotriz, con el arribo de nuevas armadoras y una amplia base de proveedores de autopartes, que colocó al país como el séptimo productor mundial y el cuarto exportador de vehículos. Las multinacionales del sector llegaron atraídas por los bajos salarios, un factor clave que les permitió reducir costos y maximizar sus utilidades. En una década, sus exportaciones crecieron 172%, al pasar de un millón 223 mil vehículos enviados al extranjero en 2009 a 3 millones 333 mil unidades en 2019.40 Con ello, sus ganancias se multiplicaron, pero, en contraste, los trabajadores no gozaron de esa prosperidad. De hecho, las remuneraciones en el sector automotriz se han desplomado en los últimos 25 años. Antes del boom, los empleos en esta industria eran bien pagados, pero cuando vino el alud de armadoras, las percepciones disminuyeron. En 1994 el salario promedio por hora era de 6.65 dólares —el más alto del sector manufacturero— y para 2016 había bajado al equivalente a 3.14 dólares.41


      Cuando en febrero de 2014 las automotrices japonesas Honda y Mazda abrieron sus plantas de producción en el estado de Guanajuato, tenían los sueldos más bajos de la industria: 26 pesos por hora, que en aquellos días equivalían a dos dólares.


      Pero no estaban muy lejos de lo que pagaban otras multinacionales del sector. Nissan pagaba en su planta de Aguascalientes un promedio de 2.46 dólares por hora; General Motors, 2.60 dólares en su armadora de Ramos Arizpe, Coahuila, y 3.36 en la de Toluca; Ford, tres dólares en sus instalaciones de Cuautitlán y 3.19 en la de Hermosillo. La planta de Nissan en Morelos y la de Volkswagen en Puebla eran las que mejor pagaban: entre 3.98 y 4.19 dólares la hora, equivalente a un sueldo de entre 418 y 441 pesos diarios.42


      Las transnacionales de las autopartes también aprovecharon el factor de los bajos sueldos para instalar cientos de plantas en nuestro país. La corporación sueca Autoliv pagaba 136 pesos al día en su planta de Baja California; la japonesa Denso, 168 pesos en su fábrica de Guanajuato; la estadounidense Lear Corporation, 197 pesos en el bajío, y la compañía francesa Faurecia, 213 en Puebla.


      Desde entonces, México se ubicaba como el productor de coches con los peores sueldos del mundo, incluso por debajo de China, posición que, penosamente, aún mantiene. En Taiwán, el salario promedio por hora en el sector era de 7.50 dólares y en Brasil de 11.40.43 Por eso, cuando ocurrió la expansión automotriz algunos analistas consideraban que México se estaba convirtiendo “en la China occidental”, porque captaba altas cantidades de inversión con base en el atractivo de la mano de obra barata.44


      En los años recientes los salarios no han mejorado. El pago promedio por hora que reciben los obreros en las plantas armadoras de Estados Unidos y Canadá es ocho veces superior (26 dólares) al que reciben los trabajadores mexicanos. Si se compara con la industria de autopartes, la asimetría es todavía mayor. El salario por hora en México es de 1.68 dólares y en Estados Unidos de casi 20 dólares;45 es decir, una diferencia de 11 veces. Eso dicen las estadísticas oficiales. Pero en la realidad los sueldos de los obreros mexicanos son todavía peores.


      Por ejemplo, en la planta de General Motors de San Luis Potosí las percepciones de un operador de línea oscilan entre 198 pesos (los de reciente ingreso) y 247 pesos (los que son líderes de equipo) por una jornada de 12 horas (que equivaldría a menos de un dólar por hora). A los obreros se les ofrece un bono mensual de mil pesos, el cual está condicionado al cumplimiento de normas que garanticen ensamblar y manufacturar un producto con la menor cantidad de recursos y en el menor tiempo posible, además de no haber tenido faltas, reportes de indisciplina o retardos.46 En suma, el sueldo mensual con todo y bono oscila entre 6 mil y 8 mil 500 pesos.


      Para que un obrero de esa planta pueda comprar una camioneta GMC Terrain, como las que ahí se fabrican, tendría que ahorrar su sueldo íntegro —sin gastar en alimentos ni en nada más— durante nueve años, mientras que a un obrero estadounidense le bastaría ahorrar medio año de su sueldo para adquirir un vehículo similar.


      Los bajos salarios atrajeron a las plantas armadoras a México y, paradójicamente, ese factor es el que ahora podría alejarlas. El nuevo tratado comercial entre México, Estados Unidos y Canadá (el T-MEC, que sustituye al TLC), el cual fue ratificado en enero de 2020, incluye una regla de “contenido de valor laboral” que establece que los vehículos deben fabricarse en una zona en la que el salario promedio sea mayor a 16 dólares por hora (128 dólares al día, equivalente a 2 mil 560 pesos diarios). Obviamente, México está muy lejos de poder cumplir con este requisito.


      Los sueldos representan para las armadoras sólo 10% de sus costos. La prosperidad de los gigantes automotrices en México ha sido a costa de la pauperización de los trabajadores. Son armadoras ricas con obreros pobres.
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      Los políticos reciben los sobornos… ¿Pero quién los paga?


      [image: coversin] En México, la corrupción de las grandes empresas es igual o peor que la de los gobernantes: algunas corporaciones no sólo mueven toneladas de dinero para burlar la ley, sino que lo hacen con total impunidad. Prácticamente nadie investiga o castiga a las transnacionales que reparten sobornos.


      Este libro —ganador del Premio de Periodismo Javier Valdez Cárdenas 2019— rompe el círculo vicioso de silencio y simulación y les pone nombre y apellido a las compañías señaladas por malas prácticas, explica los esquemas de la transa y las razones de la impunidad desatada.


      La suciedad en el sector salud, la podredumbre de los supermercados, los saqueadores de Pemex, los cárteles empresariales, las artimañas para acaparar el mercado, el saqueo de las mineras… las ganancias de los hombres del dinero muy por encima del bien colectivo
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      Raúl Olmos es un periodista especializado en investigar redes de corrupción. Estudió las maestrías en Periodismo y en Historia. Además de obtener el Premio Javier Valdez Cárdenas 2019, ha sido galardonado en cinco ediciones del Premio Latinoamericano de Periodismo de Investigación y en tres ocasiones en el Premio de la Sociedad Interamericana de Prensa; ganó el Premio Nacional de Periodismo 2009, el Premio Alemán 2014 y 2017 y el Premio sobre Competencia Económica en 2019; con Investiga Lava Jato recibió en 2018 el Prize for Investigative Reporting.


      Ha colaborado con el International Consortium of Investigative Journalists, International Center for Journalists, Organized Crime and Corruption Reporting Project, Columbia Journalism Investigations, Centro Latinoamericano de Investigación Periodística, Connectas y Convoca.


      Éste es su quinto libro de investigación periodística, el cuarto con Penguin Random House.
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Eliminacién de adeudos

Cuadro IV.2.

[ Nombre Domicilio Deuda eliminada
[ Noble Mexico Limited Islas Caimén 1145872485
Noble Asset México LLC Delaware 919554165
Noble Leonard Jones LLC Delaware 585254355
[ Noble John sandifer LLc Delaware 560613137
[ Noble Bill Jennings LLc Delaware 526928079
[ Noble Johnnie Hoffman LLc Delaware 498446414
[ Noble Ear Frederickson Delaware 455220549
[ Noble Gene Rosser Limited | Islas Caimn 370836275
Noble México Services ) 171538682

i Islas Cairmin
Limited
[ Noble Campeche Limited Islas Caiman 113432292
Noble Drilling Carmen . 103837627
; Islas Caiman
Limited
Noble Offshore Contracting ) 89385127
Islas Cairmén
Ltd.
Noble Rochford Drilling as Caims 24852656
(North Sea) slas Caiman
Noble Offshore México ) 23535907
; Islas Caimén
Limited
Total 5589307750

* Informacion del Servicio de Administr:

ion Tributaria.
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Cuadro VLI
Contratos de Pemex a OHL en 2013

Fecha Contrato . Mo
(millones de pesos)
21 de marzo de 2013 | Obras en refineria Francisco
1016
|. Madero
9 dejulio de 2013 | Obras en planta de
. 927
hidrégeno y gasoducto
11 de diciembre de | Estacion de rembombeo 453

2013 Salamanca-Guadalajara’

Total 2396
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Cuadro 11.2.
Ventas de insulina al imss de 2009 a 2019

Comercializadora I
en millones de pesos
Farmacéuticos Maypo 1703
Landsteiner Pharma 1486
Comercializadora de Productos Institucionales 1165
Ralca 986
Dimesa 864
Total 6204

* Informacion obtenida por el autor en bases de datos de contratos del 1nss.
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Cuadro I.

Recaudacién por el impuesto a bebidas saborizadas*

Afio Monto (en millones de pesos)
2014 18254
2015 21393
2016 23348
2017 23162
2018 25908
2019 27401
Total 139 466

ienda y Crédito Pablico
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Cuadro V.1.

Estado de resultados de la refineria Deer Park Refining LP

Concepto | 2015 2016 2017 2013 |, Veriacion
(porcentaje)

Ingresos | 16658705 | 16750155 | 16427064 | 17519219 | 5.16%

Costos | 19830653 | 13874172 | 14586061 | 15773274 | 22.93%

y gastos

s:f:“adc’ 3828052 | 2875983 | 1841003 | 1745945 | -54.39%

Fuente: Estados financieros consolidados de Pemex.
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Cuadro IV.1.

Eliminacién de adeudos fiscales

Empresa Deuda eliminada
Central America Drilling LLC 873149716
Peninsula Drilling LLC 763217610
Meéxico Drilling Limited LLC 335224639

Total

1971591965






OEBPS/Images/img68.jpg
Cuadro I1.1.

Los mayores proveedores

Principales proveedores de medicamentos
del mss de 2009 a 2019

Millones de pesos

Grupo Férmacos Especializados 86600
Distribuidora Internacional de Medicamentos (Dimesa) 41194
Farmacéuticos Maypo 35258
Comercializadora de Productos Institucionales 15897
Ralca 13363
Laboratorios Pisa 6879
Total 199191

* Informacién obtenida por el autor; con base en contratos del inss.
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Cuadro VIL1.

Relacién de asignaciones (millones de pesos)

Empresa Importe ganado Sobrecobro
Laboratorios Pisa 686.1 128.2
Baxter 538 66.4
Fresenius 518.6 64

Eli Lily 263.5 95.6
Cryopharma 256.1 929
Probiomed 164.4 59.6

te 10-03-2006 de la Cofec
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Cuadro IlI.1.

Proporcién entre ventas e impuestos de Walmart de México

Ventas netas Impuestos .
c o & Porcentaje sobre
Aho (millones de (millones de
ventas
pesos) pesos)

2015 472460 9472 2

2016 528571 10623 2

2017 569015 10900 1.91

2018 612 186 12107 1.97

2019 641825 11304 1.76

* Informacion contenida en los informes anuals

de Walmart de
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